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El estudio Juventud en Foco: aproximación a las condiciones de vida y expectativas a fu-
turo de las juventudes en siete departamentos del Paraguay es un diagnóstico sobre las 
juventudes, que forma parte de una acción conjunta y articulada entre las organizaciones 
de la sociedad civil Decidamos, campaña por la expresión ciudadana; Centro de Estudios 
Paraguayos Antonio Guasch (CEPAG) y Fe y Alegría,  en el marco del proyecto Participa-
ción de juventudes para la ampliación del espacio cívico y la incidencia en política 
públicas,  financiado por la Unión Europea. 

El proyecto apunta a promover el activismo de jóvenes y mujeres a través de la partici-
pación protagónica y alianzas entre grupos en territorios definidos, buscando fomentar y 
fortalecer la participación en contexto educativo y en organizaciones rurales, promovien-
do su protagonismo y el vínculo entre los mismos. 

El diagnóstico tiene por objetivo i) conocer las necesidades específicas y los desafíos que 
enfrentan las juventudes con las que trabaja el proyecto en cada uno de los departamen-
tos, desde un abordaje que aborda los problemas estructurales que afectan a las mismas, 
tales como la calidad de la educación, el acceso a la salud, las oportunidades laborales, así 
como las barreras para la participación cívica; ii) imbuir la discusión sobre las juventudes 
en el contexto del desarrollo sostenible y el ejercicio de sus derechos sociales, políticos y 
económicos. 

Los resultados del diagnóstico constituyen una línea de base para las instituciones que 
impulsan la iniciativa y para las juventudes involucradas en el desarrollo de estrategias y 
planes de acción, con la finalidad de que las actividades del proyecto sean pertinentes y 
respondan a las necesidades de la población joven.

Cabe destacar que, el conjunto de actividades que se ejecutan en el marco del proyecto 
Participación de juventudes para la ampliación del espacio cívico y la incidencia en 
política públicas, busca influir positivamente en el cambio de la condición de vida de los 
participantes, por ello, determinar cuáles son estas condiciones dentro de las cuales se 
desenvuelven las juventudes es clave para el potencial impacto en las realidades de las 
mismas. 

A partir de lo expuesto, para abordar el diagnóstico, con una perspectiva de derecho, la 
pregunta que guía las reflexiones es: ¿Cuáles son las posibilidades de desarrollo integral 
que poseen las juventudes paraguayas?

El documento se divide en seis apartados. En el primero, se brindan algunos elementos 
teóricos en torno a las juventudes y se presentan algunos datos de contexto de los depar-
tamentos en los que se encuentran los grupos con los que trabaja el proyecto junto con 
una breve caracterización de la población objeto de estudio, jóvenes de 15 a 29 años. En 
el segundo apartado, se abordan los servicios económicos y el mercado laboral en el que 
se desenvuelven las juventudes; en el tercero, las oportunidades sociales en educación y 
salud; el cuarto, ofrece un acercamiento a la protección social. El quinto apartado aborda 
brevemente los derechos políticos y las garantías de transparencia, y, por último, se en-
cuentran las conclusiones. 
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Reflexión de antesala
Para realizar el acercamiento a las condiciones de vida de las juventudes que influyen en 
sus posibilidades para la acción política, se emplea la propuesta de desarrollo y libertad 
de Amartya Sen, la que plantea que las posibilidades de la agencia del sujeto se encuen-
tran limitadas y restringidas por las oportunidades sociales, políticas y económicas del 
medio en el que se desenvuelven (Sen, 2000), donde las perspectivas de cada quién se 
entiende según las condiciones contextuales de donde habitan. 

Amartya Sen sostiene que el proceso de desarrollo de cualquier país es posible allí donde 
existan garantías a ciertas libertades. Estas garantías se traducen en capabilities (capaci-
dades de aquí en adelante), que permiten a cada uno “llevar el tipo de vida que valoran y 
que tienen razones para valorar” (p. 34). Por lo que, estas capacidades existen allí donde 
las garantías institucionales admiten el desarrollo integral de los sujetos (Sen, 2000). 

Para Sen (2000), sin las garantías de estas libertades, no existen posibilidades reales para el 
desarrollo. Es así que, para el desarrollo se deben garantizar: oportunidades económicas y 
sociales, libertades políticas, garantías de transparencia y la seguridad protectora, que de-
penden de mecanismos institucionales y son ineludibles para el desarrollo humano. 

Al evaluar las mejoras de indicadores sociales, como la tasa de pobreza o la reducción 
de la mortalidad infantil, se deben considerar cómo estas mejoras permiten ampliar las 
capacidades de acción de los individuos y comunidades. 

Las capacidades medirían la expansión de libertades que permite a las personas elegir y 
valorar diferentes estilos de vida. Representan una libertad sustantiva, entrelazando la capa-
cidad y habilidad individual e incluyendo estados mentales y subjetividad (Mendoca, 2017). 

Este diagnóstico centra esfuerzos en identificar las condiciones que permitirían ampliar 
las libertades y capacidades de las juventudes para influir efectivamente en sus condicio-
nes de vida y participar activamente en la sociedad. 
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Tabla 1. Descripción de libertades instrumentales y vínculo con las capacidades

Descripción Capacidades  involucradas

Servicios
económicos

Libertad de los individuos para pro-
ducir, intercambiar y consumir, de-
pendiendo de sus recursos económi-
cos particulares y en contexto macro. 

Las posibilidades que posee el indi-
viduo de realizar “funciones” básicas 
como estar bien alimentado, participar 
de la vida comunitaria, etc. Permiten 
además el aumento de la renta posibi-
litando alcanzar la autosuficiencia y la 
prosperidad. 

Oportunidades 
sociales

Esta área de las libertades se refiere 
a temáticas vinculadas, por ejemplo: 
al sistema de educación, sanidad, vi-
vienda, entre otras. Estas oportunida-
des sociales facilitan la participación 
económica y política. 

Estas garantías en materia de oportuni-
dades son la base a partir de la cual los 
sujetos logran formar parte de la socie-
dad económicamente activa (viéndolo 
en un sentido restringido) y acceder a 
oportunidades les permite alcanzar su 
potencial pleno. 

Seguridad
protectora

La red de protección social que impi-
de a la población vulnerable caer en 
mayor miseria. Implica mecanismos 
institucionales fijos como el seguro 
por desempleo o ayudas económicas 
a población extremadamente vulne-
rable. 

Permite cierta mitigación del riesgo y 
una amortiguación en cuanto al impac-
to de eventos catastróficos que afectan 
a los sujetos. Les proporciona una po-
sibilidad de mantener una vida de nivel 
básico a fin de continuar con sus aspi-
raciones, a pesar de los contratiempos 
económicos o desastres. 

Garantías de 
transparencia

Se refiere a la necesidad de franque-
za; así como la necesidad de tener 
libertad para interrelacionarse con 
otro con la “garantía de divulgación y 
claridad”. Se relaciona no sólo al ám-
bito personal, sino también en rela-
ción con la corrupción. 

Estas garantías de transparencia per-
miten a los individuos estar informa-
dos, no solo para la toma de decisiones, 
sino también para generar confianza 
en el sistema socioeconómico del que 
forman parte. Así, la transparencia re-
duce la vulnerabilidad y permite a las 
personas planificar y actuar con con-
fianza a largo plazo. 

Libertades
políticas

Constituyen los derechos políticos 
que acompañan la democracia, entre 
los que se encuentran: la libertad de 
expresión, la participación, la no cen-
sura y la libertad de elegir.

Asegura la participación de los indivi-
duos para la gobernanza y toma de de-
cisión en leyes y políticas que afecten 
su vida.

Fuente: Elaboración propia con base en Sen (2000) y Botero (2011).

La tabla 1 permite ver cómo se relacionan las libertades del desarrollo propuestas por 
Sen (2000) y sus capacidades respectivas. Las libertades y oportunidades entran en comu-
nicación con los factores identitarios y culturales del “ser joven”, como sujeto histórico, 
político y social. 

Esta propuesta guía el análisis de los desafíos que enfrentan las juventudes que compe-
ten a este estudio. 
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Ser juventud, implicaciones teóricas
La reflexión sobre las juventudes remite a un sujeto histórico, en un espacio y tiempo 
determinado. Históricamente las juventudes desafían las “reglas de juego” pertenecientes 
a las generaciones que le antecedieron, proponiendo nuevos esquemas de acción y re-
lacionamiento (Santillán y González, 2016). Este diagnóstico entiende a las y los jóvenes 
no desde una visión reduccionista biológica —personas de 15 a 29 años que atraviesan 
procesos hormonales y psicológicos— sino que busca, ubicarlas en su contexto sociocul-
tural. Como afirma Ramírez (2008), la juventud “comienza en la biología y termina en la 
cultura” (p. 81).

La juventud se define usualmente en oposición a la vejez, expresando una lógica de so-
ciedades desiguales, donde algunos pesan más que otros (Santillán y González, 2016; 
Urteaga, 2019). La juventud no representa un grupo fijo, sino una categoría dinámica 
marcada por tensiones generacionales y demandas de cambio. En sociedades desiguales, 
enfrentan exclusión, precariedad y falta de oportunidades, influenciadas por género, re-
gión y contexto, el rol de las juventudes como agentes de cambio potencial es aún mayor.

En este sentido, la acción política juvenil trasciende la política tradicional, incluyendo el 
activismo, las protestas y el uso de redes sociales como herramientas clave. Aunque hay 
desencanto con las instituciones formales, las juventudes transforman la participación 
política a través de plataformas digitales y redes alternativas, donde priman principios 
como los de la equidad y la diversidad.

Al discutir la juventud en Paraguay es necesario reconocer el bono demográfico. Cuando 
se discute el “aprovechamiento” o no de este fenómeno, se mencionan principalmente 
el bajo desempeño en indicadores educativos y productivos, así como la nula inversión 
focalizada en este grupo demográfico (UNPFA/BID, 2023), teniendo en cuentas no solo las 
necesidades de esta población, sino el potencial impacto que la inversión en las juventu-
des tendría para el desarrollo económico y social del Paraguay.  

Considerando los resultados y proyecciones a partir del Censo 2022, el inminente enve-
jecimiento moderado de la población paraguaya tendrá sus implicancias en materia de 
seguridad social y cuidados de adultos mayores. Ello implicará no sólo atender las nece-
sidades de las juventudes sino, desde una perspectiva integral, implementar una política 
de cuidados que permita a las mujeres jóvenes acceder al mercado de trabajo mediante 
la reducción del peso de las labores de cuidado (Rojas Viñales, 2021). 

Este diagnóstico busca situar la discusión en el marco del desarrollo sostenible y los de-
rechos humanos, destacando que las juventudes no deben reducirse a un recurso eco-
nómico, sino que deben comprenderse desde una perspectiva de libertad que reconoce 
su vulnerabilidad en el ejercicio de derechos sociales, políticos y económicos (Sen, 2001). 
Con este enfoque, la reflexión se orienta a responder: ¿Cuáles son las posibilidades de 
desarrollo integral de las juventudes paraguayas?
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Presentación por departamento
El presente apartado tiene como objetivo brindar una breve contextualización de cada 
departamento en los que se implementa el proyecto, proporcionando una visión detalla-
da de sus características sociodemográficas y económicas. Los datos que se presentan a 
continuación provienen exclusivamente de un análisis realizado por el Instituto Nacional 
de Estadística (INE) en 2021. Ello con el fin de ofrecer una comprensión integral de la es-
tructura y dinámica de cada departamento para tener una base desde la cual interpretar 
los datos sobre la población joven.

San Pedro
Es el departamento con la mayor extensión territorial de la Región Oriental, con 20.002 
Km2, se divide en 20 distritos, siendo los más poblados: San Estanislao (13 %), Capiibary 
(12 %) y Santa Rosa del Aguaray (10 %). Un 3,3 % del total de la población indígena reside 
en este departamento. Según datos de 2021, su población ha tenido un crecimiento del 
13,2 % desde 2011, dicho crecimiento se ha dado principalmente (69,8 %) en los distritos 
de Santa Rosa del Aguaray, Capiibary y San Estanislao, mientras que los distritos de San 
Pablo, Itacurubí del Rosario, Yataity del Norte y Villa del Rosario han reducido en un 5,8% 
su población promedio. 

El departamento tiene como base económica la agricultura y la ganadería. Con una agri-
cultura familiar diversificada que incluye rubros para la renta y el autoconsumo. San Pe-
dro es el primer productor de ganado vacuno de la región oriental, con 1,2 millones de 
cabezas de ganado (9,1 % del país). Cuenta con industrias procesadoras de mandioca, 
productoras de alcohol y de derivados lácteos que dinamizan la economía departamental. 

Del total de 6.311 empresas activas en el departamento en 2021, el 59,2 % corresponde al 
sector de comercio, seguido por el sector servicios 28 % y el 12,7 % en el sector industria —
principalmente microempresas (78,9 %)—. Las mipymes1 representan el 98,2 %, donde 62,4 
% de los trabajadores son cuentapropistas o trabajadores familiares no remunerados. 

Caaguazú 
Tiene una extensión territorial de 11.474 Km² y es el cuarto departamento con mayor 
cantidad de habitantes del país, con una población de 569.967 personas en 2021. El de-
partamento se divide en 22 distritos, con un 55,2 % de la población viviendo en áreas 
rurales y el 44,8 % en áreas urbanas. Entre 2011 y 2021, ha experimentado un crecimien-
to poblacional del 11%, principalmente en los distritos de Caaguazú y Coronel Oviedo, 
que concentran el 44,4 % del incremento poblacional. Caaguazú presenta una diversidad 
cultural significativa, con migrantes extranjeros, sus descendientes y comunidades indí-
genas. Alrededor del 8 % de la población indígena del país reside en este departamento, 
mayoritariamente en zonas rurales.

Es uno de los departamentos con mayor dinamismo económico en Paraguay, sostenido 
por la producción agrícola/ganadera y la instalación de industrias agroalimentarias. Des-
taca como el primer productor de banano y tomate y es el cuarto productor de mandari-
na, piña y yerba mate. También es un importante productor de soja, trigo y maíz, ubicán-
dose en los primeros lugares a nivel nacional. 

1 Mipynes, empresas de 1 a 49 trabajadores (micro y pequeñas empresas, de 1 a 10 personas; 
medianas, de 11 a 49 personas). Empresas grandes, 50 y más personas ocupadas.
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En 2021, contaba con 11.815 empresas activas, con una distribución sectorial del 53,3 % 
en comercio, 30,3 % en servicios y 16,4 % en industria. La mayoría de estas empresas son 
microempresas (80,5 %). Las mipymes representan el 98 % de las unidades económicas 
del departamento y emplean al 88,7 % de la mano de obra ocupada. Las empresas gran-
des, aunque son solo el 2 % del total, absorben el 4,1 % de la mano de obra.

Alto Paraná
Es el cuarto territorio con mayor extensión de la Región Oriental, con una superficie de 
14.895 Km². El departamento se divide en 22 distritos, con un 71 % de la población vivien-
do en áreas urbanas y un 29 % en áreas rurales. Con una población actual de 842.307 ha-
bitantes, es el segundo departamento más poblado del país. Los distritos más poblados 
son Ciudad del Este (37 %), Presidente Franco (13 %) y Minga Guazú (11 %), el resto de 
los distritos representa el 39 %. A pesar de que su territorio es mayoritariamente rural, 
alrededor del 70 % de su población habita en el área urbana, principalmente en las ciu-
dades cabeceras, Ciudad del Este, Presidente Franco y Minga Guazú. El departamento es 
multicultural, albergando varias naciones y culturas. El 6,1 % de la población indígena del 
país reside en Alto Paraná, mayoritariamente en áreas rurales (91,1 %).

Alto Paraná es una de las zonas más productivas del país, con una economía diversificada 
ligada a la producción agropecuaria. En 2020, ocupó el primer lugar en la producción de 
soja (26,8 %) y maíz (50 %) de la producción total nacional. Además, produce el 29 % del 
trigo del país, ocupando el segundo lugar en importancia a nivel departamental. Aunque 
la producción de ganado no es muy notoria, contribuye con el 1,4 % del total nacional 
(196.011 cabezas), también produce papa, tomate, cebolla, locote, mandioca, entre otros 
rubros. 

Del total de 33.194 empresas activas en el departamento, el 53,4 % corresponde al sector 
comercio, seguido del sector servicios (33,5 %) y el sector industria (13,1 %). En 2021, el 
76,8 % de las empresas en Alto Paraná eran microempresas, mientras que las pequeñas 
(9,2 %), medianas (2,5 %) y grandes empresas (1,6 %) representaban el resto. Las mipymes 
dominan el 97 % del total de unidades económicas y demandan el 80% de la mano de 
obra ocupada.

La demanda de mano de obra directa por el sector primario es la de menor importancia 
relativa, pero su dinámica impacta en los sectores secundario y terciario. El 32,1 % de los 
trabajadores son cuentapropistas y trabajadores familiares no remunerados, y el 8 % son 
empleados domésticos, lo que los coloca en categorías de mayor vulnerabilidad al no 
contar con salario mínimo, seguro social y régimen jubilatorio. 

Alto Paraná ha captado la mayor cantidad de proyectos de maquila de exportación a 
nivel nacional, con 111 proyectos vigentes en el primer trimestre de 2021, empleando a 
alrededor de 7.700 personas e invirtiendo más de 300 millones de dólares. Su ubicación 
estratégica respecto a Brasil, el principal mercado de productos maquilados, lo convierte 
en un destino preferido para este tipo de inversiones.

Central
Es el departamento de menor extensión territorial (excluyendo Asunción) con una su-
perficie de 2.465 Km². Sin embargo, alberga a 2.243.792 habitantes, lo que representa 
el 30,5 % de la población del país, convirtiéndose en el departamento más poblado. El 
departamento se divide en 19 distritos, con un 86 % de la población viviendo en áreas 
urbanas y un 14 % en áreas rurales. Entre 2011 y 2021, su población creció en un 23,8 
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%, sumando 431.954 habitantes en términos absolutos. Los distritos más poblados son 
Luque, San Lorenzo y Capiatá, mientras que los menos poblados son Ypacaraí y Nueva 
Italia. La población indígena en Central representa el 1,8 % del total nacional, asentada 
principalmente en áreas urbanas. 

Central posee una estructura productiva altamente diversificada, con especialización en 
la producción de verduras y hortalizas, caña de azúcar para industria y forraje, poroto, 
frutas, mandioca y arroz, desarrolladas en propiedades minifundiarias. Es el primer pro-
ductor nacional de frutilla y ocupa el primer lugar en la producción de verdes, y el segun-
do en la producción de tomate y locote. Esta alta producción se asocia a la facilidad de 
acceso a los centros de distribución y consumo.

El departamento presenta indicadores favorables de economía de aglomeración urbana 
e infraestructura, debido a su gran población, la presencia de grandes urbanizaciones y 
ciudades intermedias, y su posición estratégica en relación con la capital del país, Asun-
ción. En el primer trimestre de 2021, Central contaba con 66 proyectos de maquila de 
exportación, los cuales empleaban a alrededor de 6.256 personas, con una inversión total 
de más de 129 millones de dólares.

Central es un centro clave para el desarrollo de industrias y servicios, lo que explica la 
mayor parte del empleo y la población en el departamento. Del total de 76.997 empresas 
activas en Central, el 47,0 % pertenece al sector comercio, seguido del sector servicios 
(34,9 %) y el sector industria (18,1 %).

En 2021, el 81 % de las empresas en Central eran microempresas, sumando 62.423 unida-
des. Las mipymes representan el 97,7 % del total de unidades económicas, demandando 
el 66,1 % de la mano de obra ocupada. Las empresas grandes constituyen el 2,3 % del 
total, absorbiendo el 19,6 % de la mano de obra. Además, el 8,1 % de los trabajadores 
ocupados son empleados domésticos. La mano de obra se distribuye en los sectores pri-
mario (2,5 %), secundario (23,2 %) y terciario (74,3 %).

Canindeyú
Cuenta con una extensión territorial de 14.667 Km² y una población de 239.386 habitan-
tes. El departamento se divide en 16 distritos, con un 47 % de la población viviendo en 
áreas urbanas y un 53% en áreas rurales. En los últimos 10 años (2011-2021), la población 
departamental creció un 23,2 %, principalmente en los distritos de Salto del Guairá y Cu-
ruguaty, que juntos explican el 70,5% del incremento poblacional en dicho periodo. Los 
distritos más poblados son Curuguaty (24,7 %), Salto del Guairá (17,6 %) y Jasy Kañy (11,7 
%), mientras que el resto de los distritos representa el 46 %. Canindeyú alberga aproxi-
madamente al 12 % de la población indígena del país, siendo el departamento con mayor 
población indígena en la Región Oriental. 

Canindeyú es una zona muy productiva, tanto en agricultura familiar como empresarial, de-
sarrollándose en todos los distritos. Es el tercer productor de soja en la zafra 2018/2019, 
representando el 18,1 % de la superficie de siembra a nivel nacional. También es el segundo 
productor de maíz (23,5 % de la superficie total de siembra) y el tercer productor de trigo (29,4 
% del área de siembra). Además, produce banana, caña de azúcar, tomate, locote y otros ru-
bros de autoconsumo.

Del total de 5.618 empresas activas en el departamento, el 58,4 % corresponde al sector 
comercio, seguido del sector servicios (30,3 %) y el sector industria (11,3 %). En 2019, el 
75,8 % de las empresas en Canindeyú eran microempresas, sumando 4.263 unidades. 
Las mipymes representan el 96,3 % del total de unidades económicas, demandando el 
85,4 % de la mano de obra ocupada. Las empresas grandes constituyen el 3,7 % del total 
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y absorben el 4,6 % de la mano de obra. Además, el 8,7 % de los trabajadores ocupados 
son empleados domésticos. La mano de obra se distribuye en los sectores primario (36,0 
%), secundario (12,0 %) y terciario (52,0 %).

Presidente Hayes
Es el tercer territorio con mayor extensión del país, con una superficie de 72.907 Km². El 
departamento se divide en 10 distritos, con un 34 % de la población viviendo en áreas 
urbanas y un 66 % en áreas rurales. En 2021, tiene una población de 130.258 habitantes, 
siendo el departamento más poblado de la Región Occidental, caracterizada por su baja 
densidad poblacional. Entre 2011 y 2021, su población creció un 21%, principalmente 
en los distritos de Villa Hayes y Tte. Irala Fernández. Los distritos más poblados son Villa 
Hayes (39%), Tte. Irala Fernández (22 %) y Benjamín Aceval (17 %), mientras que el resto 
de los distritos representa el 22 %. Presidente Hayes alberga al 22,6 % de la población 
indígena del país, principalmente en áreas rurales (99,6 %). 

Presidente Hayes tiene una base económica ganadera, siendo el primer productor de ga-
nado vacuno del país, responsable del 17,6 % de la producción nacional, lo que represen-
ta alrededor de 2,4 millones de cabezas.   Produce el 37% del ganado total de la Región 
Occidental. Además, cuenta con diversas industrias concentradas en Benjamín Aceval y 
Villa Hayes, incluyendo azucareras, siderurgias, astilleros, fábricas de jabón, cal agrícola, 
oxígeno hospitalario, combustibles, lácteos, cerámica y metalúrgicas. En la producción 
agrícola, se destacan el sorgo para granos y la caña de azúcar.

Del total de 2.368 empresas activas en Presiden-
te Hayes, el 54,1 % pertenece al sector comercio, 
seguido del sector servicios (29,3 %) y el sector in-
dustria (16,6 %). En 2021, el 76,6% de las empresas 
en Presidente Hayes eran microempresas, suman-
do 1.816 unidades. Las mipymes representan el 
98,6 % del total de unidades económicas, deman-
dando el 69,5 % de la mano de obra ocupada. Las 
empresas grandes constituyen el 1,4 % del total y 
absorben el 14,1 % de la mano de obra. Además, el 
10,3 % de los trabajadores ocupados son emplea-
dos domésticos. La mano de obra se distribuye en 
los sectores primario (21,0 %), secundario (24,0%) 
y terciario (55,0 %).

Presidente Hayes tiene 
una base económica 
ganadera, siendo el 
primer productor de 

ganado vacuno del país
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Desigualdad territorial
La diversidad de territorios hace necesario visibilizar cómo los contextos territoriales con-
dicionan las posibilidades y oportunidades de la población estudiada, y cómo estos terri-
torios interactúan con tendencias nacionales en términos de riqueza y desigualdad2. 

El análisis del Índice de Desarrollo Humano (IDH) (PNUD, 2022)3 observa los avances de 
las décadas del 2001 al 2020.  Este estudio sostiene que la estratificación y desigualdad 
entre departamentos en el periodo se mantiene prácticamente igual, donde, si bien se 
han dado ciertos avances —particularmente en Gran Asunción y Alto Paraná—, la brecha 
entre las áreas urbanas y rurales sigue siendo amplía, respondiendo a un modelo de cen-
tralización de las políticas públicas en los centros urbanos.

El avance que se tuvo en los departamentos de Caaguazú y San Pedro queda opacado 
por el desarrollo social de Asunción y Central. El informe concluye que la geografía “tiene 
un enorme efecto en el desarrollo humano” en el país, con Gran Asunción siendo un te-
rritorio ampliamente privilegiado en términos del desarrollo humano. El informe sostiene 
que “con las actuales tasas de crecimiento, a San Pedro le tomaría 24 años para lograr el 
índice de desarrollo humano que tuvo Asunción en 2020, y a Caazapá le tomaría inclusive 
más tiempo, 42 años” (PNUD, 2022, p. 7).

En 2020, Asunción alcanzó un desarrollo humano muy alto, con destacados niveles de 
escolaridad esperada e ingreso per cápita. Central tiene promedios similares, mientras 
que Alto Paraná y Caaguazú presentan rezagos en escolaridad. Aunque los departamen-
tos con menor desarrollo en 2001 han progresado, la desigualdad estructural entre ellos 
se mantiene (PNUD, 2022). Por ejemplo, alcanzar el nivel de Asunción tomaría 10 años en 
Central, 12 en Caaguazú, 13 en Alto Paraná y 24 en San Pedro.

Las áreas rurales enfrentan una brecha significativa: su IDH en 2020 es menor que el de 
las áreas urbanas en 2001, reflejando un rezago de 20 años. Además, persisten desigual-
dades de género: en 2020, las mujeres ganaron solo el 63 % de lo que ganaron los hom-
bres, aunque tienen igual escolaridad promedio, mayor esperanza de vida y un año más 
de escolaridad esperada.

Las áreas de residencia reflejan una de las mayores desigualdades de género. En 2020, 
el Índice de Desarrollo Humano por Género (IDHxG) fue de 0,986 en zonas urbanas (muy 
alto) y de 0,950 en áreas rurales (medio-alto). Esta diferencia se debe principalmente a la 
brecha de ingresos: las mujeres rurales ganaron solo el 50 % de lo que ganaron los hom-
bres rurales, mientras que, en zonas urbanas, las mujeres percibieron el 66 % del ingreso 
de los hombres.

La investigación de Villalba y Galeano Monti (2021), se enfoca en tres ejes principales: 
económico, político y social4. La tabla 2 permite ver la posición privilegiada en materia 
de exclusión social de Asunción, Central y Alto Paraná. Mientras que el departamento de 

2  Se toman como referencia dos estudios que permiten un acercamiento a la realidad de Asunción y a cier-
tos departamentos del país, realizados por Villalba y Galeano Monti (2021) y el PNUD (2022). Teniendo en 
cuenta que pudiera haber ciertos desfases con relación a los datos empleados en dichas investigaciones y 
los datos actualizados, en especial luego del Censo Nacional de Población y Vivienda 2022, se toman ciertas 
conclusiones con el recaudo de que, en un escenario pospandémico, ciertas cifras podrían haber cambiado 
pero los factores estructurales vinculados al territorio permanecen.
3 El estudio abarca a Asunción, y los departamentos de Central, Alto Paraná, Itapúa, Caaguazú, Caazapá y 
San Pedro. El análisis se construye a través de las siguientes dimensiones: una vida larga y saludable, acceso 
al conocimiento y estándar de vida decente. 
4 Los cuales se dividen en seis dimensiones y 18 aspectos, con un total de 47 indicadores. La metodología 
emplea un enfoque cuantitativo basado en encuestas dirigidas a hogares en Asunción y cinco departamen-
tos (Central, Alto Paraná, San Pedro, Caaguazú e Itapúa).
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Caaguazú se encuentra con una mayor situación de exclusión social con 63 situaciones 
desfavorables, seguido por San Pedro, con 53 situaciones desfavorables.

Tabla 2. Resumen de dimensiones y ejes según situaciones desfavorables, Villalba y Galeano Monti 
(2021)

  Asunción Central San Pedro Caaguazú Alto Paraná Situaciones

1.            Económico 3 6 18 16 5 21

A)           Participación en la producción 2 2 7 7 2 8

             Empleo 0 0 1 1 1 8

B)           Participación del producto social 1 4 11 9 3 13

             Ingresos 0 2 6 6 0 6

             Privación de bienes y servicios 1 0 5 5 3 7

2.             Político 6 12 24 28 9 32

A) Derechos políticos  1 1 4 5 2 5

             Participación política 1 1 4 5 2 5

B) Derechos sociales  5 11 20 23 7 27

             Educación 2 3 3 3 1 5

             Salud 3 6 7 9 4 11

             Vivienda 1 4 8 5 1 8

             Infraestructura y políticas públicas 1 1 4 5 1 5

3.            Social 18 13 11 18 22 29

 A) Aislamiento social 7 7 5 7 9 13

             Conflictos familiares 6 4 0 7 7 8

             Conductas asociales y delictivas 2 0 2 2 2 2

             Estigmatización del territorio 1 1 1 2 2 3

 B) Conflicto social y anomia 11 6 6 11 13 16

             Asociacionismo 2 1 3 0 2 3

             Sin apoyo familiar 2 0 2 3 2 3

             Conflicto vecinal 5 1 6 5 4 7

             Institucionalizados 1 1 0 2 2 2

             Territorial 0 1 0 0 1 1

4.            Sociodemográfico 1 1 1 1 0 2

Total general 28 32 54 63 36 84

Fuente: elaboración propia con base en Territorios de exclusión 2021: medición de la exclusión en Asunción 
y cinco departamentos del Paraguay (Villalba y Galeano Monti, 2021). 

El análisis por dimensiones permite ver que, en el eje económico, los departamentos de 
San Pedro y Caaguazú están mayormente excluidos con 18 y 16 situaciones desfavora-
bles, de 21 posibles situaciones. Mientras que, Central, Alto Paraná y Asunción están am-
pliamente incluidos, con no más de 6 situaciones desfavorables. En términos de ingresos, 
San Pedro enfrenta la mayor exclusión (6/6), seguido por Central y Caaguazú, con Alto 
Paraná y Asunción más incluidos. La privación de bienes y servicios afecta principalmente 
a San Pedro y Caaguazú (5/7), y en menor medida a Alto Paraná (3/7) y Central (1/7), ex-
cepto Asunción.
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En el eje político, Caaguazú y San Pedro tienen la mayor exclusión en derechos políticos 
y sociales (28 y 24 situaciones respectivamente, de 32 posibles), las dimensiones más 
afectadas son la educación y la salud. Mientras que Central, Alto Paraná y Asunción están 
mejor situados. En infraestructura y políticas públicas, Caaguazú y San Pedro están más 
excluidos, con Alto Paraná, Central y Asunción mayormente incluidos.

En el eje social, Alto Paraná enfrentan la mayor exclusión con 22 situaciones de 29, par-
ticularmente en cuanto al conflicto social y anomia, pero teniendo el número más alto de 
situaciones respecto al aislamiento social. Le siguen Asunción y Caaguazú con 18 situacio-
nes, con el conflicto social y la anomia siendo los más altos.  San Pedro está más incluido 
en apoyo familiar y conflicto vecinal, mientras que, Central, Asunción y Alto Paraná es-
tán más excluidos. En conductas asociales y delictivas, todos los departamentos, excepto 
Central, están en mayor exclusión. 

Los estudios (Villalba y Galeano Monti, 2021; PNUD, 2022) evidencian marcadas dispa-
ridades entre áreas urbanas y rurales, con una ventaja clara para Asunción, Central y 
Alto Paraná, mientras que departamentos como San Pedro y Caaguazú enfrentan reza-
gos en indicadores socioeconómicos, participación económica y exclusión social respec-
to a derechos políticos y sociales. Comprender estas diferencias territoriales permite un 
diagnóstico integral de las juventudes, aunque no se disponga de datos completos sobre 
Canindeyú y Presidente Hayes. 

El rostro joven de cada departamento
La caracterización de la población objetivo del presente diagnóstico se enfoca en las per-
sonas jóvenes de 15 a 29 años, que residen en los departamentos de Asunción, San Pedro, 
Caaguazú, Alto Paraná, Central, Canindeyú y Presidente Hayes. El perfil de cada departa-
mento es generado a partir de los datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPHC) 
del INE, la cual provee datos a 20235. Con la intención de tener un punto de referencia 
desde el cual interpretar los datos, se presentan los números a nivel nacional, incluyendo 
todos los departamentos del país, menos Boquerón y Alto Paraguay. 

El Censo de 2022 (Llano, 2024) muestra que Paraguay cuenta con 6.109.903 habitantes, 
de los cuales 3.087.517 tienen entre 15 a 29 años. Esta población reside principalmente 
en el área urbana (68 %), siendo el 50,7 % varones y 49,3 % mujeres. 

Los datos de la Encuesta Permanente de Hogares, en el 2023, arrojaban un 24 % de per-
sonas entre 15 y 29 años, aproximadamente 1.389.290 personas. Al analizar el porcen-
taje de jóvenes que viven en los departamentos que se estudian, se observa la siguiente 
distribución: 7,2 % vive en Asunción; 32,5 % en Central; 5,7 % en San Pedro; 13,5 % en 
Alto Paraná; 3 % en Canindeyú y 1,3 % en Presidente Hayes (EPHC, 2023). Por lo que esta 
investigación abarca el 70,8 % de la población joven del país. 

5 Los datos del CNPV 2022 llevaron a un ajuste de las estimaciones poblacionales y aún no se cuenta con 
una proyección de la población ajustada, por lo tanto, el diagnóstico se basa en el uso de la EPHC 2023, cuya 
ponderación está ajustada a los resultados previos del Censo. 



20

En la figura 1, se puede observar el porcentaje de la población joven según zonas de resi-
dencia en los departamentos estudiados. 

Figura 1. Área de residencia de la población joven, 2023, según departamentos

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas. 

Según el PNUD (2023), Paraguay ha pasado de ser un país rural y agrario en los años 90 a ex-
perimentar una urbanización irreversible, con una creciente concentración de jóvenes en áreas 

urbanas, especialmente en Central, impulsados por la búsque-
da de mejores oportunidades educativas y laborales. Esto res-
ponde a las limitaciones de la ruralidad, donde persisten altos 
niveles de pobreza monetaria y multidimensional (INE, 2024), 
junto con deficiencias en infraestructura, movilidad y acceso 
a servicios básicos. Estas condiciones restringen las perspec-
tivas y oportunidades laborales de los jóvenes, dificultando el 
acceso a empleos que les permitan una vida digna.

Los departamentos con mayor peso rural cuentan con centros 
urbanizados de escaso tamaño y compañías de amplia exten-
sión territorial (INE, 2022), lo que implica un desafío para la 
movilización y accesibilidad, así como también el perfil produc-
tivo que la población ha de asumir según las posibilidades del 
territorio que habitan. Es así que, a nivel nacional, 6 de cada 10 
jóvenes residen en zonas urbanas. 

En todo el país, la población joven se concentra principalmen-
te en el grupo de 25 a 29 años (38,8 %), seguido por los de 20 a 
24 años (32,4 %) y 15 a 19 años (28,7 %), reflejando una etapa 
de transición hacia la adultez plena. Este patrón se mantiene 
en áreas urbanas y rurales, aunque con diferencias: en las zo-
nas urbanas, el grupo de 25 a 29 años representa el 41,0 %, 
frente al 37,4 % en las rurales. En contraste, los jóvenes de 15 
a 19 años son más numerosos en áreas rurales (30,3 %) que 
urbanas (26,4 %), mientras que el grupo de 20 a 24 años mues-
tra porcentajes similares en ambas áreas (32,6 % urbana, 32,3 
% rural).

La geografía 
“tiene un 

enorme efecto 
en el desarrollo 
humano” en el 
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Tabla 3. Distribución de la población joven por departamentos, según área de residencia (2023)

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

 No incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas.  

En cuanto a la relación de parentesco con el jefe de hogar, los datos de 2021 muestran 
que el 41,6 % de los jóvenes vive en hogares extendidos o nucleares (40,8 %), con sólo 2,5 
% de ellos viviendo en hogares unipersonales, pudiendo deberse esto a los alto costos de 
vida y los bajos ingresos de este segmento de la población (UNPFA/BID, 2023). 

Tabla 4. Porcentaje de población joven según relación de parentesco con el jefe de hogar por área, sexo 
y grupos de edad, 2023, total país

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

 *      No incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas.  
* Otros comprende a las categorías yerno/nuera, otro pariente, trabajador doméstico y familiar del 
trabajador no remunerado.
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La tabla 4 muestra que la mayoría de los jóvenes (65,7 %) se identifica como hijos, hijas-
tros o nietos del jefe de hogar, más hombres (72,4 %) que mujeres (59,0 %). La alta pro-
porción de jóvenes identificados como hijos se vincula a factores como la educación y los 
costos de vida, especialmente en áreas urbanas (PNUD, 2023). 

El 12,7% de los jóvenes son jefes de hogar, con mayor prevalencia en hombres (14,7 %) 
que en mujeres (10,7 %), especialmente en áreas rurales (18,0 % de hombres frente al 
11,6 % de mujeres). La jefatura aumenta con la edad: solo el 2,4 % de jóvenes de 15 a 19 
años son jefes, frente al 24,2 % en el grupo de 25 a 29 años, manteniéndose la brecha de 
género. 

El 10,8 % de los jóvenes son esposos/as o parejas del jefe de hogar, siendo más común 
en mujeres (17,8 %) que en hombres (3,6 %), particularmente en áreas rurales (25,7 % de 
mujeres frente al 3,8 % de hombres). Por lo tanto, los hombres jóvenes son más frecuen-
temente jefes de hogar, sobre todo en zonas rurales, mientras que las mujeres predomi-
nan como parejas del jefe. 

Un 10,9 % tiene otros vínculos, como yerno/nuera o pariente, más común en áreas urba-
nas y entre mujeres (12,5 % frente a 9,2 % de hombres).

Figura 2. Distribución de la relación de parentesco de la población joven con el jefe de hogar por depar-
tamento, 2023 (%)

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

*     No incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  
* Otros comprende a las categorías yerno/nuera, otro pariente, trabajador doméstico y familiar del 
trabajador no remunerado

La figura 2 permite ver que los departamentos de Canindeyú (20 %), Presidente Hayes 
(18.9 %), Alto Paraná (17,2 %) y San Pedro (15,4 %) tienen una proporción significativa-
mente mayor de jóvenes jefes de hogar en comparación con el promedio nacional (12,7 
%). Canindeyú también destaca por tener una proporción considerablemente mayor de 
jóvenes que son esposos o parejas del jefe de hogar (17,4 %, frente al promedio de 10,8 
%). En contraste, Asunción y el departamento Central presentan proporciones más altas 
de jóvenes que son hijos, hijastros o nietos del jefe de hogar con porcentajes del 70 %, 
probablemente ante la limitada posibilidad de independizarse, debido a los altos costos 
de vida en estos territorios. 

Jefe/a Pareja del jefe Hijo/a, hijastro/a, nieto/a Otros
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Figura 3. Estado civil de los jóvenes por departamento, en 2023 (%)

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.
1/ No incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas 
colectivas 

Los datos sobre el estado civil de los jóvenes en 2023, revelan que la mayoría son solteros, 
75,0 % a nivel nacional. Con variaciones significativas entre los departamentos, Presiden-
te Hayes, Canindeyú y Alto Paraná muestran una mayor tendencia hacia el matrimonio 
o la unión en comparación con Asunción y Central, que tienen una mayor proporción de 
jóvenes solteros/as.

La composición demográfica juvenil refleja diversas realidades socioeconómicas y cultu-
rales, siendo la lengua hablada en el hogar un factor clave para comprender las oportuni-
dades y limitaciones que enfrentan, especialmente en un país bilingüe. Estudios previos 
(Rodríguez, 2017; Comisión ODS, 2021) muestran que las personas guaraní-monolingües 
tienen ingresos equivalentes al 60 % del promedio nacional, ganando menos que los bilin-
gües y los monolingües en castellano. Esta relación evidencia una conexión fuerte entre 
pobreza y el guaraní, particularmente en las áreas rurales.

Además, los niños monolingües guaraní tienen mayor probabilidad de abandonar la es-
cuela tempranamente (Elías, Walder y Sosa, 2015), lo que agrava las brechas educativas 
entre grupos lingüísticos (ODS, 2022). La permanencia escolar no está garantizada para 
los guaraní hablantes, ya que el sistema educativo prioriza el castellano, limitando su ac-
ceso a una educación equitativa y a mayores oportunidades.

El análisis utiliza como indicador principal la “lengua hablada en el hogar la mayor parte 
del tiempo”, lo que no implica exclusividad lingüística, pero permite identificar tendencias 
en el uso predominante de una lengua en el núcleo familiar. Por ejemplo, hogares que 
declaran hablar principalmente guaraní no necesariamente son monolingües, pero sí re-
flejan una fuerte correlación entre lengua materna y condiciones socioeconómicas.
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Figura 4. Porcentaje de la población joven en los deciles, según la lengua hablada en el hogar en 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* No incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  
**Lengua declarada se refiere a la lengua que se habla en el hogar la mayoría del tiempo.

El análisis de los deciles socioeconómicos según la lengua hablada muestra una clara divi-
sión en Paraguay (figura 4): el guaraní predomina en los deciles más bajos (D1-D4), donde 
el 21,1 % de los jóvenes en el D1 lo utiliza principalmente, pero su presencia disminuye 
drásticamente al 1,8% en el D10. Por otro lado, el bilingüismo (guaraní y castellano) tiene 
una distribución más equilibrada, iniciando en el D1 con un 6,1 %, alcanzando su punto 
máximo en el D8 (13,0 %) y reduciéndose levemente en los deciles superiores. En contras-
te, el castellano muestra una tendencia ascendente, siendo mínimo en los deciles más 
bajos (2,8 % en D1) pero predominando en el D10 con un 16,7 %.

Estas dinámicas reflejan que el guaraní es común en los sectores más vulnerables, mien-
tras que el castellano predomina en los segmentos de mayores ingresos, y el bilingüismo 
actúa como puente en los sectores medios. Las diferencias lingüísticas condicionan las 
oportunidades, especialmente para los hablantes de guaraní, que enfrentan exclusión 
estructural (Rodríguez, 2017). Esto se agrava por un sistema educativo que prioriza el 
castellano como lengua de instrucción, afectando el acceso y progreso educativo de es-
tudiantes guaraní hablantes, principalmente provenientes de áreas rurales y de estratos 
más bajos (Rodríguez, 2017; Elías, Walder y Sosa, 2015). Estas barreras perpetúan las des-
igualdades y limitan el desarrollo académico y social de estos jóvenes.

Teniendo en cuenta las barreras, se presenta el comportamiento de la variable “lengua 
declarada” en cada departamento. Como lo muestra la figura 5, a nivel nacional, el 28,1 
% de los jóvenes declara hablar exclusivamente guaraní, el 38,0 % declara hablar tanto 
guaraní como castellano, y el 31,1 % declara hablar principalmente castellano. Solo el 2,7 
% declara hablar otros idiomas6. 

6 En los análisis posteriores no se tendrá en cuenta a esta población, ya que, en la observación de las varia-
bles socioeconómicas, se dan distintas instancias de subrepresentación de esta población.
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Figura 5. Distribución de la población joven según lengua declarada por departamento y total país, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El  total  no incluye  los  departamentos Boquerón  y  Alto  Paraguay , comunida des  indígenas  y  viviendas  colectivas  
**Lengua declarada se refiere a la lengua que se habla en el hogar la mayoría del tiempo.

***Las categorías ausentes en casos particulares se debe a la falta muestral por lo que carecen de repre-
sentatividad 

Las tendencias departamentales muestran una clara diversidad lingüística en Paraguay. 
Asunción se destaca como predominantemente castellanohablante (65,9%). En Central, 
el monolingüismo castellanohablante (46,8%) y el bilingüismo (46,3%) son casi iguales. 
San Pedro y Caaguazú se destacan por una alta proporción de jóvenes que hablan exclu-
sivamente guaraní, vinculado a su alta ruralidad, en ambos departamentos cuentan con 
más del 60 % de su población en zonas rurales. Alto Paraná presenta una convivencia 
lingüística, con un equilibrio entre hablantes guaraní, castellano y otros idiomas, debido 
a su carácter fronterizo. Canindeyú tiene una mayoría de hablantes guaraní (51,0 %) y 
una significativa proporción de otros idiomas (10,2 %), debido a su situación fronteriza. 
Finalmente, Presidente Hayes revela una convivencia de ambas lenguas, con un 43,6 % de 
jóvenes que hablan tanto guaraní como castellano.

Los datos analizados evidencian una realidad heterogénea, donde factores como el área 
de residencia, el nivel socioeconómico y la lengua predominante en el hogar configuran 
trayectorias y oportunidades marcadamente desiguales. La concentración de jóvenes en 
áreas urbanas refleja un éxodo rural impulsado por la búsqueda de mejores oportunida-
des laborales y educativas, pero no siempre garantiza una mejora sustancial en la cali-
dad de vida. Mientras tanto, los jóvenes de áreas rurales enfrentan barreras persistentes 
como la pobreza multidimensional, la precariedad en infraestructura y servicios, y la limi-
tada accesibilidad, especialmente en territorios como San Pedro y Canindeyú. 

Las disparidades lingüísticas y socioeconómicas agravan la fragmentación. Los hablantes 
del guaraní, particularmente en comunidades rurales, enfrentan mayores niveles de po-
breza y exclusión (Ortiz L. , 2012), perpetuando brechas educativas y laborales (UNICEF, 
2023). Asimismo, las diferencias en la composición de los hogares, con mayores tasas de 
jefatura juvenil en áreas rurales, evidencian dinámicas socioeconómicas que obligan a 
los jóvenes a asumir responsabilidades adultas tempranamente, limitando su acceso a 
educación y empleo de calidad.
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Servicios económicos y mercado laboral
La propuesta de desarrollo humano de Sen (2000), que se toma para el análisis de esta 
sección entiende por servicios económicos la libertad que poseen los individuos para pro-
ducir, intercambiar y consumir, dependiendo de sus recursos económicos particulares y 
en contexto macro. Por lo que este aspecto implica la oportunidad de realizar “funciones” 
básicas, entre otras, la de estar bien alimentado y participar de la vida comunitaria. Así 
como lograr el aumento de la renta permitiendo alcanzar la autosuficiencia y la prospe-
ridad.

Esta sección inicia con datos sobre la pobreza monetaria y pobreza multidimensional, 
en un segundo momento se realiza un acercamiento a la participación económica de la 
población joven, a partir del análisis de datos vinculados a: participación económica y 
educación, composición del mercado laboral, ingresos de la ocupación principal. 

La pobreza monetaria y sus tendencias nacionales
En las últimas dos décadas (2002-2021), Paraguay ha mostrado un crecimiento econó-
mico sostenido con gran estabilidad macroeconómica, que no necesariamente se han 
traducido en una mejora sostenida de los ingresos laborales de las personas (UNPFA/BID, 
2023). El país se caracteriza por sus altos niveles de informalidad y precariedad laboral, 
con los niveles más bajos de protección social de América Latina (Serafini y Zavattiero, 
2023 y Rojas, 2018). 

Un estudio reciente de UNPFA/BID (2023) muestra que, entre 2002 y 2019, la pobreza mo-
netaria se redujo en un 60 %, sin embargo, volvió a aumentar en 2020 y 2021 a causa de la 
pandemia, retrocediendo a cifras que se tenían en 2015. La pobreza monetaria en el país 
afecta mayormente a las personas que residen en zonas rurales, a la niñez y adolescencia 
de 0 a 14 años de edad y a las mujeres. 

La tabla 5 expone la condición de pobreza monetaria nacional de la población joven en 
Paraguay, desde 2016 hasta 2023, visibilizando varias tendencias significativas y diferen-
cias notables entre las áreas urbanas y rurales.
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Tabla 5. Condición de pobreza nacional de la población joven (15-29 años), interanual (2016-2023), total 
país

Fuente: elaboración propia con base en la EPH, 2016 / EPHC 2017 - 2023

* No incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas 

** Las estimaciones previas a 2022 no se encuentran ajustadas en base a la información derivada del 
Censo Nacional de Población y Viviendas 2022, lo que afectaría en mayor medida a los valores absolutos.
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Entre 2016 y 2019, Paraguay logró reducir la pobreza total del 25 % al 20,3 %, con una dis-
minución significativa en áreas rurales (del 36,5 % al 30,2 %). Sin embargo, la pandemia de 
COVID-19 en 2020 revirtió esta tendencia, elevando la pobreza total al 24,6 %, afectando 
especialmente las zonas rurales (32,4 %). A pesar de este impacto, la pobreza extrema 
continuó disminuyendo.

Desde 2021, la pobreza total volvió a descender, alcanzando el 23 % en 2022 y el 20,24 % 
en 2023. Sin embargo, persisten grandes disparidades urbano-rurales, donde la pobreza 
joven es más alta en áreas rurales, reflejando problemas estructurales. La pandemia ex-
puso la vulnerabilidad de la población paraguaya, especialmente de los jóvenes, y desta-
có la necesidad de políticas enfocadas en perfiles regionales y desigualdades específicas 
para abordar estas brechas estructurales.

Figura 6. Pobreza monetaria de la población joven (15-29 años), según sexo, total país interanual

Fuente: elaboración propia con base en la EPH 2016 / EPHC 2017 – 2023

* No incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  
** Las estimaciones previas a 2022 no se encuentran ajustadas con base en la información derivada del 
Censo Nacional de Población y Viviendas 2022, lo que afectaría en mayor medida a los valores absolutos.

Entre 2016 y 2019, la población joven experimentó una reducción constante en las tasas 
de pobreza no extrema para hombres del 19,5 % al 15,5 % y para mujeres del 21,0 % al 
18,2 %, con tasas más altas para las mujeres. Durante la pandemia de COVID-19 (2020-
2022), la pobreza no extrema aumentó significativamente, alcanzando en 2020 un 19,6 % 
para los hombres y un 23,2 % para las mujeres, mientras que la pobreza extrema inicial-
mente disminuyó, pero se incrementó en 2022 a 6,5 % (hombres) y 7,3 % (mujeres).

En 2023, las condiciones mejoraron parcialmente, con una disminución de la pobreza extre-
ma a 4,2 % para los hombres y 4,8 % para las mujeres, y de la pobreza no extrema a 14,3 y 
17,2 %, respectivamente. Como se observa, las mujeres continúan enfrentando tasas de po-
breza más altas, reflejando una persistente brecha de género en las condiciones económicas 
que requiere atención en políticas públicas para abordar estas desigualdades.
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Figura 7. Pobreza monetaria de la población joven según lengua declarada, 2023, total país

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  
**Lengua declarada se refiere a la lengua que se habla en el hogar la mayoría del tiempo.

Por último, la brecha por lengua declarada (figura 7) muestra que, entre los 388.397 ha-
blantes guaraní, el 11,1 % se encuentra en situación de pobreza extrema, mientras que el 
26,7 % está en pobreza no extrema. Es decir, más de un tercio de los jóvenes que hablan 
principalmente guaraní (37,8 %) viven en alguna forma de pobreza. En tanto, los 524.624 
jóvenes bilingües muestran cifras de pobreza monetaria más bajas, solo el 2,6 % de estos 
jóvenes se encuentra en pobreza extrema, y el 15,6% en pobreza no extrema. Por último, 
los 429.077 jóvenes que hablan castellano tienen las tasas de pobreza más bajas entre 
los tres grupos. El 1,3 % de estos jóvenes se encuentra en pobreza extrema y el 7,6 % en 
pobreza no extrema. 

Estos datos destacan las disparidades significativas en la incidencia de la pobreza entre 
los jóvenes según la lengua hablada en el hogar. Los jóvenes que hablan principalmente 
guaraní están considerablemente más afectados por la pobreza en comparación con los 
que hablan tanto guaraní como castellano o solo castellano, reflejo de las disparidades 
estructurales que afectan a los guaraní hablantes. 
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Tabla 6. Pobreza monetaria de la población joven por departamentos, interanual (2016 a 2023)

Fuente: elaboración propia con base en la EPH, 2016 / EPHC 2017 – 2023 
* Las estimaciones previas a 2022 no se encuentran ajustadas con base en la información derivada del Censo 
Nacional de Población y Viviendas 2022, lo que afectaría en mayor medida a los valores absolutos.

Entre 2016 y 2019, la pobreza monetaria juvenil mostró una tendencia a la baja en la ma-
yoría de los departamentos, aunque con fluctuaciones. La pandemia de COVID-19 (2020-
2022) provocó un aumento generalizado en las tasas de pobreza, seguido de una recu-
peración parcial en 2022. En 2023, la mayoría de los departamentos registraron mejoras, 
aunque algunos, como Canindeyú, mantienen tasas elevadas (32,7 %).

En zonas urbanas, Asunción redujo su pobreza juvenil del 16,5 % en 2018 al 9,3 % en 
2022, con un leve repunte al 10 % en 2023. Central mostró una disminución constante, 
bajando del 16,1 % en 2020 al 10,7 % en 2023. Sin embargo, regiones rurales como San 
Pedro y Caaguazú, con tasas tradicionalmente altas, aún enfrentan desafíos: San Pedro 
pasó de 47 % en 2016 a 28,9 % en 2023, mientras que Caaguazú redujo su pobreza juvenil 
del 42,6 % al 29,3 % en el mismo periodo, pese a un repunte al 42 % en 2021.

En Alto Paraná, la pobreza juvenil disminuyó del 27,7 % en 2020 al 19,4 % en 2023, mien-
tras que Presidente Hayes registró 15,6 % en 2023. Aunque ha habido avances significati-
vos en algunos departamentos, la pobreza juvenil sigue siendo más alta en áreas rurales, 
mientras que las zonas urbanas presentan tasas más moderadas (tabla 6), reflejando la 
necesidad de intervenciones diferenciadas por región.

La participación económica de la población joven
La participación económica de la población joven es clave para entender el mercado la-
boral y su influencia en el desarrollo económico y social. Según UNFPA/BID (2023), aun-
que Paraguay experimentó crecimiento económico entre 2001 y 2021, su impacto en la 
formalidad laboral fue limitado. Este periodo estuvo marcado por una alta subutilización 
de la mano de obra y el predominio del trabajo por cuenta propia, lo que restringe las 
oportunidades laborales y profundiza la precariedad entre los jóvenes.

La OIT (2023), en su análisis más reciente, destaca que tres cuartas partes de la población 
de 15 años y más enfrentan bajas condiciones de empleabilidad, con un índice aproxima-
do del 63 % que ha mostrado una mejora marginal entre 2015 y 2021. Entre la población 
joven, el 60 % trabaja de manera informal, lo que implica empleos sin seguridad social ni 
estabilidad. Los principales problemas incluyen ocupación en condiciones críticas, falta 
de formación técnica, cesantía y una mayor vulnerabilidad para las mujeres jóvenes. La 
incidencia de baja empleabilidad es especialmente alta en el grupo de 20 a 24 años (81,3 
%), quienes además enfrentan privaciones educativas como la no formación para el tra-
bajo (63,8 %) y un limitado acceso a empleos de calidad (64,7 %) (figura 8).
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Figura 8. Desagregación del índice de empleabilidad para población joven en 2021, según OIT (2023)

Fuente: Gráfico 11 del estudio OIT (2023).

Los datos muestran que la mayoría de los jóvenes trabaja en condiciones críticas: un 64,7 
% de los jóvenes de 20 a 24 años, mientras que un 95,8 % de los de 15 a 19 años lo hace 
sin acceso a seguridad social, reflejando una exclusión casi total de los beneficios labora-
les. La estabilidad laboral también es baja, afectando al 26,5 % de los jóvenes de 15 a 19 
años y al 29,4 % de los de 25 a 29 años. La cesantía es más severa en el grupo de 25 a 29 
años, alcanzando un 91,6 %, mientras que el empleo vulnerable afecta al 38,5 % de los 
jóvenes de 15 a 19 años; además, un 33,1 % de este grupo no estudia ni trabaja, y la insa-
tisfacción laboral alcanza el 38 % en el grupo de 20 a 24 años, consolidando un panorama 
de exclusión y precariedad.

El acceso a mejores condiciones de vida e ingresos está es-
trechamente ligado a superar los 13 años de estudio (Arias 
Larrosa, 2016). Sin embargo, las necesidades económicas 
obligan a muchos jóvenes a incorporarse tempranamente 
al mercado laboral, comprometiendo su educación y cali-
dad de aprendizaje. Desde los 15 años, un porcentaje signi-
ficativo de adolescentes, especialmente hombres, ya traba-
ja (tabla 7), lo que aumenta el riesgo de abandono escolar. 
Esta tensión entre la urgencia económica y el desarrollo de 
capital humano refuerza el desafío de equilibrar la genera-
ción de ingresos con la construcción de trayectorias educa-
tivas y laborales sostenibles.

“Las necesidades 
económicas 

obligan a 
muchos jóvenes 
a incorporarse 

tempranamente 
al mercado 

laboral”
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Tabla 7.  Relación laboral y estudio de la población joven (%), total país

Nacional Urbano Rural

  Total H M Total H M Total H M

  Jóvenes

Solo estudia 23,8 % 21,0 % 26,6 % 25,9 % 23,9 % 27,8 % 20,1 % 15,7 % 24,4 %

Solo trabaja 45,7 % 56,8 % 34,7 % 44,9 % 52,9 % 37,2 % 47,0 % 63,9 % 30,3 %

Nini 12,4 % 4,2 % 20,5 % 9,7 % 4,3 % 15,0 % 17,3 % 4,0 % 30,3 %

Estudia y trabaja 18,1 % 18,0 % 18,2 % 19,4 % 18,9 % 20,0 % 15,7 % 16,4 % 15,0 %

  15 a 19 años 

Solo estudia 51,5 % 46,2 % 56,8 % 55,8 % 53,4 % 58,1 % 44,7 % 35,3 % 54,6 %

Solo trabaja 19,0 % 25,5 % 12,4 % 16,8 % 20,7 % 13,0 % 22,4 % 32,8 % 11,4 %

Nini 9,3 % 5,0 % 13,7 % 7,6 % 5,2 % 10,1 % 12,0 % 4,8 % 19,6 %

Estudia y trabaja 20,2 % 23,2 % 17,1 % 19,8 % 20,7 % 18,8 % 20,9 % 27,1 % 14,4 %

  20 a 24 años

Solo estudia 11,0 % 8,4 % 13,4 % 13,9 % 11,4 % 16,4 % 5,0 % 2,3 % 7,6 %

Solo trabaja 54,4 % 70,1 % 39,0 % 52,9 % 64,4 % 41,5 % 57,3 % 81,6 % 34,2 %

Nini 14,1 % 4,2 % 23,8 % 10,7 % 4,1 % 17,2 % 20,9 % 4,4 % 36,5 %

Estudia y trabaja 20,6 % 17,4 % 23,8 % 22,5 % 20,2 % 24,8 % 16,8 % 11,7 % 21,7 %

  25 a 29 años

Solo estudia 3,5 % 2,4 % 4,4 % 4,5 % 3,3 % 5,6 % *  *  2,3 %

Solo trabaja 70,1 % 83,0 % 58,0 % 69,5 % 78,4 % 61,0 % 71,3 % 91,8 % 52,4 %

Nini 14,4 % 3,1 % 25,0 % 11,1 % 3,6 % 18,2 % 20,7 % *  37,8 %

Estudia y trabaja 12,0 % 11,5 % 12,5 % 15,0 % 14,7 % 15,2 % 6,5 % *  7,5 %

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

La tabla 7 muestra diferencias significativas en las actividades de los jóvenes según géne-
ro, edad y área de residencia. A nivel nacional, el 45,7 % de los jóvenes se dedica exclusi-
vamente a trabajar, con una prevalencia marcada entre los hombres (56,8 %) en compa-
ración con las mujeres (34,7 %). Por otro lado, el 23,8 % de los jóvenes solo estudia, siendo 
esta proporción mayor entre las mujeres (26,6 %) que entre los hombres (21,0 %). Un 12,4 
% de los jóvenes no estudia ni trabaja, conocidos como ninis, con una notable brecha de 
género: 20,5 % en mujeres frente a solo un 4,2 % en hombres. Además, un 18,1% combina 
estudio y trabajo, sin diferencias significativas entre hombres y mujeres.

En las áreas urbanas, el 44,9 % de los jóvenes trabaja exclusivamente, mientras que un 
25,9 % solo estudia y un 9,7 % son ninis, con mayor prevalencia de mujeres en estos dos 
últimos grupos. En las zonas rurales, el 47,0 % de los jóvenes trabaja exclusivamente, con 
una diferencia significativa entre hombres (63,9 %) y mujeres (30,3 %). Asimismo, los ninis 
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son más comunes en áreas rurales, alcanzando el 17,3%, con un signi-
ficativo 30,3% de mujeres frente al 4,0 % de hombres.

En términos de edad, los jóvenes de 15 a 19 años se dedican ma-
yoritariamente a estudiar (51,5 %), especialmente en áreas urba-
nas, aunque un 19 % solo trabaja y un 20,2 % combina estudio y 
trabajo. Para el grupo de 20 a 24 años, más del 50 % solo trabaja; 
un 11,0 % sólo estudiar, mientras que el 20,6 % combina ambas 
actividades, con una mayor participación de mujeres (23,8 %) 
frente a hombres (17,4 %). En el grupo de 25 a 29 años, la com-
binación de estudio y trabajo disminuye al 12,0 %, siendo más 

común en áreas urbanas que rurales.

En las zonas rurales, los hombres suelen dedicarse exclusivamente 
al trabajo, mientras que las mujeres combinan con mayor frecuen-

cia el estudio y el trabajo. En contraste, en las áreas urbanas, hay una 
mayor proporción de jóvenes que logran combinar ambas actividades, 
mientras que en las zonas rurales predominan el trabajo exclusivo y los 

ninis, especialmente entre las mujeres. Estas dinámicas reflejan des-
igualdades estructurales de género y territorio, destacando el alto 

porcentaje de mujeres ninis que se dedican a trabajos no remune-
rados, lo cual limita sus oportunidades educativas y laborales.

Esta situación evidencia la urgente necesidad de 
políticas públicas que promuevan la igualdad 

de género y reduzcan las brechas entre zonas 
urbanas y rurales. Estas políticas deberían in-

cluir la provisión de servicios de cuidado y becas 
estudiantiles, facilitando que las mujeres perma-

nezcan en el sistema educativo y accedan al mercado 
laboral, mejorando así sus perspectivas económicas y 

sociales. En paralelo, es necesario abordar las razones 
detrás de la exclusión educativa de los varones, principal-

mente vinculada a la necesidad de contribuir económica-
mente desde edades tempranas (UNICEF, 2023).

En el caso de las mujeres ninis, la problemática radica en 
su estado de dependencia económica a lo largo de la vida, 
lo que las expone a altos niveles de vulnerabilidad econó-
mica y social (Serafini, 2015). Esta situación es el núcleo de 
la brecha de género, reforzada por una división del trabajo 
basada en roles tradicionales y la insuficiente provisión de 
servicios públicos y privados para cubrir las necesidades 
de cuidado de personas dependientes. Además, la carga 
de trabajo no remunerado sigue recayendo despropor-
cionadamente en las mujeres, perpetuando las desigual-
dades.

El análisis de las actividades juveniles según género, edad y área de resi-
dencia pone en evidencia estas disparidades que afectan tanto las oportu-
nidades educativas como laborales. Este panorama subraya la necesidad de 
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intervenciones específicas para abordar las desigualdades estructurales que continúan mar-
cando la dinámica social y económica del país.

Tabla 8.  Composición de la actividad laboral y educativa de la población joven por departamento, área 
de residencia, género y lengua hablada, 2023 

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.
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* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

Como puede observarse en la tabla 8, en los departamentos que se analizan, la tendencia 
es la misma que a nivel nacional. En todos, el porcentaje más alto de jóvenes solo trabaja, 
seguido por los que solo estudian. Presidente Hayes es el departamento con el más alto 
porcentaje de jóvenes que solo trabajan (49,5 %), en tanto que Asunción tiene el porcen-
taje más alto de jóvenes que solo estudian (27,5 %) y el mayor porcentaje de jóvenes que 
estudian y trabajan (23,7 %), por último, el mayor porcentaje de jóvenes nini se encuentra 
en el departamento de San Pedro, con 16,5 %. 

Se observan disparidades significativas en la participación de los jóvenes en la educa-
ción y el empleo. Las mujeres tienden a estar más en la categoría de nini y solo estudia, 
mientras que los hombres predominan en la categoría de solo trabaja. Las áreas rurales 
muestran mayores tasas de empleo y una significativa proporción de jóvenes que no es-
tudian ni trabajan. Según la lengua hablada en el hogar, los hablantes guaraní y guaraní y 
castellano tienen una mayor proporción de jóvenes que no estudian ni trabajan. 

En general, las áreas rurales enfrentan mayores desafíos con altas proporciones de jóve-
nes en empleos vulnerables y sin acceso a educación adecuada. Las diferencias de género 
también se reflejan en los datos sobre la inactividad laboral, donde los motivos varían 
considerablemente entre hombres y mujeres (tabla 9).

Tabla 9. Motivos de inactividad según sexos, total país, 2023

  Total Hombres Mujeres

Total % Total % Total %

Fuera del mercado laboral     522.116 34,90 %   177.831 24,00 %   343.843 45,70 %

  Razones de inactividad

Estudiantes 323.193 61,9 %   142.963 80,2 % 180.230 52,4 %

Labores del Hogar 83.167 15,9 %  * * 82.725 24,1 %

No consigue trabajo 5.951 1,1 % 3.141 1,8 % 2.810 0,8 %

Enfermedad o discapacidad 24.510 4,7 % 14.149 7,9 % 10.360 3,0 %

Motivos familiares     68.499 13,1 %   10.284 5,8 %   58.215 16,9 %

Otra situación     16.796 3,2 %   7.293 4,1 %   9.503 2,8 %

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

Los datos del 2023 muestran que, para los hombres jóvenes, la principal razón de inac-
tividad es ser estudiantes, representando el 80,2 % de los inactivos. Solo una pequeña 
fracción de los hombres (1,8 %) no consigue trabajo, y el 7,9 % está inactivo debido a en-
fermedad o discapacidad. Los motivos familiares son una razón menor para la inactividad 
entre los hombres (5,8 %).

Para las mujeres jóvenes, la inactividad laboral está más diversificada en sus causas. Aun-
que ser estudiantes también es la principal razón (52,4 %), las labores del hogar son una 
razón significativa, representando el 24,1 % de mujeres inactivas. Esta cifra refleja la carga 
desproporcionada de responsabilidades domésticas que enfrentan las mujeres jóvenes 
en comparación con los hombres. Además, el 16,9 % cita motivos familiares como la ra-
zón de su inactividad, 11,1 punto porcentual más que los hombres. Solo el 0,8 % no con-
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sigue trabajo y el 3,0 % de las mujeres está inactiva debido a enfermedad o discapacidad.

Las diferencias en las razones de inactividad laboral entre hombres y mujeres jóvenes 
son marcadas. Mientras que la educación es la razón predominante para ambos sexos, 
las mujeres enfrentan una mayor carga de responsabilidades domésticas y de cuidado, 
lo que contribuye significativamente a su inactividad. Además, aunque las barreras en el 
acceso al empleo y problemas de salud afectan a ambos sexos, las mujeres mencionan 
menos estas razones en comparación con los hombres. 

Estas tendencias destacan la necesidad de políticas específicas que aborden las desigual-
dades de género en la educación, el empleo y las responsabilidades familiares, para pro-
mover una mayor participación de las mujeres jóvenes en el mercado laboral. Sin embar-
go, no solo el género influye en las razones de inactividad laboral, la lengua hablada en 
el hogar también juega un papel en las oportunidades y limitaciones que enfrentan los 
jóvenes.

Figura 9. Razones de inactividad por lengua, total país, (2023)

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

La principal razón de inactividad entre los jóvenes de todos los grupos lingüísticos es ser 
estudiantes, aunque con diferencias significativas: el 76,6 % de los castellano hablantes y 
el 61,8 % de los bilingües están integrados en el sistema educativo, en comparación con 
solo el 46,4 % de los guaraní hablantes. Esto evidencia una mayor exclusión educativa 
entre los jóvenes cuyo idioma predominante es el guaraní.

Respecto a las labores del hogar, los guaraní hablantes presentan la tasa más alta (27,5 
%), superando ampliamente a los bilingües (14,5 %) y a los castellano hablantes (7,3 %), 
lo que sugiere una mayor carga de responsabilidades domésticas entre este grupo. Ade-
más, los motivos familiares son mencionados por un 15,3 % de los guaraní hablantes y 
bilingües, mientras que solo un 9,5% de los castellano hablantes los mencionan como 
razón de inactividad.

Los jóvenes guaraní hablantes destacan por justificar su inactividad principalmente por labo-
res del hogar y motivos familiares. Los jóvenes bilingües y especialmente los castellano ha-
blantes muestran una mejor integración en el sistema educativo. Este último grupo registra 
la mayor proporción de estudiantes y las menores tasas de inactividad por labores domés-
ticas y motivos familiares, reflejando su mayor acceso a recursos. Esta diferencia subraya la 
importancia de abordar las barreras estructurales que enfrentan los guaraní hablantes para 
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mejorar su acceso a la educación y reducir las desigualdades socioeconómicas.

Composición del mercado laboral 
La participación económica de la población joven en Paraguay muestra tendencias preo-
cupantes y desafíos significativos, entre 2001 y 2021, el crecimiento económico tuvo un 
impacto limitado en la formalidad laboral y en la mejora del mercado laboral juvenil, con 
altos niveles de subutilización de la mano de obra y una prevalencia del trabajo por cuen-
ta propia (Serafini y Zavattiero, 2023). Las diferencias de género son marcadas, ya que 
las mujeres jóvenes enfrentan mayores dificultades para acceder a empleos formales y 
remunerados (Elias, Walder y Sosa, 2015).

En la tabla 10 se observa que, a nivel nacional, la población joven en edad de trabajar 
asciende a 1.492.367 jóvenes, distribuidas casi equitativamente entre hombres (739.533) 
y mujeres (752.834). Del total, 971.103 personas participan en el mercado laboral (65,1 
% de la población en edad de trabajar). La tasa de ocupación nacional de la población 
joven es del 58,2 %, con una mayor participación masculina (69,7 %) frente a la femenina 
(47,0 %). La tasa de desempleo es del 6,2 %, ligeramente superior para los hombres (7,3 
%) en comparación con las mujeres (6,8 %). Fuera del mercado de trabajo se encuentran 
521.264 personas, equivalentes al 34,9 % de la población en edad laboral.

Tabla 10. Composición del mercado laboral joven por áreas y sexo, 2023, total país

 

Nacional Urbano Rural

Total Hombres Muje-
res Total Hombres Mujeres Total Hom-

bres Mujeres

Frecuencia

En edad de trabajar 1.492.367 739.533 752.834 956.278 473.287 482.992 536.089 266.246 269.842

En el mercado de 
trabajo 971.103    562.016 409.086 629.501 346.075 283.426 341.602 215.942 125.660 

Ocupados 869.685 515.808 353.877         55.142     311.584 243.558 314.542  204.223      110.319 

Desocupados 101.418 46.209 55.210 74.358 34.490 39.868 27.060 11.718 15.341

Fuera del mercado 
de trabajo 521264 177517 343748 326.778 127.212 199.566 194.486 50.305 144.182 

Otros ocupados 837.446 502.272 335.174 537.740 305.015 232.724 299.707 197.257 102.450 

Subocupación visi-
ble 32.238 13.536 18.703 17.402 6.569 10.834 14.836 6.967 7.869 

  Tasas

En edad de trabajar 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 % 100,00 %

En el mercado de 
trabajo 65,07 % 69,75 % 54,34 % 65,83 % 73,12 % 58,68 % 63,72 % 81,11% 46,57 %

Ocupados 58,2 8% 69,7 % 47,0 % 58,1 % 65,8 % 50,4 % 58,7 % 76,7 % 40,9 %

Desocupados 6,80 % 6,25 % 7,3 % 7,8 % 7,3 % 8,3 % 5,0 % 4,4 % 5,7 %

Fuera del mercado 
de trabajo 34,93 % 24,0 % 45,7 % 34,2 % 26,9 % 41,3 % 36,3 % 18,9 % 53,4 %

Otros ocupados 56,1 % 67,9 % 44,5 % 56,2 % 64,4 % 48,2 % 55,9 % 74,1 % 38,0 %

Subocupación visi-
ble 2,2 % 1,8 % 2,5 % 1,8 % 1,4 % 2,2 % 2,8 % 2,6 % 2,9 %

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.
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* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

En áreas urbanas, el 65,8 % de la población en edad de trabajar participa en el mercado 
laboral, con una tasa de ocupación del 58,1 %. Los hombres urbanos tienen una mayor 
participación (73,1 %) en comparación con las mujeres urbanas (58,7 %). La tasa de des-
empleo urbana es del 7,8 %, afectando más a las mujeres (8,3 %) que a los hombres (7,3 
%). Fuera del mercado laboral se encuentra el 34,2 % de la población urbana en edad de 
trabajar, equivalente a 326.778 personas.

En áreas rurales, el 63,7 % de la población en edad de trabajar está en el mercado laboral, 
con una tasa de ocupación del 58,7 %. La participación masculina es significativamente 
mayor (81,1 %) en comparación con la femenina (46,6 %). La tasa de desempleo rural es 
menor que en las áreas urbanas, con un promedio del 5,0 %, pero afecta más a las mu-
jeres (5,7 %) que a los hombres (4,4 %). Fuera del mercado laboral se encuentra el 36,3% 
de la población rural.

La subocupación visible, a nivel nacional, alcanza el 1,8 %, siendo más alta en áreas ru-
rales (2,8 %) con una incidencia ligeramente mayor entre las mujeres (2,9 %) frente a los 
hombres (2,6 %). Aunque la participación en el mercado laboral es alta en todas las áreas, 
persisten disparidades significativas. Las mujeres enfrentan mayores tasas de desempleo 
y subocupación, tanto en áreas urbanas como rurales, lo que refleja desigualdades de 
género persistentes en el mercado laboral paraguayo. 

Tabla 11.  Composición del mercado laboral joven según departamentos, por áreas y sexo, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

La tabla 11 muestra diferencias significativas en la participación juvenil en el mercado 
laboral según los departamentos. Central muestra la tasa más alta (67,9 %) y la más baja 
proporción de jóvenes fuera de la fuerza laboral (32,1 %). En contraste, San Pedro y Caa-
guazú presentan los niveles más altos de inactividad, con aproximadamente el 61 % de 
los jóvenes en el mercado laboral y más del 38% fuera de él. Departamentos como Presi-
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dente Hayes, Alto Paraná y Canindeyú tienen una participación similar, con tasas del 66,6, 
65,7 y 66,0 % respectivamente, pero también enfrentan desafíos debido a que más de un 
tercio de los jóvenes están inactivos laboralmente.

En general, las áreas urbanas muestran una mayor participación juvenil en el mercado 
laboral en comparación con las rurales, aunque las diferencias no siempre son significa-
tivas.

Estos patrones subrayan la necesidad de políticas que incrementen la ocupación juvenil 
y reduzcan la inactividad, especialmente en los grupos etarios clave para la inserción la-
boral efectiva. Este desafío se agrava por los altos niveles de informalidad en el empleo 
juvenil, lo que condiciona las trayectorias laborales.

La falta de garantías laborales, como estabilidad, aportes previsionales y contratos forma-
les, caracteriza el empleo juvenil, con consecuencias a largo plazo que afectan su calidad 
de vida en la adultez y aumentan su dependencia económica en la vejez. Según un estu-
dio de Hacienda (2023), los jóvenes que comienzan en empleos informales tienen altas 
probabilidades de permanecer en esa situación. De hecho, un joven desocupado tiene un 
41,6 % de probabilidad de acceder a un empleo informal frente a solo un 8,8 % de obtener 
un empleo formal. Esta realidad se ve agravada por la falta de acceso a mecanismos ins-
titucionales de búsqueda de empleo, lo que lleva a la mayoría de los jóvenes a depender 
de redes personales en lugar de servicios de orientación laboral (UNPFA/BID, 2023).

Figura 10. Situación de empleo formal e informal de la población joven, por departamentos, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

Datos de la EPHC 2023 visibles en la figura 10 muestran que, a nivel nacional, el 70,8 % de 
los jóvenes empleados en sectores no agropecuarios trabajan en el sector informal, mien-
tras que solo el 29,0 % se encuentra en el sector formal, reflejando la alta prevalencia de 
informalidad en el empleo juvenil. En Asunción, aunque el 53,3 % de los jóvenes trabaja 
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en el sector informal, este es el porcentaje más bajo entre los departamentos analizados, 
13 puntos porcentuales por encima de la informalidad del resto de la población asunce-
na, pero mostrando una mejor integración al empleo formal en comparación con otras 
regiones. En Central, el 60,7 % de los jóvenes se encuentra en el sector informal y el 39,0 
% en el formal, lo que sugiere una leve ventaja debido a la diversificación económica y la 
presencia de empresas más estructuradas en el área metropolitana.

En contraste, Caaguazú y San Pedro presentan los niveles más altos de informalidad, con 
tasas del 86,9 y 85,8 %, respectivamente, muy por encima de la informalidad del resto de 
la población del departamento, con 22,8 y 16,5 puntos porcentuales más, respectivamen-
te. Este fenómeno se asocia con economías locales dependientes de la agricultura y la 
ganadería, que ofrecen pocas oportunidades de empleo estructurado. Canindeyú sigue 
una tendencia similar con un 84,4% de los jóvenes en empleos informales. Por otro lado, 
Alto Paraná y Presidente Hayes tienen tasas de informalidad más bajas, con un 72,6 y 
63,3 % respectivamente, probablemente debido a una mayor diversificación económica y 
presencia de industrias y servicios, aunque las cifras siguen siendo altas.

El informe de Hacienda (2023) destaca la limitada movilidad laboral de los jóvenes, quie-
nes suelen permanecer en empleos informales si inician su trayectoria laboral en ellos. 
Además, aquellos actualmente inactivos tienen pocas probabi-
lidades de encontrar empleo, especialmente en el sector for-
mal, perpetuando un ciclo de precariedad que compromete 
sus perspectivas de desarrollo profesional y personal. Entre las 
causas estructurales de la informalidad, Ayala (2016) menciona 
la proliferación de microempresas enfocadas en la subsistencia 
más que en la maximización de beneficios. Esto se alinea con 
lo planteado por Pisani et al. (2020), quienes sostienen que el 
emprendedurismo juvenil en Paraguay es más una respuesta 
a la necesidad de empleo que una expresión de iniciativa em-
presarial. Este fenómeno se refleja en el aumento del peso de 
los jóvenes en microempresas de 2 a 5 personas (del 50,4 % en 
2017 al 55,1 % en 2021), acompañado de una reducción en la 
participación juvenil en empresas más grandes.

Ayala (2016) también resalta los altos costos de formalización, 
la estructura excluyente de la seguridad social y la falta de in-
centivos para que las microempresas y sus trabajadores ingre-
sen al circuito formal. La baja calificación educativa agrava esta 
situación, limitando el acceso a empleos mejor remunerados y 
protegidos. Según datos del INE (2022), las mayores tasas de 
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informalidad se concentran en sectores como la construcción (82,6 %), el comercio, res-
taurantes y hoteles (69,5 %) y las industrias manufactureras (55,7 %), pertenecientes a los 
sectores primario, terciario y secundario, respectivamente.

El análisis interanual del periodo 2017-2021 realizado por UNPFA/BID (2023) muestra que 
no se han producido cambios significativos en la participación laboral juvenil por secto-

res, con más de la mitad de los jóvenes (52,4 %) empleados en comercios y otros servicios, 
con una alta proporción definida como trabajadores no calificados o vendedores.

Figura 11. Participación del empleo joven según sector, por departamento, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

Como lo muestra la figura 11, en 2023, a nivel nacional, el empleo joven se concentra pre-
dominantemente en el sector terciario (64,3 %), esta concentración es particularmente 
evidente en áreas urbanizadas como Asunción (85,3 %) y Central (74,9 %).

Aunque el sector terciario predomina, en departamentos agrícolas como San Pedro, Caa-
guazú y Canindeyú, el sector primario aún tiene una participación significativa. San Pedro 
registra un 33,4 % de jóvenes empleados en el sector primario. Canindeyú también refleja 
una alta dependencia agrícola, con el 30,7 % de los jóvenes trabajando en este sector, 
aunque por debajo del promedio nacional del 36,9 %. Aunque, en ambos departamentos, 
se observa al mismo tiempo diferencias entre la participación de los jóvenes en este sec-
tor y la participación total. Esto sugiere una tendencia a la disminución de la participación 
joven en actividades agrícolas incluso en departamentos con economías agrícolas predo-
minantes.

Por otro lado, departamentos como Alto Paraná y Presidente Hayes tienen economías 
más diversificadas, con una alta proporción de jóvenes empleados en el sector terciario 
(69,6 y 62,3 %, respectivamente) y una participación significativa en el sector secundario. 
La participación juvenil en el sector primario en estos departamentos es menor, lo que in-
dica un proceso de urbanización y un desarrollo económico orientado hacia los servicios 
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y modelos productivos primarios que requieren menos mano de obra debido a prácticas 
extensivas.

Los datos reflejan una disminución progresiva de la participación joven en el sector prima-
rio, incluso en contextos de producción agrícola o ganadera. Esta tendencia es especial-
mente visible al observar la reducción en la participación de los jóvenes en la agricultura 
familiar, tanto en términos generales como en relación con su grupo etario. Este fenó-
meno apunta a cambios estructurales en el mercado laboral juvenil, con una creciente 
orientación hacia el sector terciario y una menor implicación en actividades tradicionales 
como la agricultura, lo que podría tener implicancias significativas para la sostenibilidad 
económica y social de las áreas rurales.

Figura 12. Evolución relativa del empleo joven en la agricultura familiar en relación con el resto de la 
población y el total. Total país interanual, 2016 a 2023

Fuente: INE. EPH, 2016 / EPHC, 2017 - 2023
* Las estimaciones previas a 2022 no se encuentran ajustadas con base en la información derivada del Censo 
Nacional de Población y Viviendas 2022, lo que afectaría en mayor medida a los valores absolutos, razón por 
la cual solo se muestran los porcentajes.

La figura 12 refleja una disminución constante en la participación de jóvenes en la agri-
cultura familiar (AF) entre 2016 y 2023. En 2016, el 13,9 % de los jóvenes ocupados tra-
bajaban en la AF, cifra que ha caído gradualmente hasta el 8,7 % en 2023. Este descenso 
puede atribuirse a factores como, la migración juvenil hacia áreas urbanas en busca de 
mejores oportunidades, el cambio hacia sectores más industrializados y de servicios, y 
una reducción en el atractivo de las actividades agrícolas para la juventud.

En términos de proporción respecto a todos los trabajadores de la AF, la participación de 
jóvenes también ha disminuido, pasando del 26,9 % en 2016 al 19,3 % en 2023. Aunque 
hubo fluctuaciones interanuales, especialmente un repunte en 2020 durante el contexto 
de la pandemia (13,4 % de jóvenes ocupados en la AF y 24,8 % respecto a los trabajadores 
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del sector), la tendencia general ha sido descendente. Este repunte puntual podría deber-
se a la crisis económica y el retorno de algunos jóvenes a actividades agrícolas familiares 
durante el encierro.

El periodo de 2016 a 2019 muestra una disminución moderada, con la proporción de jó-
venes ocupados en la AF reduciéndose del 13,9 % al 11,8 %, y su participación respecto a 
los trabajadores de la AF pasando del 26,9 % al 23,7 %. Sin embargo, entre 2020 y 2023, 
la caída se aceleró, alcanzando mínimos históricos en 2023, con solo el 8,7 % de jóvenes 
ocupados en la AF y el 19,3 % de participación respecto al total de trabajadores de la AF.

Esta tendencia de reducción plantea desafíos significativos para la sostenibilidad del sec-
tor agrícola y la renovación generacional en las zonas rurales. La falta de relevo genera-
cional en la AF refleja el envejecimiento de la población agrícola y políticas económicas 
que no incentivan suficientemente la incorporación juvenil en estas actividades. Para re-
vertir esta tendencia es fundamental implementar políticas que hagan la agricultura más 
atractiva para los jóvenes, incluyendo incentivos económicos, acceso a tecnología y capa-
citación, y la promoción de la agricultura como una carrera viable, moderna y sostenible. 
Estas acciones podrían contribuir a garantizar la continuidad de las actividades agrope-
cuarias y el desarrollo de las comunidades rurales.

Figura 13. Distribución de jóvenes en la agricultura familiar por sexo y grupo de edad, total país, 2023

Fuente: INE. EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

La figura 13 evidencia una marcada predominancia masculina en el trabajo agrícola fami-
liar, con los hombres representando el 78,7 % de los jóvenes en la AF, frente al 21,3 % de 
las mujeres. Esta disparidad de género refleja la persistente división sexual del trabajo, 
en la cual las mujeres asumen principalmente tareas de cuidado y labores domésticas no 
remuneradas, lo que las expone a mayores niveles de dependencia económica en com-
paración con los hombres.

En el grupo de edad de 15 a 19 años, esta brecha es aún más pronunciada, con un 88,5 
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% de hombres frente a solo un 11,5 % de mujeres participando en la AF. Esto indica que, 
en edades más tempranas, los hombres están más involucrados en actividades agrícolas 
familiares. Sin embargo, en el grupo de 20 a 24 años, aunque los hombres siguen siendo 
mayoría (80,6 %), la participación femenina aumenta al 19,4 %, sugiriendo un leve cambio 
en las dinámicas de género dentro de este sector.

El grupo de edad de 25 a 29 años muestra un incremento más notable en la participación 
femenina, alcanzando el 34,2 %, mientras que la masculina disminuye al 65,8 %, una divi-
sión similar a la que se observa para el total de la población ocupada en AF (32,8 %;67,5 
%). Este aumento en la presencia de mujeres en la AF puede estar asociado a responsabi-
lidades familiares que las vinculan más a estas actividades o a cambios en las dinámicas 
laborales y los roles dentro del hogar.

Estas cifras resaltan la necesidad de analizar cómo las estructuras productivas y las diná-
micas laborales dentro de los departamentos impactan la participación juvenil en la AF, 
especialmente desde una perspectiva de género. Entender estas diferencias permitirá 
diseñar estrategias que promuevan una mayor equidad de género, reconociendo el valor 
de las contribuciones femeninas en el sector agrícola y reduciendo las barreras que per-
petúan su exclusión económica y laboral. Además, este análisis es clave para identificar 
las características actuales de las estructuras productivas en los territorios estudiados y 
abordar las disparidades persistentes de manera efectiva.

Tabla 12. Agricultura familiar en los departamentos, 2023.

 

 

 

Participación del departamento en AF En cuanto a la población joven activa

Jóvenes en AF en 
el dpto (% nacio-

nal)Trabajadores 
de la AF

Tasa de traba-
jadores (AF)

Participa-
ción relativa 

nacional 

Otros ocupados Agricultura familiar (AF)

Cantidad % Canti-
dad %

Asunción (*) (*) (*) 61.050 100,0% 0 0 -

San Pedro 63.198 36,8% 16,2% 37.269 75,7% 11.932 24,3% 15,9%

Caaguazú 59.464 28,0% 15,2% 49.290 78,7% 13.357 21,3% 17,8%

Alto Paraná 21.784 6,2% 5,6% 111.997 96,5% 4.020 3,5% 5,3%

Central 9.834 1,0% 2,5% 288.424 99,7% (*) (*) (*)

Canindeyú 23.931 28,7% 6,1% 21.631 76,8% 6.542 23,20% 8,7%

Pte. Hayes 2.627 6,6% ,7% 12.416 96,7% (*) (*) (*)

Nacional 390.264 13,4% 100,0% 794.452 91,3% 75.233 8,7% 100,0%

Fuente: INE. EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas

* No se encuentran casos de AF en Asunción.  

Los datos sobre la AF varían significativamente entre los departamentos. En Asunción 
no hay jóvenes empleados en este sector, reflejando su perfil urbano y, si bien la EPH 
identifica a trabajadores en la AF para el resto de la población, la muestra es insuficiente 
como ser representativa. San Pedro destaca con un 24,3 % de los jóvenes trabajadores 
en la AF, siendo que el departamento representa al 16,2 % del total de trabajadores en la 



46

AF nacional. Caaguazú sigue con un 21,3 % de los jóvenes en la AF, con el departamento 
representando al 15,2 % del total de los trabajadores en la AF nacional. Canindeyú tiene 
el 23,2 % de los jóvenes empleados en este sector, aportando el 6,1% a nivel nacional.

En contraste, Alto Paraná y Central tienen bajas participaciones, con solo el 5,6 % y 2,5 % 
de participación en la AF nacional, sin muestra significativa de participación joven para 
Central y sólo el 3,5 % para Alto Paraná. Presidente Hayes apenas contribuye con un 0,7 
% a la AF nacional. A nivel nacional, el 8,7 % de la población joven activa está empleada 
en la AF, con Caaguazú, San Pedro, y Canindeyú como los mayores contribuyentes, acu-
mulando al 42,4 % de los jóvenes dedicados a la AF (17,8; 15,9; 8,7 %); evidenciando la 
importancia de la AF en algunos departamentos y la necesidad de políticas diferenciadas 
para apoyar la permanencia y participación de los jóvenes en este sector.

Ingresos por empleo primario 
El empleo juvenil en Paraguay se concentra principalmente en el sector privado depen-
diente, seguido por el trabajo por cuenta propia, el trabajo familiar no remunerado, el 
trabajo doméstico y, en última instancia, el sector público (UNPFA/BID, 2023). Esta com-
posición refleja la precariedad y la informalidad del mercado laboral juvenil, donde el 
emprendedurismo aparece más como una respuesta a las limitaciones del mercado que 
como una opción deliberada (Ayala, 2016). Aunque la mayoría de los jóvenes trabaja en el 
sector privado dependiente, el 60 % de ellos no cuenta con un contrato formal, carecien-
do de seguridad social y aportes jubilatorios, especialmente en las áreas rurales, donde 
estas condiciones son aún más precarias (UNPFA/BID, 2023).

El trabajo en el sector público ocupa un lugar marginal entre los jóvenes, a diferencia del 
promedio nacional, donde es el tercer sector en importancia, evidenciando una menor 
inclusión de la población juvenil en empleos formales y protegidos, que suelen estar más 
presentes en el sector público (UNPFA/BID, 2023). Además, los ingresos de los jóvenes 
suelen estar por debajo del salario mínimo legal vigente, alcanzándolo únicamente en 
áreas urbanas y generalmente a partir del grupo de edad de 25 a 29 años.

La realidad del empleo juvenil está marcada por la informalidad, la falta de estabilidad y 
la brecha entre los ingresos reales y el salario mínimo (UNPFA/BID, 2023). Esto refleja las 
limitaciones estructurales del mercado laboral paraguayo para ofrecer a las juventudes 



47

condiciones de trabajo dignas y oportunidades de desarrollo profesional, con posibilida-
des que fortalezcan la formalización del empleo juvenil, promuevan la seguridad social y 
reduzcan las desigualdades urbano-rurales en el acceso a empleos protegidos.

Figura 14. Proporción del ingreso promedio en relación con el salario mínimo vigente del período, por 
grupos de edad y sexo, total país, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC (INE, 2023).

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas co-
lectivas  
Salario mínimo vigente en el 2023: Gs. 2.680.373 (Resolución MTESS N° 856/2023). 

En 2023, los ingresos de los jóvenes muestran una clara correlación con la edad, aun-
que se mantienen por debajo del salario mínimo vigente, con diferencias marcadas entre 
áreas urbanas y rurales, y una significativa brecha de género. A nivel nacional, los jóvenes 
de 15 a 19 años ganan en promedio el 14,5 % del salario mínimo, cifra que aumenta al 
49,7 % en el grupo de 20 a 24 años y al 71,5 % en el grupo de 25 a 29 años. En términos de 
género, los hombres obtienen mayores ingresos en todos los grupos etarios: en el grupo 
de 15 a 19 años ganan el 19,2 % del salario mínimo frente al 9,7 % de las mujeres, en el 
de 20 a 24 años ganan el 64,1 % frente al 35,6 % de las mujeres, y en el grupo de 25 a 29 
años alcanzan el 89,3 % frente al 54,4 % de las mujeres.

En áreas urbanas, los jóvenes de 15 a 19 años ganan el 15,5% del salario mínimo, aumen-
tando al 54,1% en el grupo de 20 a 24 años y al 78,9% en el grupo de 25 a 29 años. Los 
hombres urbanos presentan ingresos superiores, con un promedio del 92,6% del salario 
mínimo en el grupo de 25 a 29 años, frente al 65,8% alcanzado por las mujeres en ese 
mismo grupo de edad.

En las zonas rurales, los ingresos son notablemente más bajos. Los jóvenes de 15 a 19 
años ganan el 12,9 % del salario mínimo, cifra que sube al 40,9 % en el grupo de 20 a 24 
años y al 57,9 % en el grupo de 25 a 29 años. La brecha de género es más marcada: los 
hombres de 25 a 29 años ganan el 83,2 % del salario mínimo, mientras que las mujeres 
solo alcanzan el 33,6 %.

Estos datos muestran que los jóvenes mayores tienden a percibir mayores ingresos, aun-
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que las mujeres ganan considerablemente menos que los hombres en todas las edades 
y áreas de residencia. Las diferencias son más pronunciadas en las zonas rurales, donde 
los ingresos de las mujeres representan una fracción mucho menor del salario mínimo en 
comparación con sus pares masculinos.

Figura 15. Proporción del ingreso promedio en relación con el salario mínimo vigente por lengua, sexo 
y zona, total país, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC (INE, 2023).

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas 
colectivas  
Salario mínimo vigente en el 2023: Gs. 2.680.373 (Resolución MTESS N° 856/2023) 

Al incluir la variable lengua hablada, los datos muestran diferencias significativas en los 
ingresos de los jóvenes en relación con el salario mínimo vigente. A nivel nacional, los 
hablantes predominantemente en guaraní ganan en promedio el 30,7 % del salario mí-
nimo, con una brecha de género pronunciada: los hombres alcanzan el 44,9 %, mientras 
que las mujeres ganan solo el 14,8 %. Los bilingües (guaraní y castellano) tienen ingresos 
promedio del 53,1 %, y los hablantes de castellano obtienen los ingresos más altos, con 
un promedio del 62,8 %. La diferencia en ingresos entre los bilingües y los hablantes en 
lengua castellana es menor en comparación con la significativa disparidad con los ha-
blantes guaraní, evidenciando una exclusión estructural que afecta principalmente a este 
último grupo.
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En zonas urbanas, los ingresos promedio son más altos en todas las categorías lingüísti-
cas, pero los hablantes en lengua guaraní siguen rezagados, ganando un promedio del 
37,8 % del salario mínimo (52,8 % para hombres y 21,2 % para mujeres). Los bilingües 
ganan un promedio del 58,0 %, mientras que los hablantes en lengua castellana alcanzan 
el 67,0 %, con los hombres ganando el 79,9 % y las mujeres el 55,3 %. Aunque la diferencia 
entre bilingües y hablantes en lengua castellana es menos pronunciada, los hablantes en 
guaraní continúan significativamente por debajo.

En las zonas rurales, los ingresos son considerablemente más bajos para todos los gru-
pos. Los hablantes de guaraní ganan en promedio el 27,1 % del salario mínimo, con los 
hombres alcanzando el 40,9 % y las mujeres solo el 11,4 %. Los bilingües tienen un ingre-
so promedio del 40,9 % (57,5 % para hombres y 26,6 % para mujeres), mientras que los 
hablantes de castellano ganan un promedio del 40,5 %, con los hombres llegando al 55,5 
% y las mujeres al 27,6 %. La exclusión estructural es más evidente en las zonas rurales 
para los hablantes de guaraní, reflejando limitaciones en formación, empleo formal y 
oportunidades económicas.

En todas las categorías lingüísticas, los hablantes de la lengua castellana tienen los ingre-
sos más altos, seguidos por los bilingües y, finalmente, por los hablantes guaraní, quie-
nes enfrentan las mayores desventajas, especialmente en las áreas rurales. La brecha de 
género es significativa en todos los grupos, pero es particularmente marcada entre los 
hablantes del guaraní. Aunque el bilingüismo parece mitigar parcialmente la exclusión es-
tructural, los ingresos promedio de los bilingües y los hablantes de guaraní permanecen 
considerablemente por debajo de los de los hablantes del castellano, evidenciando las 
barreras económicas y sociales asociadas al idioma.

Figura 16. Porcentaje del salario mínimo promedio alcanzado por los jóvenes empleados según depar-
tamento y sexo, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023.

* El total no incluye los departamentos Boquerón y Alto Paraguay, comunidades indígenas y viviendas colectivas  

Los ingresos de los jóvenes presentan marcadas diferencias entre los departamentos y 
una considerable brecha de género. En Asunción, los jóvenes ganan en promedio el 79,7% 
del salario mínimo, pero con una notable disparidad: los hombres alcanzan el 96,1%, 
mientras que las mujeres apenas llegan al 65,1 %. En San Pedro, los ingresos promedio 
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son de solo el 35,3 %, con una brecha significativa entre los hombres (51,8 %) y las muje-
res (18,7 %). Caaguazú refleja una situación similar, con un ingreso promedio del 42,9 %, 
donde los hombres ganan el 64,9 % del salario mínimo y las mujeres apenas el 20,5 %.

En Alto Paraná, los jóvenes ganan en promedio el 52,9 % del salario mínimo, con los 
hombres alcanzando el 72,2 % y las mujeres solo el 34,5 %. El departamento Central tiene 
un promedio de ingresos del 54,8 %, con una brecha de género algo menor, aunque los 
hombres siguen ganando significativamente más. Canindeyú y Presidente Hayes mues-
tran promedios similares, de 47,0 y 47,3 %, respectivamente, pero con grandes disparida-
des de género: las mujeres en ambos departamentos ganan apenas el 25,5 % del salario 
mínimo.

Estas disparidades reflejan cómo la brecha de género y las desigualdades económicas 
están relacionadas con factores como la urbanización y la diversificación económica. De-
partamentos más urbanizados y con economías diversificadas, como Asunción y Central, 
tienden a ofrecer mejores ingresos para los jóvenes, aunque las desigualdades de género 
persisten incluso en estos contextos. Por el contrario, departamentos más rurales y con 
economías menos diversificadas, como San Pedro y Caaguazú, presentan los niveles más 
bajos de ingresos y las mayores brechas entre hombres y mujeres, evidenciando la fuerte 
influencia de factores estructurales en las condiciones laborales de la juventud.

Oportunidades para las juventudes en el contexto 
de los servicios económicos
Los hallazgos sobre pobreza juvenil, participación económica, mercado laboral e ingre-
sos en Paraguay evidencian limitaciones estructurales que obstaculizan el desarrollo hu-
mano. Los altos índices de pobreza monetaria en la población joven, especialmente en 
departamentos como San Pedro (28,9 %) y Caaguazú (29,3 %), reflejan las desigualdades 
regionales, de género y lingüísticas que afectan de manera transversal los indicadores 
analizados. Aunque los índices de pobreza han disminuido tras el repunte durante la pan-
demia, esta crisis expuso la alta vulnerabilidad estructural, agravada por la dependencia 
del sector primario y la sensibilidad de la economía a crisis climáticas y globales.

El mercado laboral juvenil sigue marcado por la informalidad (60 %) y la baja empleabili-
dad, con desventajas significativas para las mujeres jóvenes, que representan el 20,5 % de 
la categoría de ninis. Departamentos como San Pedro y Canindeyú concentran la mayor 
proporción de jóvenes dedicados exclusivamente al trabajo, mientras que en Asunción y 
Central predomina la combinación de trabajo y estudio. Estas diferencias alimentan la mi-
gración hacia zonas urbanas, aunque esta no siempre garantiza oportunidades laborales 
debido a la falta de perfiles adecuados para el empleo formal.

La disminución de la participación juvenil en la AF (8,7 % en 2023) y la brecha de género en 
el sector reflejan una crisis de sostenibilidad en las comunidades rurales. Este abandono, 
junto con la exclusión de mujeres jóvenes en roles productivos, amenaza los sistemas 
alimentarios nacionales y fomenta la precarización laboral en territorios rurales. Para re-
vertir estas tendencias, es crucial modernizar la agricultura mediante apoyos económicos 
y tecnológicos que hagan de esta una actividad competitiva y atractiva para los jóvenes, 
especialmente mujeres.

Tal como resalta UNPFA/BID (2023), el país se encuentra atravesando periodos de crisis 
ambiental, sanitaria y económica con graves consecuencias y limitadas medidas de adap-
tación y recuperación. Sus efectos se suman en detrimento de los esfuerzos que se toman 
en la garantía del bienestar de la población en general. El país, con una alta dependencia 
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del sector primario, requiere la previsión de los efectos de 
la crisis climática y sus consecuencias en la economía local, 
incluyendo también la alta sensibilidad de la economía pa-
raguaya a los sucesos internacionales, tanto en cuanto a los 
países vecinos como del continente europeo, que acarrean 
una inflación de precios y aumento de la pobreza monetaria. 

En este sentido, los ingresos por empleo primario muestran 
una clara correlación entre edad y remuneración, pero también 
reflejan desigualdades especialmente territoriales. Los jóvenes, 
principalmente mujeres y hablantes de guaraní ganan en pro-
medio mucho menos que el salario mínimo, siendo las brechas 
más pronunciadas en zonas rurales. Estas limitaciones, suma-
das a las bajas tasas de empleabilidad formal (63 % de empleos 
vulnerables), demandan una aplicación efectiva de políticas 
como la Ley N°4.951/13, de Inserción al Empleo Juvenil, además 
de mejoras en la calidad educativa y la formación laboral para 
fortalecer la inserción juvenil en mercados competitivos. Sin es-
tas medidas, las brechas estructurales seguirán perpetuando 
desigualdades económicas y sociales, condicionando el desa-
rrollo presente y futuro de la juventud paraguaya.

La fragilidad de la economía paraguaya ante crisis climáticas y 
globales compromete el desarrollo integral de miles de jóvenes 
y pone en jaque las oportunidades para la participación económi-
ca joven. 

Los jóvenes en Paraguay enfrentan significativas privaciones en términos de formación, con-
diciones críticas de empleo, estabilidad y vulnerabilidad (OIT, 2023). Estas limitan gravemente 
sus capacidades económicas y su potencial para participar plenamente en la vida comunitaria 
y alcanzar la autosuficiencia y prosperidad. La alta incidencia de empleo informal y la falta de 
seguridad social son barreras críticas que deben abordarse para mejorar las oportunidades y 
el bienestar de los jóvenes en el país. Uno de estos esfuerzos es visible con la Ley N°4.951/13, 
la que actualmente no cuenta con fondos propios para su ejecución (UNPFA/BID, 2023). 

Las diferencias territoriales y sectoriales explican en parte la migración juvenil hacia las ciu-
dades, en busca de mejores oportunidades y calidad de vida. Sin embargo, esta urbanización 
no siempre garantiza empleabilidad adecuada, debido a la falta de políticas específicas que 
reduzcan las brechas educativas y laborales. Los jóvenes enfrentan condiciones de desventa-
ja frente a los promedios nacionales, con disparidades significativas entre regiones, géneros 
y grupos lingüísticos, lo que perpetúa desigualdades estructurales que limitan su desarrollo 
económico y social (UNPFA/BID, 2023).

Cabe mencionar que, tanto UNPFA/BID (2023) como Ortiz et al (2018) señalan que el aumento 
de la escolaridad generalizada no ha significado una transformación de la estructura produc-
tiva del país ni de las condiciones para su desarrollo. Donde la calidad de la fuerza laboral no 
ha aumentado y la diversificación del mercado laboral ha sido desigual con grandes diferen-
cias entre la productividad, los incentivos (salarios y beneficios) y las oportunidades socioeco-
nómicas (quienes acceden o no a los buenos trabajos), donde persisten filtros para el acceso 
a nichos competitivos del mercado.

Como resultado, solo un grupo limitado de personas jóvenes con calificaciones adecuadas pudo 
acceder a las mejores oportunidades laborales, mientras que la mayoría quedó excluida de estas 
ventajas. Esto contribuyó a una estructura social con mayores desigualdades. Lo que se puede 
ver en la primacía de jóvenes hispanohablante, hombres, metropolitanos, en los promedios de 
ingresos más altos. Reduciendo las posibilidades de alcanzar una calidad de vida digna no sólo 
durante la juventud, sino durante la adultez y la vejez, condicionando también las oportunidades 
de desarrollo de las próximas generaciones. 

“El mercado 
laboral 

juvenil sigue 
marcado por la 

informalidad 
con desventajas 

significativas 
para las mujeres 

jóvenes”
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Oportunidades sociales 
Educación 
El análisis de las oportunidades sociales educativas abarca la realización de los jóvenes 
no solo en el mercado laboral, sino también en y para su comunidad (Rajapakse, 2016). 
El acceso al mercado laboral, especialmente en hombres, conlleva un aumento en la ex-
clusión educativa, iniciando entre los 12 y 14 años y acentuándose entre los 15 y 17 años, 
es decir, desde el 6° grado de la Educación Escolar Básica (EEB) (UNICEF, 2023). Entre los 
perfiles de exclusión social, los estudiantes de 15 a 17 años ocupan el segundo lugar más 
crítico: solo 7 de cada 10 completan la educación media, siendo los varones rurales del 
primer quintil el grupo más vulnerable (UNICEF, 2023).

Aunque la exclusión social es un problema central del sistema educativo paraguayo, el de-
safío trasciende la accesibilidad y permanencia. Incluye también aspectos como la calidad 
y la pertinencia de la formación. Este análisis aborda indicadores educativos relacionados 
con el acceso, la permanencia, la calidad educativa y el acceso a tecnologías de la infor-
mación y la comunicación (TIC), cuyos efectos más evidentes se reflejan en las dificultades 
de transición entre el sistema educativo y el mercado laboral (OECD, 2019; UNICEF, 2023).

El debate sobre la calidad educativa ha cobrado relevancia en los últimos años debido al 
bajo rendimiento en evaluaciones estandarizadas.

Acceso y permanencia 
La exclusión educativa en adolescentes, según UNICEF (2023), está influenciada por diver-
sos factores, destacándose el costo-oportunidad de la educación. Aunque la educación es 
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gratuita, los gastos asociados, como transporte, vestimenta y materiales, representan ba-
rreras significativas, especialmente en zonas rurales donde las distancias agravan estas 
dificultades. Además, la necesidad de generar ingresos, tanto para la familia como para 
el individuo, impacta principalmente a los varones adolescentes. Esto ha llevado a que la 
exclusión escolar tenga un perfil predominante masculino, rural, guaraní hablante y de 
escasos recursos económicos.

Las consecuencias de esta exclusión son profundas, afectando la productividad económi-
ca, la inclusividad del crecimiento y la cohesión social, además de aumentar los riesgos 
para los jóvenes. Entre los factores asociados se incluyen aspectos institucionales relacio-
nados con las escuelas, como su cultura y organización, así como factores socioculturales 
vinculados a las condiciones socioeconómicas y las expectativas familiares y comunita-
rias. También influye el capital social del estudiante y su familia, y más recientemente, se 
ha destacado la percepción que los adolescentes tienen sobre su experiencia educativa y 
sus expectativas profesionales y personales.

Aunque el nivel educativo no garantiza el acceso al empleo formal, especialmente en un 
sistema productivo con limitaciones estructurales para la absorción de mano de obra 
(Ortiz, Paredes, Gómez y Torres, 2018), sigue siendo un elemento clave para el desarrollo 
integral de los jóvenes. La educación amplía sus posibilidades de acción social, contri-
buyendo a su capacidad de tomar decisiones y a su inclusión en espacios económicos y 
sociales más amplios (Rajapakse, 2016).

A pesar de las brechas existentes, los análisis educativos de las últimas dos décadas re-
flejan avances en acceso y permanencia en el sistema educativo, resultado de la Reforma 
Educativa de 1995, que amplió la escolarización (Ortiz, 2012; Elías, 2014). Sin embargo, es-
tas mejoras no han ido acompañadas de estrategias efectivas de retención, como lo evi-
dencia la abrupta caída en la asistencia escolar a partir de los 13 años. Mientras que entre 
los 7 y 12 años la asistencia supera el 90 %, esta baja al 77 % a los 14 años (UNICEF, 2023).

Entre los factores que contribuyen a esta exclusión inicial se encuentran la desconexión 
entre la escuela y las condiciones de vida de los estudiantes, la discriminación —particu-
larmente en casos de embarazo y violencia escolar— y la pobreza, que obliga a muchos 
jóvenes a priorizar el trabajo sobre los estudios. Los grupos más afectados son, en primer 
lugar, los niños y las niñas de 3 a 4 años, que viven en las zonas rurales y pertenecen al 
primer quintil más pobre, quienes forman el grupo más excluido del sistema educativo 
con el 70,3 % de ellos (198.518 niños y niñas) excluidos de la educación inicial. A este gru-
po le sigue los adolescentes de 15 a 17 años, de los 144.887 jóvenes estudiantes, el 39,4 
% está excluidos (53.575 adolescentes). Las principales razones incluyen falta de interés, 
necesidad de trabajar, motivos económicos, carencia de acceso a internet y baja escolari-
zación de los padres. En tercer lugar, están los adolescentes de 12 a 14 años, con 112.234 
jóvenes excluidos, particularmente en áreas urbanas y entre adolescentes indígenas, 
quienes se encuentran en su mayoría en el primer quintil de pobreza (UNICEF, 2023).

La exclusión educativa es especialmente crítica entre los jóvenes de 18 a 24 años, con dos 
tercios fuera del sistema educativo, cifra que aumenta al 85 % en el grupo de 25 años en 
adelante (UNPFA/BID, 2023). 

La tabla 13 confirma una tendencia general de disminución en la tasa de escolarización 
entre los jóvenes de 15 a 18 años, no culminando la educación media. Este fenómeno 
perpetúa la transmisión intergeneracional de pobreza, al limitar las oportunidades de 
desarrollo social y económico de los jóvenes excluidos del sistema educativo.
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Tabla 13. Tasas de asistencia de jóvenes de 15 a 29 años7, por departamento, 2023

Fuente: INE. EPHC, 2023.

El (*) representa a casos sin representatividad muestral.  

La diferencia de género en la asistencia escolar también es notable. En los grupos de 
edad más jóvenes (15 a 19 años), las mujeres suelen tener tasas de asistencia más altas, 
mientras que los hombres muestran una mayor persistencia en cuanto a su formación. 
Los que hablan castellano tienen las tasas de asistencia más altas en comparación con los 
guaraní hablantes y los bilingües, subrayando la exclusión estructural que enfrentan los 
guaraní hablantes en el acceso a la educación. Así también, las áreas urbanas tienen me-
jores tasas de asistencia en comparación con las rurales, siendo la accesibilidad en luga-
res alejados y de baja densidad poblacional un problema ya identificado y continuamente 
reiterado para la permanencia escolar plena (Transformación Educativa, 2021; UNICEF, 
2023).

Los datos respecto a la asistencia escolar cobran aún más sentido al observarse indicado-
res sobre la trayectoria educativa de los estudiantes con las tasas de retención y egreso 
por cohortes de años. La figura 17 permite ver que, a nivel nacional, en 2020, de cada 
100 niños, niñas y adolescentes que ingresaron a primer grado en 2009 sólo 50 lograron 
matricularse en el tercer curso de la Educación Media (EM) en 2020 (tasa de retención), 

7 Muestra la participación en instituciones educativas formales e informales, así como en el servicio militar, 
e incluye a personas que pueden estar cursando un nivel educativo diferente al que corresponde a su edad, 
expresado como un porcentaje de la población de esa edad específica.
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mientras que de estos 50, sólo 46 lograron egresar, es decir: completar la Educación Es-
colar Básica (EEB) y EM. Esto significa que, 54 de cada 100 niños, niñas o adolescentes, 
por algún motivo, no culminaron la educación básica, y, por ende, no recibió la instrucción 
escolar garantizada constitucionalmente.

Figura 17. Tasa de retención y egreso cohorte 2009-2020, por departamento

Fuente: elaboración propia con base en el Observatorio Educativo Ciudadano, a partir de datos del MEC – 
DGPE. SIEC (2012-2016). RUE (2017-2022).

Si bien los datos nacionales son de por sí preocupantes, los datos de los territorios mues-
tran un escenario con aún mayor desigualdad social, Asunción se destaca con la mayor 
tasa de retención (80 %) y la mayor tasa de egreso (77 %), lo que sugiere que, aunque 
muchos estudiantes comienzan sus estudios, aquellos que permanecen tienen una alta 
probabilidad de completarlos8.

En contraste, Presidente Hayes y Canindeyú muestran tasas de retención de 32 y 36 % 
respectivamente, y tasas de egreso de 28 y 34 %, respectivamente, aproximadamente 3 
de cada 10 estudiantes que inician el primer grado culminan el 3. ° curso de la media. San 
Pedro, con una tasa de retención de 41 % y una tasa de egreso del 38%, también muestra 
tasas de egreso bajas. En un lugar un poco mejor, Alto Paraná y Caaguazú presentan tasas 
de retención de 45 y 44 %, respectivamente y tasas de egreso del 41 % en ambos casos, 
reflejando patrones de retención y egreso comparables. Más cerca del promedio nacio-
nal, Central, con una tasa de retención de 60 % y una tasa de egreso del 56 %, muestra 
que, aunque hay una alta deserción, más de la mitad de sus estudiantes logra completar 
sus estudios. 

Las diferencias a nivel territorial se deben, en primer lugar, por la ausencia o inadecuada 
oferta educativa, existiendo territorios donde la oferta es cubierta por organizaciones de 
la sociedad civil —como Fe y Alegría—, en especial en los territorios con alta dispersión 
demográfica (UNICEF, 2023). Así también, la vulnerabilidad económica es alta en los te-
rritorios analizados —con mayor peso en sectores rurales y multiculturales— represen-

8 Cabe notar que los datos de Asunción deben ser interpretados con cuidado por cómo la migración de 
Central a instituciones de la capital genera un “sobrepeso” sobre dicha matricula.
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tando una barrera sociocultural significativa para la permanencia en la escuela, la cual 
carece de estrategias para identificar y atender a estos grupos sociales antes de que sea 
demasiado tarde (UNICEF, 2023). 

Además, cabe resaltar un fenómeno no siempre considerado en el análisis de la per-
manencia escolar: la utilidad que el estudiante le atribuye a la formación escolar. Las 
percepciones respecto a la trayectoria educativa están fuertemente influenciadas por los 
estudios de los padres, pero también por el acceso a lo que UNICEF (2023) define como 
proyecciones sociales, donde la descomposición social9 y las figuras referentes para el 
éxito social no se caracterizan por sus niveles de formación sino por otras opciones de 
vida que incluyen prácticas delictivas —narcotraficantes—, lo cual se hace aún más palpa-
ble en territorios fronterizos y otros que conviven con fenómenos como el narcotráfico y 
tráfico de mercancías.

Figura 18. Tasa de retención por áreas y departamentos, cohorte 2009-2020

Fuente: elaboración propia con base en el Observatorio Educativo Ciudadano, a partir de datos del MEC – 
DGPE. SIEC (2012-2016). RUE (2017-2022).

La figura 18 muestra una clara disparidad en las tasas de retención entre áreas urbanas 
y rurales. Asunción lidera con una retención urbana del 80,3 %, mientras que San Pedro y 
Caaguazú, aunque tienen altas tasas urbanas (78,1 y 71,5 % respectivamente), presentan 
tasas rurales muy bajas (31,7 y 30,7 %, respectivamente). Alto Paraná y Presidente Hayes 
muestran bajas tasas de retención en ambas áreas, con 53,5 y 52,7 % en urbana y 27,0 y 
24,2% en rural, respectivamente. Central y Canindeyú reflejan disparidades significativas, 
con retenciones urbanas de 65,0 y 57,9 % frente a rurales de 34,9 y 28,6 %, respectiva-
mente.

A nivel nacional, las tasas de retención son del 68,2 % en áreas urbanas y del 28,3 % en 
rurales. La baja tasa de retención rural platea la necesidad de estrategias específicas para 
aumentar el egreso en zonas rurales. Departamentos como Alto Paraná, Presidente Ha-
yes y Canindeyú enfrentan retos tanto en áreas urbanas como rurales para mejorar la 
retención.

Los datos de la tabla 14 destacan que, a nivel nacional, el 17,7 % de los jóvenes tiene me-
nos de 9 años de estudio, con una mayor proporción entre hombres (19,7 %) que mujeres 
(15,8%). Un 27,7 % ha cursado entre el 9. ° grado y el 2. ° curso de la educación media, 
mientras que el 28,6 % ha culminado el 3.° de la media, representando el 74 % del total. 
9  “Espacios muy privilegiados donde viven personas dedicadas al tráfico de mercancías y al narcotráfico 
que contrasta con barrios extremadamente pobres” (p. 127).
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Un 18,3 % cuenta con educación terciaria sin título y solo el 7,8 % posee un título terciario, 
siendo este porcentaje mayor entre las mujeres (10,0 %) en comparación con los hombres 
(5,6 %).

El acceso a la educación superior enfrenta limitaciones debido a los altos costos y una 
desconexión entre la formación terciaria y las demandas del mercado laboral (UNPFA/
BID, 2023). Según Borda, Cresta y Brizuela (2018), esta desconexión se agrava por las 
deficiencias en la formación práctica y explica en parte por qué la credencialidad no es 
determinante en la contratación, donde factores como la pertenencia social tienen mayor 
peso. Además, la demanda laboral en sectores de baja productividad no aprovecha las 
capacidades plenas de la fuerza de trabajo, como señalan Ortiz et al., 2018).

A nivel nacional, el promedio de años de estudio es mayor en áreas urbanas y entre hablantes 
de lengua castellana en comparación con hablantes de guaraní o bilingües (Ortiz, 2012). Las 
mujeres también presentan un promedio de años de estudio más alto que los hombres, es-
pecialmente en áreas urbanas (UNICEF, 2023), aunque enfrentan desafíos como el embarazo 
adolescente y las labores de cuidado, que afectan su permanencia escolar.

Tabla 14. Nivel educativo de la población joven por sexo, área y grupo de edad, total país, 2023 (%)

Fuente: elaboración propia con base en EPHC, 2023 
Observación: Educación terciaria incluye a universitarios y tecnicaturas. 

Hay una clara diferencia entre las áreas urbanas y rurales. Los jóvenes en territorios ur-
banos tienen niveles educativos significativamente más altos que los de las áreas rurales. 
Solo el 11,5 % de los jóvenes urbanos tiene menos de 9 años de estudio versus el 28,7 % 
en áreas rurales. Los jóvenes rurales entre 15 y 29 años tienen muchas menos probabili-
dades de haber completado su educación básica en comparación con sus pares urbanos. 
Entre los jóvenes de 25 a 29 años, más del 30 % en áreas rurales tiene menos de 9 años 
de estudio, mientras que, en las áreas urbanas, solo el 9,7 % está en esa situación.
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Tabla 15. Nivel educativo de la población joven por departamento y grupo de edad, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 2023. 
Observación: 1. la educación terciaria incluye a universitarios y tecnicaturas; 2. los datos no son desglosados por 
áreas ante la falta de representatividad en los casos, pero se debe entender que la mayoría de los departamen-
tos analizados son primariamente urbanos o rurales. 

Los datos por departamentos (tabla 15) muestran que Asunción y Central destacan por 
tener los promedios más altos de años de estudio y una mayor proporción de jóvenes con 
educación terciaria. En Asunción, solo el 9 % y en Central solo el 9,7 % de los jóvenes tiene 
menos de 9 años de estudio. En contraste, en San Pedro, el 27,7 % de los jóvenes tiene 
menos de 9 años de estudio; en Caaguazú, el 23 %; en Canindeyú, el 28,3 %; en Presidente 
Hayes el 21,3% y en Alto Paraná el 19,1 %.

Los indicadores previamente analizados (relación trabajo y estudio —tabla 8—) muestran que 
las necesidades económicas son de por sí el principal —pero no el único— detonante de la 
exclusión escolar, por lo que, las necesidades económicas de la población joven son aún ma-
yor ante los costos más elevados vinculados con la formación universitaria, los cuales poseen 
perfiles socioeconómicos excluyentes según el tipo de carrera (UNA, 2022)10.

Las diferencias en materia de acceso y permanencia hablan de uno de los principales 
desafíos del sistema educativo paraguayo: su nivel de centralización. Asunción y Central a 
pesar de tasas no óptimas, se encuentran en una posición de privilegio frente al resto del 

10  Los perfiles socioeconómicos en la UNA muestran cómo los ingresos familiares representan un limitante signifi-
cativo previo dentro de las instituciones, sólo 23% de los estudiantes en medicina son de clase baja versus el 44,2% de 
los estudiantes en enfermería y obstetricia, carreras con más pronta salida laboral y menor carga académica. 
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país. Las disparidades entre el sector rural y urbano llevan a la migración o a la deserción. 
Los pocos estudiantes que alcanzan a terminar la educación media en zonas rurales, se 
encuentran con mayores obstáculos para la continuación de su trayectoria educativa. 

Calidad educativa 
En años recientes, la necesidad de abordar la calidad educativa ha tomado una posición 
central. Ello, en gran parte, debido a las evaluaciones estandarizadas que muestran es-
tancamientos y retrocesos en el aprendizaje de la población paraguaya, por la implemen-
tación de lo que el MEC (2021b) define como un currículo prescriptivo. En comparación 
con los países de la región, Paraguay se encuentra en las peores posiciones en Matemáti-
ca y en Lectura —ERCE 2019; PISA-D 2017, PISA 2022—. 

Distintos factores influyen en los tipos de resultados, evidenciando cómo las desigualdades 
en términos económicos y geográficos condicionan el desempeño de los estudiantes. En gran 
parte se deben a las características socioeconómicas de los estudiantes, el idioma hablado en 
el hogar, el tipo de gestión de la institución (pública, privada o subvencionada), así como su 
tamaño y área en la que se ubica; siendo los más afectados por un bajo rendimiento los estu-
diantes que provienen de hogares guaraní hablantes y de zonas rurales (UNPFA/BID, 2023). 

Los datos de la prueba estandarizada nacional más reciente, Sistema Nacional de Evalua-
ción del Proceso Educativo (SNEPE, 2018) permiten conocer la situación de los estudian-
tes dentro de los departamentos del país. Al mismo tiempo, se estima que los efectos 
perjudiciales de la pandemia sobre la calidad educativa de millones de niños, niñas y 
adolescentes en el mundo tendría consecuencias negativas sobre toda una generación y 
llevará años para que los sistemas educativos alcancen niveles previos a aquellos que se 
observan hoy postpandemia (UNESCO, 2020; OECD/UNESCO/UNICEF/BM, 2022).

Figura 19. Resultados prueba SNEPE11 de estudiantes de 3.° año de la educación media, 2018 (%)

11 Los resultados del SNEPE permiten dimensionar el desempeño educativo en áreas como castellano, 
matemáticas y guaraní. Cada nivel de desempeño tiene un grado de competencia específico: el Nivel 1 (bajo) 
indica que los estudiantes tienen serias dificultades para cumplir con los estándares básicos, el Nivel 2 (me-
dio) sugiere un dominio parcial, el Nivel 3 (esperado) refleja que los estudiantes cumplen con las expectati-
vas, y el Nivel 4 (destacado) muestra un dominio avanzado,
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Fuente: elaboración propia con base en datos del INEE - MEC (2015;2018), a través del Observatorio Ciudadano. 

La figura 19 muestra un panorama desalentador sobre el desempeño cognitivo de los 
estudiantes en Paraguay. A nivel nacional, solo el 31% de los estudiantes alcanza niveles 
superiores en matemática y apenas el 17 % lo hace en lengua castellana. Asunción lidera 
con el mejor desempeño en matemática, con un 44 % de estudiantes en niveles superio-
res (niveles 3 y 4), 13 puntos porcentuales por encima del promedio nacional, aunque no 
muestra un desempeño similar en lengua castellana. En el otro extremo, departamentos 
como San Pedro tienen los peores resultados, con solo el 12 % de los estudiantes alcan-
zando niveles superiores en lengua castellana y el 22 % en matemática. Caaguazú refleja 
un patrón similar, con desempeños del 15% en castellano y 23 % en matemática.

Departamentos como Central y Alto Paraná presentan una mejor distribución de estu-
diantes en niveles superiores. En matemática, Central alcanza el 34 % y Alto Paraná el 31 
%, por encima de otros departamentos como Presidente Hayes (24 %) y Canindeyú (19 %), 
que tienen desempeños más bajos.

Según el SNEPE 2018 (MEC, 2020), factores como los hábitos, las expectativas personales de 
los estudiantes y el nivel socioeconómico influyen en el desempeño. Las instituciones educati-
vas no logran compensar las desigualdades económicas y culturales del contexto estudiantil, 
lo que pone en evidencia la importancia del capital cultural de los estudiantes y sus familias. 
Este problema es especialmente crítico para los guaraní hablantes, quienes enfrentan barre-
ras adicionales debido a que la educación oficial se imparte mayoritariamente en castellano, 

dificultando su aprendizaje desde los primeros años escolares (Ortiz, 2012).

Además, la pertinencia del currículum único frente a la diversidad multicultural del país es 
cuestionada, ya que no responde adecuadamente a las realidades socioculturales de los es-
tudiantes (MEC, 2021a). Las pruebas estandarizadas reflejan profundas desigualdades es-
tructurales, especialmente en áreas rurales y entre comunidades guaraní hablantes, donde 
los estudiantes tienen menos oportunidades de alcanzar niveles de competencia adecuados.

La calidad educativa en Paraguay enfrenta desafíos significativos, con amplias disparida-
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des entre áreas urbanas y rurales. Estos resultados subrayan la necesidad de compren-
der las dinámicas sociales, lingüísticas y económicas que influyen en el aprendizaje, para 
garantizar que todos los estudiantes tengan oportunidades equitativas de desarrollar sus 
habilidades y alcanzar niveles de competencia adecuados.

Acceso a TIC
Las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) han transformado los ámbitos edu-
cativo, laboral y social, ofreciendo múltiples oportunidades, pero también exponiendo a los 
jóvenes a riesgos como problemas de salud mental y violencia. En Paraguay, según Galeano 
et al. (apud UNPFA/BID, 2023), el acceso a las TIC aumenta significativamente a partir de los 
12 años, cuando muchos adolescentes obtienen su primer celular propio. Para 2023, según 
el INE (2024), el 78,1 % de la población de 10 años y más utilizaba Internet, con los jóvenes 
liderando este acceso: 9 de cada 10 jóvenes entre 15 y 29 años tienen acceso a Internet. Las 
actividades principales incluyen mensajería instantánea, redes sociales y llamadas telefóni-
cas, mientras que el 75 % de los jóvenes emplea las TIC para tareas escolares.

Sin embargo, existen disparidades significativas en el uso de las TIC. Las mujeres tienden 
a utilizarlas más para comunicación, mientras que los hombres destacan en actividades 
lúdicas, aunque su uso para buscar información académica es menor (Maidana y Coppari, 
2020). Además, gran parte del acceso en las áreas más pobres se limita a datos móviles, lo 
que restringe actividades que requieren mayor capacidad tecnológica, como la educación 
y la búsqueda de información avanzada. Esto resalta una brecha digital, donde los más 
vulnerables tienen menos oportunidades de adquirir habilidades tecnológicas avanzadas.

Robinson et al. (2015) señalan que la desigualdad social se traduce en desigualdad digital. 
No basta con tener acceso a la tecnología; su uso efectivo depende de los recursos dis-

ponibles. Las personas con más recursos tienden a emplear la tecnología para reforzar 
su posición en la sociedad, mientras que quienes tienen menos recursos la utilizan de 
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manera más limitada, lo que restringe su potencial para contribuir al desarrollo económi-
co y social. El acceso a dispositivos robustos, como computadoras de mesa o notebooks, 
es una de las principales brechas en Paraguay. Estos dispositivos ofrecen mayores posi-
bilidades de acción comparados con los teléfonos celulares, cuyo rango de uso es más 
limitado, afectando la capacidad de los jóvenes para desarrollar competencias esenciales 
del siglo XXI.

El MEC (2021a) identifica grandes carencias en la relación entre las TIC y la educación 
paraguaya, desde la disponibilidad de dispositivos hasta su integración efectiva en los 
procesos pedagógicos. Esto limita el desarrollo de habilidades como creatividad, pen-
samiento crítico, colaboración y comunicación. Además, la infraestructura tecnológica 
insuficiente dificulta la alfabetización digital avanzada, restringiendo las oportunidades 
educativas y laborales de los jóvenes. Encontrar formas de incorporar las TIC de manera 
eficiente y significativa es clave para que estas herramientas potencien el aprendizaje y 
preparen a los jóvenes para las demandas del futuro.

Figura 20. Uso de dispositivos y acceso a Internet en los “últimos tres meses” de la población joven, total 
país, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 4to trimestre, 2023.

La figura 20 evidencia el primer paso hacia la integración efectiva de las TIC: el acceso a dis-
positivos y fuentes de conexión a Internet. A nivel nacional, el 93,7 % de los jóvenes tiene 
acceso a teléfonos celulares, siendo este el dispositivo más común. Sin embargo, se observan 
diferencias importantes según el área de residencia, lengua y nivel socioeconómico. En las 
zonas urbanas, el acceso a celulares es ligeramente mayor (95,1 %) que en las rurales (91,2 
%). Asimismo, los jóvenes que hablan principalmente guaraní tienen un acceso menor (88,3 
%) en comparación con los bilingües (95,0 %) y los que hablan castellano (97,2 %).

El acceso a computadoras, en cambio, es considerablemente más bajo, alcanzando solo 
al 32 % de los jóvenes a nivel nacional. En las zonas rurales, esta cifra se reduce a solo 15,6 
%, mientras que en las áreas urbanas es de 41,4 %. Las disparidades son aún más pronun-
ciadas cuando se consideran las diferencias lingüísticas: solo el 9,6 % de los jóvenes que 
hablan guaraní tiene acceso a computadoras, frente al 57,2 % de los hablantes de caste-
llano. Además, los datos según quintiles de ingreso muestran una brecha aún mayor: solo 
el 9,2 % de los jóvenes en el quintil más bajo (Q1) accede a computadoras, mientras que 
el 66,6 % de los jóvenes en el quintil más alto (Q5) tiene acceso.

En cuanto al uso de Internet, el acceso es elevado a nivel nacional, alcanzando el 97,9 %, 
con diferencias mínimas entre zonas urbanas (98,8 %) y rurales (96,2 %). Las variaciones 
por lengua son igualmente menores, con el 96,9 % de los jóvenes guaraní hablantes acce-
diendo a Internet, frente al 98,0 % de los bilingües y el 98,5 % de los hablantes de lengua 
castellana. Este patrón se repite en los quintiles, donde incluso en el quintil más bajo (Q1) 
el acceso a Internet es relativamente alto, con un 95,1 %.

La principal brecha no está en el uso de Internet, sino en el acceso a computadoras y 
dispositivos similares, como muestran las figuras 20 y 21. Aunque el uso de Internet es 
generalizado, la mayoría de los jóvenes lo utiliza a través de teléfonos celulares, lo que 
limita significativamente su exposición a herramientas más avanzadas. Esta restricción 
repercute directamente en su alfabetización digital, afectando su capacidad para desa-
rrollar habilidades tecnológicas clave como la programación, el análisis de datos y otras 
competencias que son esenciales para el desarrollo personal y profesional frente a las 
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demandas actuales del mercado laboral.

Figura 21. Acceso a dispositivos por departamento para la población joven, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 4to trimestre, 2023.

El análisis del acceso a dispositivos y uso de Internet muestra claras diferencias por de-
partamentos (figura 21). Asunción y Central destacan por tener un acceso elevado, con 
un 96 y 95,9 % de uso de teléfonos celulares respectivamente, ambos por encima del 
promedio nacional (93,7 %). Además, en estas áreas, el uso de computadoras, notebooks 
o tabletas es significativamente alto (53,8 % en Asunción y 47,8 % en Central), superando 
ampliamente el promedio nacional del 32 %. El acceso a Internet también es casi univer-
sal en estos departamentos, con un 98,9 % en Asunción y un 98,0 % en Central, ambos 
ligeramente por encima del promedio nacional del 97,9 %.

Por otro lado, San Pedro y Caaguazú muestran un menor acceso en comparación con el 
promedio nacional. En San Pedro, el uso de teléfonos celulares en jóvenes es del 91,5 % y 
solo el 14,7 % de ellos ha utilizado una computadora o dispositivo similar, ambos valores 
muy por debajo del promedio nacional. Caaguazú, aunque ligeramente mejor, también 
tiene cifras inferiores al promedio, con un 87,2 % de uso de teléfonos celulares y un 21,7 
% de uso de computadoras. Sin embargo, ambos departamentos mantienen un acceso 
relativamente alto a Internet, con un 95,0 % en San Pedro y un 96,9 % en Caaguazú.

Alto Paraná y los departamentos agrupados como “Resto” muestran tendencias interme-
dias, con un 94,0 y 93,2 % de uso de teléfonos celulares, respectivamente, y un uso de 
computadoras que, aunque mejor que en San Pedro y Caaguazú, sigue por debajo del 
promedio nacional (22,4 % en Alto Paraná y 23,8 % en el Resto). El acceso a Internet en 
estas áreas es alto, con un 97,8 % en Alto Paraná y un 98,0 % en el Resto, alineándose con 
el promedio nacional. Estas variaciones indican disparidades en el acceso a la tecnología 
y a la conectividad entre las diferentes regiones del país.

Figura 22. Uso de Internet según fuente de proveniencia para la población joven, total país, 202364
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Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 4to trimestre, 2023.

En cuanto a la fuente de acceso a Internet, se observan marcadas diferencias según el 
área de residencia, el grupo lingüístico y el nivel socioeconómico (figura 22). El acceso a 
Internet a través de teléfonos celulares es casi universal, con un promedio nacional del 
97,7 %. En las áreas urbanas, un 77,7 % de los jóvenes accede a Internet desde su hogar, 
mientras que solo un 26,3% lo hace en áreas rurales, destacando una significativa brecha 
de infraestructura. Además, los jóvenes que hablan principalmente castellano tienen un 
acceso significativamente mayor (82,1 %) en comparación con aquellos que hablan gua-
raní (26,8 %). Esta brecha se amplía aún más al considerar el nivel socioeconómico, con el 
quintil más alto (Q5) mostrando un acceso del 85,8% en el hogar, frente a un 25,2 % en el 
quintil más bajo (Q1).

El acceso a Internet desde el trabajo también refleja desigualdades, siendo más común en 
áreas urbanas (23,2 %) que en rurales (10,5 %), y entre los jóvenes de mayor nivel socioe-
conómico (33,6 % en Q5 frente a 4,4 % en Q1). Los jóvenes que hablan castellano tienen 
un mejor acceso desde el trabajo (25,2 %) que los bilingües (19,5 %) y los que hablan gua-
raní (8,9 %). De manera similar, el acceso a Internet en instituciones educativas es mayor 
en áreas urbanas (19,8 %) y entre los jóvenes de familias de mayores ingresos, con una 
tasa del 27,8 % en el quintil más alto en comparación con el 5,7% en el quintil más bajo.

Figura 23. Acceso a Internet según departamento 

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC, 4to trimestre, 2023.

En los departamentos, los datos reflejan importantes diferencias en el acceso a Inter-
net. Asunción, Alto Paraná y Central destacan por tener una conectividad superior, con 
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más del 75 % de los jóvenes accediendo a Internet desde sus 
hogares. Esto sugiere una infraestructura más robusta y un 
entorno favorable para el desarrollo de habilidades digitales 
avanzadas. Además, estos departamentos presentan una 
proporción significativa de jóvenes que acceden a Internet en 
el trabajo y en instituciones educativas, reforzando las opor-
tunidades de conectividad y aprendizaje.

Por el contrario, departamentos como San Pedro y Caaguazú 
enfrentan importantes limitaciones, con solo un 31,2 % y un 
35,0 % de los jóvenes accediendo a Internet desde el hogar, 
respectivamente. En estos departamentos, la dependencia 
de los teléfonos celulares para la conectividad (98 %) es no-
table, lo que indica que el acceso a Internet está restringido 
a usos más básicos, limitando el desarrollo de competencias 
digitales más avanzadas.

Los demás departamentos presentan una situación inter-
media (“Resto”), con un 44,5 % de acceso a Internet desde el 
hogar, aunque todavía por debajo del promedio nacional. En 
todos los departamentos, el acceso a través de teléfonos ce-
lulares es casi universal, asegurando una conectividad básica 
pero insuficiente para actividades que requieren herramien-
tas más complejas.

Las disparidades en el acceso a Internet reflejan desafíos estructurales. Si bien el acceso a 
teléfonos celulares asegura una conectividad básica, no es suficiente para garantizar una 
formación integral que permita a los jóvenes participar equitativamente en la sociedad 
contemporánea. Estas limitaciones impactan directamente en el potencial de los jóvenes 
para aprovechar plenamente las oportunidades que las TIC pueden ofrecer, restringien-
do su capacidad para desarrollarse en un entorno cada vez más digitalizado.

Oportunidades para las juventudes en el contexto 
de la educación
En cuanto a la propuesta de Sen (Cejudo, 2006), este atribuye a la educación el rol de 
facilitar las capacidades de las personas para tomar decisiones en varios niveles, ya que 
provee habilidades y capacidades a los grupos, dando espacio a un mayor grado de au-
tonomía y ejercicio de otras capacidades, permitiendo la expansión de la propia libertad, 
entendida en términos de libertad positiva: la posibilidad de elección. Entendiendo el 
“gran poder emancipador (pp. 374) de por ejemplo la lectoescritura y la operatoria básica 
en este proceso.

Los indicadores analizados permiten visualizar cómo la calidad de la educación en Para-
guay y sus desafíos estructurales limitan las oportunidades sociales de los jóvenes, espe-
cialmente para aquellos que residen en áreas rurales y pertenecientes a comunidades 
más vulnerables, particularmente a los guaraní hablantes. Abordar esto no depende ex-
clusivamente de un aumento en la oferta educativa o el presupuesto que se le dedique 
a la misma (UNPFA/BID, 2023), ya que las respuestas requieren no solo un abordaje inte-
gral, sino un compromiso social significativo. 

Las disparidades por zonas y género en el acceso a la educación son evidentes, con los 
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jóvenes rurales, hablante guaraní y de bajos recursos enfrentando mayores dificultades. 
Mientras que, en áreas urbanas como Asunción y Central, se presentan tasas de reten-
ción más altas, departamentos como San Pedro, Caaguazú y Presidente Hayes reflejan 
tasas de retención bajas, lo que subraya una falta de equidad en el sistema educativo. 
La exclusión educativa y las diferencias territoriales y socioeconómicas no solo limitan 
las oportunidades laborales de los jóvenes, sino que restringen su capacidad de elección 
y autonomía, limitando, a su vez, el empoderamiento de estos como agentes de cambio 
dentro de su comunidad. 

Los datos sobre acceso y permanencia escolar destacan el abandono adolescente como 
uno de los mayores desafíos educativos en Paraguay. La combinación del costo-oportu-
nidad para las familias y la necesidad de generar ingresos lleva a un alto nivel de deser-
ción escolar, especialmente durante la adolescencia (Ortiz et al., 2018). Este fenómeno 
se agrava en departamentos rurales, donde las evaluaciones estandarizadas reflejan un 
bajo desempeño en materias clave como castellano y matemática, evidenciando brechas 
significativas en comparación con áreas urbanas (MEC, 2021a).

El acceso desigual a las TIC representa otro eje de exclusión. Las profundas brechas en la 
disponibilidad de dispositivos tecnológicos y en la calidad de la conexión no solo limitan el 
aprendizaje, sino que amplían las desigualdades sociales y laborales. Estas disparidades 
restringen el manejo de herramientas avanzadas y el desarrollo de competencias digita-
les, que son esenciales en una sociedad globalizada, agravando las exclusiones preexis-
tentes y limitando las oportunidades de los jóvenes.

En un mundo cada vez más digital, las TIC no son únicamente herramientas de productivi-
dad, sino también medios para ampliar las capacidades individuales y la participación en 
la sociedad contemporánea. Los jóvenes que no tienen acceso a tecnologías avanzadas 
o a una conexión de calidad se ven restringidos en su capacidad para integrarse plena-
mente en actividades sociales, educativas, culturales y económicas, generando una nueva 
forma de exclusión que afecta su desarrollo personal y su capacidad de elección en un 
entorno cada vez más interconectado.

En la lógica de las oportunidades educativas y las capacidades planteadas por Sen, la edu-
cación no solo cumple un rol instrumental para el desarrollo económico, sino que repre-
senta una herramienta transformadora que amplía las capacidades de los individuos para 
tomar decisiones y participar activamente en la sociedad. Los datos analizados muestran 
cómo las carencias estructurales del sistema educativo paraguayo y las desigualdades re-
gionales, socioeconómicas y de género restringen estas oportunidades, particularmente 
entre jóvenes rurales, guaraní hablantes y de bajos recursos. 

Las limitaciones no solo afectan sus posibilidades de acceder a mejores condiciones labo-
rales, sino que también restringen su libertad de elección y su potencial para convertirse 
en agentes de cambio en sus comunidades. Superar estos desafíos requiere un enfoque 
que priorice la expansión de capacidades a través de la educación, permitiendo a los jóve-
nes no solo adquirir conocimientos y habilidades, sino también transformar sus contex-
tos a partir del ejercicio pleno de sus libertades y posibilidades de elección, convirtiendo 
la educación en el motor de una inclusión social más equitativa y sostenible.



69

Salud
Paraguay invierte solo el 4 % de su PIB en salud, por debajo del mínimo recomendado de 
6 % (Amnistía Internacional, 2024), lo que lo posiciona entre los países con menor gasto 
en este sector. El sistema de salud está compuesto por el Ministerio de Salud Pública y 
Bienestar Social, el Instituto de Previsión Social (IPS) y el sector privado. Sin embargo, el 
70 % de la población no cuenta con seguro médico y depende exclusivamente del siste-
ma público, lo que los hace vulnerables a gastos imprevistos, mientras que el 19,6 % está 
asegurado en IPS y solo el 5,9 % cuenta con seguros privados.

Amnistía Internacional (2024) identifica varios determinantes sociales que condicionan el 
acceso a la salud en Paraguay. Entre ellos, destacan la alta prevalencia de desnutrición in-
fantil, el acceso limitado a agua potable y saneamiento adecuado, la precariedad laboral y 
la falta de seguridad social, lo que expone a muchas personas a endeudarse por motivos 
de salud. Además, existe una falta de disponibilidad de servicios básicos y medicamen-
tos, con 4 de cada 10 personas reportando no haber recibido medicamentos gratuitos en 
2022. También se señalan problemas de accesibilidad económica, discriminación hacia 
minorías y una baja en la calidad de los servicios, pese a los avances en la atención prima-
ria con las Unidades de Salud Familiar (USF).

Evaluar cómo estos factores afectan a la población joven es esencial, ya que el acceso 
limitado y la baja calidad del sistema de salud no solo impactan su bienestar inmediato, 
sino que también reflejan la capacidad del sistema para responder a sus necesidades 
específicas. Identificar áreas críticas de intervención permite avanzar hacia una atención 
más inclusiva, accesible y de calidad para todos.

Accesibilidad y consultas
Uno de los principales desafíos en materia del acceso a la salud en el país es la disponibi-
lidad de los servicios. Esta problemática es, en teoría, atendida por las USF dentro de las 
comunidades, las que deberían atender el 85 % de los problemas de salud que se podrían 
presentar en las mismas. En cambio, el informe de Amnistía Internacional (2024) muestra 
que, ante la limitada infraestructura y en personal médico, muchas veces los pobladores 
de las comunidades rurales optan por movilizarse a centros de salud pertenecientes a 
centros urbanos, antes que optar por la USF de su comunidad, lo que no solo implica 
gastos, sino que conlleva dificultades logísticas en muchos casos. 

Los datos recogidos por la misma investigación muestran un alto nivel de desigualdad en 
infraestructura en materia de salud, con una disparidad significativa en la disponibilidad 
de camas por departamentos, mientras que Alto Paraná y Asunción contaban con más de 
25 camas por cada 10.000 habitantes, otros departamentos como Caaguazú, Canindeyú 
y San Pedro contaban con siete o menos12.

Tabla 16. Disponibilidad de establecimientos de salud, por niveles y departamentos, 2022

Según nivel de atención
Unidades de 

Salud Familiar % pobla-
ción totalPrimer Segundo Tercero y cuarto

Total % Total % Total % Total %

12  “Para poner en contexto la magnitud de la desigualdad regional, esto quiere decir que en Paraguay 
existen departamentos con niveles de disponibilidad de camas similares a países como Brasil, Panamá o 
Uruguay —que tienen niveles mayores de ingreso e índices de desarrollo humano mayores— y otros con 
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Pdte. Hayes 40 2,9% 2 3,2% 0 0,0% 15 4,5% 1,50%

Central 171 12,3% 9 14,5% 13 31,7% 7 2,1% 31,60%

Asunción 53 3,8% 0 0,0% 19 46,3% 6 1,8% 7,40%

Alto Paraná 136 9,8% 5 8,1% 1 2,4% 12 3,6% 12,30%

Canindeyú 85 6,1% 2 3,2% 0 0,0% 21 6,2% 2,90%

San Pedro 135 9,7% 3 4,8% 2 4,9% 16 4,7% 6,10%

Caaguazú 91 6,6% 5 8,1% 0 0,0% 10 3,0% 7,60%

Nacional 1387 100,0% 62 100,0% 41 100,0% 337 100,0% 100%

Fuente: Amnistía Internacional 2024, con base en el Balance Anual de la Gestión Pública 2022 – MPBS 
*La estimación de la población se realiza mediante la EPHC 2022.

El primer nivel involucra la atención primaria, incluye a Unidades de Salud Familiar (USF) y centros de salud. 
El segundo nivel incluye a hospitales distritales y centros ambulatorios de especialidades. El tercer nivel se 
refiere a hospitales de referencia y centros de alta complejidad. Por último, el cuarto nivel es menos común y 
se refiere a servicios de salud altamente especializados y de investigación.  

La tabla 16 refleja una distribución desigual de los recursos de salud en Paraguay. Central 
y Asunción concentran la mayor parte de la infraestructura, con Central abarcando el 12,3 
% de las unidades de primer nivel y el 31,7 % de las de tercer y cuarto nivel, y Asunción 
con solo el 1,8% de las USF, pero el 46,3 % de los servicios especializados. En contraste, 
Presidente Hayes y Canindeyú enfrentan serias carencias, con menos del 7 % de unidades 
de primer nivel y sin acceso a servicios de mayor complejidad, lo que obliga a sus habitan-
tes a trasladarse a otros departamentos. Alto Paraná y Caaguazú presentan una situación 
intermedia, con buena cobertura en el primer nivel (9,8 y 6,6 %, respectivamente), pero 
una capacidad limitada en niveles superiores, afectando la calidad de atención en estas 
regiones.

Estos datos reflejan la alta centralización de los recursos de salud en Asunción y Central, 
mientras que otras regiones enfrentan graves deficiencias. Esto tiene un impacto directo 
en la atención de la población joven, cuyo acceso a los servicios de salud depende en gran 
medida de la infraestructura disponible en su región

Desde la pandemia, las consultas de salud de los jóvenes muestran cambios notables. 
Mientras que de 2017 a 2019 un tercio de los jóvenes reportó estar enfermo o acciden-
tado, esta cifra cayó al 14 % durante la pandemia (2020-2021), posiblemente debido al 
encierro. La proporción de quienes consultaron con un profesional también disminuyó 
durante ese período, pasando de un 60 % antes de la pandemia a un 55 %. Para 2023, se 
observa una recuperación de los niveles prepandemia, con un 33 % de los jóvenes repor-
tando haber estado enfermos o accidentados y el 59 % de ellos habiendo consultado con 
un profesional de la salud (UNPFA/BID, 2023).

Este panorama subraya cómo la desigual distribución de los recursos de salud afecta directa-
mente la capacidad de las juventudes para acceder a una atención adecuada, exacerbando 
las desigualdades regionales y socioeconómicas en el acceso a servicios básicos.

Figura 24.Tendencia global de consulta si enfermó o accidentado de la población joven por sexo y área 
de residencia, total país

niveles de disponibilidad de camas similares a países de ingresos y desarrollo humano catalogados por el 
PNUD como bajo como Sierra Leona, Guatemala, Senegal o Afganistán” (Amnistía Internacional, 2024).
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Fuente: elaboración propia con base en la EPHC 2023.

El desglose por sexo permite ver que la consulta a un profesional es menor entre los hom-
bres (57 %) que entre las mujeres (60,8 %) a nivel nacional. Otra brecha se observa entre 
áreas de residencia, las consultas totales de los jóvenes muestran una diferencia de 12,2 
pp entre el área urbana (63,7%) y la rural (51 %). 

Cabe resaltar que las brechas de sexo varían entre áreas de residencia. La brecha es de 
2,8 pp en el área urbana (mujeres 64,5 % frente al 61,7 % de los hombres). Mientras que 
en el área rural la brecha es de 5,8 pp entre las mujeres (53,7 %) y los hombres (47,9 %), 
significando que el joven que tiende a tener el menor nivel de consulta en general es va-
rón residente en el área rural. 

Figura 25. Personas jóvenes enfermas o accidentadas que consultaron por departamento, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPHC 2023.

Para la población joven por departamento (figura 25), Asunción y Central destacan con los 
mejores indicadores de acceso, donde un 73,4 y 64,0 % de los jóvenes, respectivamente, 
consultaron a un profesional de la salud, superando el promedio nacional del 59,0 %. En 
contraste, departamentos como Alto Paraná y Caaguazú presentan los mayores desafíos, 
con más del 50 % de los jóvenes sin haber consultado a un profesional, lo que sugiere 
problemas críticos en el acceso a servicios de salud o en las prácticas de chequeo de los 
jóvenes en Alto Paraná, considerando que la disponibilidad de servicios es mayor en este 
departamento en comparación con Caaguazú. 

Esta tendencia sugiere una correlación entre las áreas con mayor proporción de pobla-
ción rural y un menor acceso a la atención médica. Departamentos como San Pedro, 
Caaguazú y Alto Paraná, donde una gran parte de la población joven no consultó a un 
profesional de la salud, evidencian la necesidad de intervenciones para mejorar la dispo-
nibilidad y accesibilidad de servicios médicos, especialmente en las zonas rurales. Esto se 
agrava al ver la tendencia interanual del acceso a servicios provenientes del Ministerio de 
Salud Pública y Bienestar Social (MSPBS). 

Tabla 17. Peso relativo de las consultas médicas de personas jóvenes en el sistema de salud por depar-
tamento (2015-2023)

2015 2018 2021 2023
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San Pedro   491.557   664.118   552.515   886.105 

Caaguazú   377.717   671.861   679.436   992.672 

Alto Paraná   955.525   1.127.963   864.632   1.231.128 

Central   328.175   1.506.087   1.904.720   4.035.491 

Canindeyú   168.858   416.304   318.145   455.845 

Pte. Hayes   87.163   188.931   202.983   330.607 

Asunción   376.926   614.763   859.476   1.486.898 

Total país   5.496.734   9.300.910   8.889.343   14.829.177 

Ca
nt

id
ad

 d
e 

co
ns

ul
ta

s 
JO

VE
N

ES

San Pedro   125.353   155.988   134.914   187.457 

Caaguazú   91.167   150.112   161.789   195.843 

Alto Paraná   258.294   302.422   231.117   284.403 

Central   95.205   375.756   435.660   795.637 

Canindeyú   54.445   112.964   91.344   114.402 

Pte. Hayes   23.273   45.804   50.266    90.137 

Asunción   91.817   163.158   201.437   335.567 

Total país   1.388.679   2.218.184   2.084.827   3.101.471 

%
 d

pt
al

San Pedro 25,5% 23,5% 24,4% 21,2%

Caaguazú 24,1% 22,3% 23,8% 19,7%

Alto Paraná 27,0% 26,8% 26,7% 23,1%

Central 29,0% 24,9% 22,9% 19,7%

Canindeyú 32,2% 27,1% 28,7% 25,1%

Pte. Hayes 26,7% 24,2% 24,8% 27,3%

Asunción 24,4% 26,5% 23,4% 22,6%

Total país 25,3% 23,8% 23,5% 20,9%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos mediante la solicitud 82.392. 
MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria. (SAA). Sistema de 
información en salud (HIS).  
*Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
*Datos provisorios a 23/05/2024.
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Según los datos de la tabla 17, entre 2015 y 2023, el peso relativo de las consultas reali-
zadas por jóvenes ha disminuido de manera constante, tanto a nivel nacional como en la 
mayoría de los departamentos. A nivel nacional, se observa una reducción de 4,4 pp en 
las consultas jóvenes, pasando del 25,3 % en 2015 al 20,9 % en 2023. Esta tendencia ge-
neral de disminución sugiere un menor acceso o necesidad de atención médica por parte 
de la población joven en el transcurso de los años.

A nivel departamental, Central experimenta la mayor disminución, con una caída signi-
ficativa de 9,3 pp llegando a ser del 19,7 % en 2023. Canindeyú y Alto Paraná también 
muestran reducciones de 7,1 y 3,9 pp, respectivamente. San Pedro y Caaguazú presentan 
una tendencia similar, con disminuciones de alrededor de 4,3 y 4,4 pp, respectivamente. 
En contraste, Presidente Hayes es la única excepción que muestra un ligero aumento en 
las consultas jóvenes, pasando de 26,7 % en 2015 a 27,3 % en 2023.

Para entender mejor estas variaciones es necesario realizar un análisis más detallado 
de los datos por departamento. La figura 26 muestra la ratio13 de proporcionalidad y la 
discrepancia porcentual14 en las consultas médicas totales y las de los jóvenes entre 2015 
y 2023. Estos indicadores ayudan a observar dónde hay menos acceso o uso de los servi-
cios de salud entre los jóvenes. 

Valores altos como en Central (394 %) indican que, aunque ambas consultas han crecido 
—total y de jóvenes—, la diferencia es mucho mayor a favor del total de la población. En 
cambio, un valor negativo, como en Presidente Hayes (-8 %), muestra que las consultas 
jóvenes crecen más rápido que las totales.

Figura 26. Ratio de proporcionalidad y discrepancia porcentual de las consultas totales y de los jóvenes 
entre 2015 y 2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos mediante la solicitud 82.392. 
MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria. (SAA). Sistema de 
información en salud (HIS).  
*Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
*Datos provisorios a 23/05/2024.

Los datos revelan diferencias importantes en cómo se atiende a los jóvenes en el sistema 
de salud. La mayoría de los territorios: Alto Paraná (0,35), San Pedro (0,62), Canindeyú 
(0,65), Central (0,65) y Caaguazú (0,71), se encuentran con un crecimiento proporcional 
por debajo del promedio nacional (0,73). Es decir que las consultas de jóvenes no crecie-
ron al mismo ritmo que las consultas totales. En contraste, Presidente Hayes (1,02) es el 
único departamento donde las consultas jóvenes crecieron más rápido que las totales, lo 
que refleja un alcance más equilibrado.

En relación con la discrepancia, Central presenta la discrepancia más alta (394 %), lo que 
se explica por el gran crecimiento en las consultas totales, donde si bien las consultas 
jóvenes también aumentaron, no lograron seguir el mismo ritmo. Esto indica que el au-
mento en los servicios de salud no se distribuyó equitativamente entre las diferentes po-
blaciones. De manera similar, Canindeyú (59,8 %), Caaguazú (48 %) y San Pedro (30,7 %) 
muestran discrepancias significativas, evidenciando que las consultas jóvenes quedaron 
relegadas frente al crecimiento general.

Por otro lado, Presidente Hayes, con una discrepancia negativa (-8 %), demuestra que las 
13 La ratio de proporcionalidad mide cuánto crecen las consultas médicas de los jóvenes en relación con las 
consultas totales; por ejemplo, un valor bajo indica que los jóvenes están siendo menos atendidos en com-
paración con el resto de la población.  Una ratio cercana a 1 significa que ambos crecen de forma similar, 
mientras que un valor más bajo indica que las consultas jóvenes crecen mucho menos, lo que puede reflejar 
barreras de acceso o menor atención médica para esta población.
14 La discrepancia porcentual muestra la diferencia entre estos crecimientos, permitiendo identificar posi-
bles brechas en la atención médica que podrían estar afectando más a los jóvenes.
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consultas jóvenes crecieron más rápidamente que las totales, siendo un ejemplo positi-
vo de atención equilibrada. Asunción (29%) también refleja una discrepancia menor en 
comparación con otros departamentos, lo que señala un crecimiento más parejo entre 
las consultas jóvenes y las totales en esta región.

Tabla 18. Consultas de población joven por grupos de edad, sexo y departamento, 2023

15 a 19 años 20 a 24 años 25 a 29 años Joven total % dp-
tal.

F (%) M (%) T F (%) M (%) T F (%) M (%) T F (%) M (%) T

San Pedro 70,2 29,8 60.587 78,1 21,9 61.980 80,2 19,8 64.890 76,3 23,7 187.457 21,2

Caaguazú 74,2 25,8 56.184 80,4 19,6 66.626 81,0 19,0 73.033 78,8 21,2 195.843 19,7

Alto Pa-
raná

70,8 29,2 86.155 76,0 24,0 100.742 76,0 24,0 97.506 74,4 25,6 284.403 23,1

Central 64,0 36,0 248.456 73,8 26,2 272.298 76,2 23,8 274.883 71,6 28,4 795.637 19,7

Canindeyú 76,8 23,2 35.821 82,4 17,6 38.833 82,3 17,7 39.748 80,6 19,4 114.402 25,1

Pte. Hayes 75,9 24,1 29.283 80,4 19,6 30.526 82,3 17,7 30.328 79,6 20,4 90.137 27,3

Asunción 70,1 29,9 90.671 73,2 26,8 120.384 71,7 28,3 124.512 71,8 28,2 335.567 22,6

Total 68,4% 31,6% 950.000 75,9% 24,1% 1.059.676 77,1% 22,9% 1.091.795 74,0% 26,0% 3.101.471 20,9%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos mediante la solicitud 82.392. MSPBS/DIGIES/
DES. Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria. (SAA). Sistema de información en 
salud (HIS).  
*Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
*Datos 2023 provisorios a 23/05/2024.

Al analizar el comportamiento de consultas de salud por departamento en 2023 (tabla 18), la 
tendencia es que: las mujeres jóvenes predominan en el uso de servicios de salud en todos 
los departamentos. En general, las consultas realizadas por mujeres oscilan entre el 64 y el 82 
%, siendo particularmente altas en departamentos como Canindeyú, donde alcanzan hasta 
el 82,4 % en el grupo de 20 a 24 años. Además, el peso relativo de las consultas jóvenes en 
relación con el total departamental varía considerablemente, con Presidente Hayes (27,3 %) y 
Canindeyú (25,1 %) presentando las mayores proporciones, lo que sugiere una alta demanda 
de servicios de salud en la población joven de estas regiones.

Por otro lado, el departamento Central muestra un peso relativo de consultas jóvenes 
más bajo (19,7  %), a pesar de tener el mayor número absoluto de consultas jóvenes 
debido a su alta población. Esta variación en el peso relativo y la distribución de las con-
sultas por sexo subraya la importancia de adaptar las políticas de salud para abordar las 
necesidades específicas de cada región, con un enfoque particular en la salud sexual y 
reproductiva, especialmente en los departamentos con una alta demanda femenina.

Entender el comportamiento de la atención a jóvenes dentro de cada territorio es clave, dado 
que no sólo entra en juego la poca disponibilidad de servicios sino también factores cultu-
rales y sociales: desde la ausencia de chequeos anuales, la minimización de las dolencias al 
estigma y la desinformación, que pueden disuadir a los jóvenes de buscar atención médica, 
particularmente en temas sensibles como la salud sexual y reproductiva. Además, las políti-
cas y programas de salud pública que no priorizan a la juventud, junto con una cobertura de 
seguros inadecuada, pueden estar contribuyendo a la menor utilización de los servicios de 
salud entre los jóvenes en comparación con otros grupos etarios.

Para diseñar intervenciones que busquen equilibrar la atención de salud entre diferentes 
grupos de población, es importante tener en cuenta los factores mencionados. Además, 
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la redistribución equitativa de los recursos, considerando las necesidades específicas de 
los jóvenes, es ineludible para garantizar que esta población tenga acceso a una atención 
de calidad en todo el país. 

Mortalidad
Los números sobre mortalidad de la población joven se caracterizan por un alto índice 
de mortalidad masculina, la cual se da principalmente por causas externas, entre las que 
se encuentran: accidentes de transporte, suicidio y homicidio, en ese orden de participa-
ción (UNPFA/BID, 2023). Los últimos datos del MSPBS muestran una tendencia a la baja 
no sólo en el número de defunciones de la población joven —a excepción de los años de 
la pandemia — sino también el peso relativo de sus muertes con relación al total de la 
población; en 2012 se registraron 1.637 fallecimientos de personas de entre 15 a 29 años 
de edad, representando al 6,4 % del total de fallecimientos, los números en los siguientes 
años son: 1.723 fallecimientos en 2015 (6 %), 1.720 fallecimientos en 2018 (5,5 %), 2.161 
fallecimientos en 2021 (4,1 %) y 1.527 fallecimientos en 2023, representando al 4,4 % del 
total de fallecidos. 

Tabla 19. Peso relativo de la mortalidad juvenil por departamento, 2023 

Departamento Defunciones totales Jóvenes % dptal.

Asunción   3.417    86 2,5%

Central   10.962    374 3,4%

Alto Paraná   2.858    131 4,6%

Caaguazú   2.586    124 4,8%

San Pedro   1.883    126 6,7%

Canindeyú    694    63 9,1%

Nacional   34.616   1.529 4,4%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82.392. MSPBS/DIGIES/DES. Sub-
sistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV). Datos 2023 provisorios 17/05/2024.

En Canindeyú, se destaca la mayor incidencia de mortalidad juvenil con un 9,1 % de las 
defunciones totales correspondientes a jóvenes, lo que equivale a 63 muertes del total. 
San Pedro sigue, con 126 muertes juveniles que representan el 6,7 % del total de defun-
ciones en el departamento, también superando el promedio nacional (4,4%).

Por otro lado, Caaguazú y Alto Paraná presentan una situación intermedia, con porcenta-
jes de mortalidad juvenil del 4,8 y 4,6 %, respectivamente. En Caaguazú, de las defuncio-
nes totales, 124 corresponden a jóvenes, mientras que en Alto Paraná se registraron 131 
muertes juveniles del total de defunciones.

Asunción reporta 86 defunciones juveniles, con el porcentaje de mortalidad juvenil más bajo 
entre los departamentos (2,5 % de un total de 3.417 defunciones). En cambio, Central pre-
senta el mayor número absoluto de defunciones juveniles, con 374 muertes, aunque estas 
representan solo el 3,4 % del total de defunciones. Esto indica que, aunque los números ab-
solutos en Central son elevados, la incidencia relativa de mortalidad juvenil es mayor en otros 
departamentos como Canindeyú y San Pedro, donde las muertes juveniles representan un 
porcentaje significativamente mayor del total de defunciones en el departamento.

Figura 27. Razones de mortalidad de la población joven (2015-2023), total país
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Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82.392. MSPBS/DIGIES/DES. Subsis-
tema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV). Datos 2023 provisorios 17/05/2024

Las enfermedades infecciosas, que tuvieron un aumento significativo en el 2015 (12,5 
%), han disminuido notablemente, representando solo el 1,4 % de las muertes en 2023, 
probablemente debido a mejoras en los servicios de salud y prevención. Las causas per-
inatales y el embarazo, aunque representan una pequeña fracción de la mortalidad, han 
mostrado variabilidad y una ligera constancia respectivamente, con un leve aumento en 
las muertes relacionadas con el embarazo en 2023. 

Tabla 20. Distribución porcentual de defunciones masculinas y femeninas de la población joven, según las causas 
principales (2012-2023)

DEFUNCIONES MASCULINAS

ECTN Infecciosas Perinatales Externas Embarazo Otros Total

2012 14,0% 1,3% 1,3% 65,5% - 17,9% 1.186

2015 16,7% 1,2% 0,3% 60,7% - 21,1% 1.295

2018 14,5% 1,7% 1,0% 56,2% - 26,5% 1.259

2021 13,6% 8,8% 1,0% 52,4% - 24,2% 1.539

2023 16,2% 0,8% 0,3% 28,8% - 53,9% 1.059

DEFUNCIONES FEMENINAS

2012 34,0% 1,4% 1,2% 27,7% 12,8% 31,6% 451

2015 28,3% 1,2% 1,2% 25,5% 11,4% 32,5% 428

2018 27,5% 3,3% 2,6% 25,6% 8,5% 32,5% 461

2021 27,3% 12,7% 1,3% 16,4% 9,6% 32,6% 622

2023 27,4% 0,9% 0,2% 9,8% 8,1% 53,6% 468

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82.392. MSPBS/DIGIES/DES. Sub-
sistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV). Datos 2023 provisorios 17/05/2024

Al analizar los datos de defunción por sexo entre 2012 y 2023 (tabla 20), las defunciones 
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han sido consistentemente más altas entre los varones en comparación con las mujeres. 
La brecha de género en la mortalidad ha disminuido ligeramente con el tiempo.

Las enfermedades crónicas no transmisibles causaron más muertes en porcentaje entre mu-
jeres (27,4 %) que en hombres (16,2 %). Aunque más hombres mueren por esta causa en 
número total, como hay menos mujeres que mueren por causas externas, el porcentaje de 
mujeres que fallecen por enfermedades crónicas es mayor. En cambio, los hombres tuvieron 
una tasa mucho mayor de mortalidad por causas externas (28,8 % frente al 9,8 % en mujeres), 
destacando su mayor vulnerabilidad a accidentes de tránsito y violencia fatal.

Resultados preliminares de la Segunda Encuesta Nacional sobre factores de riesgo de Enfer-
medades No Transmisibles (INE, 2023) muestran que prácticas como el consumo de alcohol 
y tabaco son más prevalente entre los hombres que las mujeres jóvenes15, las mujeres muestran 
mayor participación en el diagnóstico de diabetes (12,6 %) y en la obesidad (37,5 %). 

El embarazo se destaca como una causa de muerte importante en mujeres jóvenes, re-
presentando el 8,1 % de las muertes, mientras que las condiciones perinatales y congéni-
tas y las enfermedades infecciosas presentan incidencias bajas en ambos sexos. 

Figura 28. Mortalidad juvenil por departamento (2023)

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82.392. MSPBS/DIGIES/DES. Sub-
sistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV). Datos 2023 provisorios 17/05/2024

Al desglosar datos por departamentos, Canindeyú, Presidente Hayes y Alto Paraná des-
tacan por sus elevadas tasas de muertes por causas externas, con un 54,0, 29,5 y 29,0 % 
respectivamente. Estos departamentos enfrentan un contexto crítico donde la violencia y 
los accidentes son las principales amenazas para la vida de los jóvenes. Presidente Hayes 
se distingue además por tener la tasa más alta de mortalidad relacionada con el embara-
zo (11,4 %), lo que subraya la necesidad de intervenciones específicas en salud materna 
e infantil.

En tanto, los departamentos de Alto Paraná y Caaguazú muestran un aumento por las 
enfermedades crónicas no transmisibles (ECNT), que representan el 35,9 y 29,8 % de las 
muertes juveniles, respectivamente. Estas cifras, que superan considerablemente el pro-
medio nacional, indican un desafío importante en la atención y prevención de enferme-
dades crónicas en la juventud, particularmente en áreas donde el acceso a servicios de 
salud puede ser limitado.

San Pedro y Central presentan una distribución más equilibrada de las causas de muerte, 
aunque Central se distingue por una baja incidencia de muertes por causas externas (8,0 
%) y una altísima proporción de muertes categorizadas como “Otras” (69,8 %). Esto podría 
reflejar deficiencias en la categorización o el reporte de las causas de muerte, lo cual re-
quiere atención para mejorar la precisión y la calidad de los datos de mortalidad16.

Finalmente, Capital se presenta como una anomalía con solo un 11,6 % de muertes por 
enfermedades crónicas y un 3,5 % por causas externas, pero con un alarmante 84,9 % de 
muertes catalogadas en la categoría de “Otras”. Esto sugiere una posible falta de claridad o 
precisión en la identificación de las causas de muerte en áreas urbanas densamente pobla-
das, lo que podría estar enmascarando problemas de salud subyacentes no identificados 
adecuadamente. Estos patrones destacan la necesidad de políticas de salud que aborden los 

15 El consumo de tabaco es usual para el 19,4 % de los hombres versus el 5,4 % de las mujeres, con una 
prevalencia para el 12,5 % de la población. Mientras que el consumo de alcohol es usual en 71,2 % de los 
hombres versus el 44 % de las mujeres, representando al 557,7 % de la población paraguaya. 
16 Cabe resaltar que los datos del 2023 son provisorios y ante el tamaño del sistema de salud en el depar-
tamento central es necesario proceder a un análisis minucioso de estos datos una vez concluido el periodo 
de carga provisional de los datos. 
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contextos específicos de cada departamento, enfocándose en la prevención de causas exter-

nas en unos, y en la atención a enfermedades crónicas en otros, mientras se mejora la calidad 
del registro y la categorización de las causas de muerte en todo el país.

Por último, la mortalidad juvenil presenta una marcada tendencia hacia una mayor mor-
talidad entre los hombres en todos los departamentos analizados. San Pedro muestra la 
mayor disparidad, con un 73,8 % de las muertes entre hombres y 26,2 % entre mujeres, 
seguido de Canindeyú con un 71,4 % de mortalidad masculina, la alta incidencia de la 
mortalidad por causas externas y masculina muestran un fenómeno a ser atendido den-
tro del departamento. 

Otros departamentos como Caaguazú, Presidente Hayes, Asunción y Central también re-
flejan una mayor proporción de mortalidad masculina, aunque con una brecha menor en 
comparación a los anteriores, con 62,1; 65,9; 66,3 y 66,6 %, respectivamente.

El análisis de la mortalidad juvenil revela disparidades tanto en las causas como en la dis-
tribución geográfica, con un predominio de la mortalidad masculina y una alta incidencia 
de causas externas en varios departamentos. Estas tendencias reflejan la necesidad de 
enfoques diferenciados para abordar los riesgos específicos que enfrentan los jóvenes, 
particularmente en áreas rurales y en contextos de alta vulnerabilidad.

En este marco, la mortalidad materna (MM) entre la población joven también constituye 
una preocupación crítica, con fluctuaciones significativas entre grupos de edad (figura 
29). En 2012, la MM joven representaba un 58,7 % del total de casos, lo que indica una alta 
incidencia en la población juvenil. Llegando a ser un 52,8 % en 2023. Entre los principales 
motivos de MM en 2023 se encuentran “Otras complicaciones del embarazo” (60 %) y el 
aborto y toxemia (13,2 % cada uno).

La mortalidad materna fue particularmente alta en 2021, con 165 casos de MM, de las 
cuales 92 se debieron a afectaciones por COVID-19 (DGVS, sf), mientras que, de los 60 
fallecimientos de la población joven por MM, el 46,6 % se dio por el mismo motivo, que 
tuvo su pico más alto en el primer semestre del 2021 (DGVS, sf). 

Figura 29. Mortalidad materna para la población joven (2012-2023), total país
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Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82.392.  MSPBS/DIGIES/DES. Sub-
sistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV). Datos de 2023 provisorios a 22/05/2024

Al observar la MM por grupos de edad (figura 29), no se logra identificar alguna tenden-
cia estable. Por ejemplo, el peso del grupo de adolescentes (15 a 19 años) fue de 9,8 % 
en 2012, casi se triplicó en 2018, llegando a 21,5 %, para posteriormente pasar a ser de 
15,3% en 2023. Lo mismo sucede en los grupos restantes, donde para 2023 es el grupo de 
mujeres de 25 a 29 años el que tiene el porcentaje más alto de mortalidad materna con 
una participación del 23,6 %. 

Estas fluctuaciones en la mortalidad materna juvenil subrayan la necesidad de un enfo-
que más específico y regionalizado para abordar los riesgos en cada grupo de edad. Los 
datos revelan que, aunque la mortalidad materna joven ha disminuido ligeramente a ni-
vel nacional, en ciertos departamentos los porcentajes de mortalidad siguen siendo altos.

Tabla 21. Mortalidad materna por grupos de edad con relación al total departamental, 2023

2023

15 a 19 
años

20 a 24 
años

25 a 29 
años

Casos jóvenes Casos totales Mortalidad 
joven (% dptal)

San pedro 0,0% 25,0% 25,0% 2 4 50,0%

Caaguazú 10,0% 20,0% 40,0% 7 10 70,0%

Alto Paraná 25,0% 8,3% 16,7% 6 12 50,0%

Central 5,9% 23,5% 23,5% 9 17 52,9%

Canindeyú 0,0% 0,0% 50,0% 1 2 50,0%

Presidente Hayes 42,9% 0,0% 28,6% 5 7 71,4%

Asunción 0,0% 0,0% 0,0% 0 2 0,0%

Nacional 14,9% 13,5% 23,0% 38 74 51,4%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82.392. MSPBS/DIGIES/DES. Sub-
sistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV). Datos de 2023 provisorios a 22/05/2024

En cuanto al peso relativo de la mortalidad materna joven, Caaguazú y Presidente Hayes 
destacan como los departamentos con los mayores porcentajes, con el 70 y el 71,4 % 
respectivamente, con 4 de cada 10 muertes maternas perteneciendo a mujeres de 15 a 
19 años en Presidente Hayes, y la misma proporcionalidad en Caaguazú para mujeres de 
25 a 29 años de edad. 

En contraste, Asunción muestra una situación mucho más favorable, sin registrar muer-
tes maternas jóvenes en 2023. Mientras que Central, San Pedro y Alto Paraná también 
presentan porcentajes de mortalidad materna joven significativos (52,9, 50 y 50 %, res-
pectivamente).

En términos generales, los datos sobre la mortalidad materna joven subrayan la impor-
tancia de continuar fortaleciendo las políticas de salud materna, enfocándose en reducir 
los riesgos en los grupos etarios más jóvenes, especialmente en los departamentos con 
mayores tasas de mortalidad.

Salud sexual y reproductiva
La salud sexual y reproductiva (SSR) de los adolescentes y jóvenes es un tema central 
de debate en los últimos años, debido a su impacto en el bienestar y desarrollo de esta 
población. A medida que los adolescentes y jóvenes inician su vida sexual, enfrentan una 
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serie de desafíos que requieren atención especial. La falta de conocimiento y habilidades 
para tomar decisiones informadas puede llevar a comportamientos sexuales de riesgo, 
que resultan en embarazos no deseados, infecciones de transmisión sexual (ITS) y expo-
sición a situaciones de violencia. Estas problemáticas no solo afectan la salud física de los 
jóvenes, sino que también tienen repercusiones en su salud mental y su desarrollo social.

La adolescencia es una etapa crítica en la que los jóvenes necesitan acceso a información 
y servicios de salud sexual adecuados para evitar riesgos asociados a la falta de prepa-
ración y educación en este ámbito (UNPFA/BID, 2023). Una encuesta realizada en 2016 
reveló que 48,8% de las mujeres de entre 15 y 24 años nunca ha mantenido relaciones 
sexuales; en tanto que, un 12% de las jóvenes han tenido relaciones sexuales con un 
compañero 10 años o más mayor (MSPBS, DGEEC y UNICEF, 2017). Estas cifras evidencian 
la diversidad de experiencias y la necesidad de un enfoque diferenciado y sensible a las 
realidades de cada grupo.

La misma encuesta señala que, aunque el uso del preservativo es relativamente alto en-
tre las jóvenes que tienen relaciones sexuales con parejas no cohabitantes (68,7%), per-
sisten brechas importantes en el acceso y uso consistente de métodos anticonceptivos. 

El enfoque en la SSR no debe limitarse únicamente a la prevención de riesgos, sino tam-
bién a la promoción de una sexualidad saludable y responsable. Según estudios recien-
tes, como el realizado por la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2019), una educa-
ción integral en sexualidad, que incluya aspectos como el consentimiento, las relaciones 
saludables y el autocuidado, es fundamental para empoderar a los jóvenes y reducir las 
tasas de ITS y embarazos no deseados.

Esto requiere no solo educación, sino también el acceso a servicios de salud adecuados y 
accesibles para los jóvenes. Los datos recientes muestran que, aunque ha habido avan-
ces en la atención a SSR, persisten desafíos importantes en términos de acceso y uso de 
estos servicios, especialmente entre varones.

La importancia de la SSR para adolescentes y jóvenes y el acceso a servicios adecuados es 
clave para prevenir riesgos y promover un desarrollo integral.

Figura 30. Participación de personas jóvenes atendidas en consultorio para planificación familiar con 
relación a la población total, 2015 a 2021. 
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Fuente: elaboración propia con base en la respuesta a la solicitud 85271. MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema 
de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de información en salud (HIS).	  
Observación: Elaborado con base al 50% (2015) y 90% (2018) de los datos registrados según información 
proveída por las Regiones Sanitarias. Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
Datos 2023 provisorios a 17/08/2024.

En la figura 30 se puede observar el porcentaje de la población joven atendida en consul-
torios para planificación familiar en relación con la población total, evidenciando una leve 
disminución en la proporción relativa de jóvenes de 15 a 19 años que acceden a estos 
servicios, pasando del 13,2% en 2015 al 12,8% en 2023, con un mínimo de 11,9% en 2021.

En términos generales, si bien el número de personas atendidas ha ido en aumento, ex-
ceptuando el descenso generalizado en la atención y consulta médica ocasionada por la 
pandemia, la participación relativa de la población joven se ha mantenido alrededor del 
50%.

Pese al aumento de personas atendidas en los servicios de planificación familiar, la parti-
cipación relativa de la población joven ha mostrado una tendencia fluctuante no necesa-
riamente proporcional a dicho aumento. Es fundamental analizar cómo esta participación 
se distribuye a lo largo de los diferentes grupos de edad y cómo varía entre los departa-
mentos, para entender mejor las dinámicas subyacentes en el acceso a estos servicios.

La tabla 22 permite ver el progreso relativo de la población joven atendida frente al total 
de las personas atendidas entre 2021 y 2023. Se observa una ligera disminución de la par-
ticipación joven con relación al total de consultas, las que representaron el 52,6 % de la 
población atendida, con una carga casi exclusivamente femenina (97,4 %), y se concentra 
principalmente (38,5 %) en el grupo 25 a 29 años, seguido por el grupo 20 a 24 años (37,1 
%), con el grupo de 15 a 19 años representando al 24,4 % restante. 

Tabla 22. Participación de personas jóvenes atendidas en consultorio para planificación familiar con 
relación a la población total en el departamento, por sexo y según relación proporcional interanual 
(2021-2023)

Por sexos 
(joven)

Por grupos de edad (jóvenes) Peso de las 
consultas 
(jóvenes) / 

2023

Total de 
consultas

2021 - 2023

Fem Mas 15 a 19 
años

20 a 24 
años

25 a 29 
años

TOTAL Ratio de propor-
cionalidad

Discrepancia

San Pedro 98,0% 2,9% 22,6% 36,1% 41,3%   10.241 48,2%   21.244 0,86 6,3%

Caaguazú 97,4% 4,3% 22,1% 37,4% 40,5%   11.006 51,1%   21.558 0,61 5,6%

Alto Paraná 96,7% 5,2% 25,8% 37,4% 36,8%   11.570 55,8%   20.727 0,73 5,7%

Central 97,2% 3,4% 23,9% 37,6% 38,5%   26.963 55,4%   48.632 0,88 3,0%

Canindeyú 97,1% 3,1% 27,5% 37,1% 35,4%   7.981 56,1%   14.215 0,89 1,0%

P r e s i d e n t e 
Hayes

98,7% 2,0% 25,5% 37,0% 37,5%   2.953 56,1%   5.262 0,93 2,5%

Asunción 98,1% 4,2% 29,5% 36,9% 33,6%   7.922 60,9%   13.012 1,05 -3,6%
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Nacional 97,4% 3,9% 24,4% 37,1% 38,5% 122.307 52,6%  232.730 0,86 3,5%

Fuente: elaboración propia con base en la respuesta a la solicitud 85271 
MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de 
información en salud (HIS). 
Observación: El análisis proporcional se realiza entre 2021 y 2023 por emplear la totalidad de los datos existen-
tes a diferencia de 2015 y 2018. Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS 
Datos 2023 provisorios a 17/08/2024

En términos del peso de las consultas de jóvenes en 2023, el promedio nacional fue del 
52,6 %. Departamentos como Canindeyú (56,1 %), Alto Paraná (55,8 %) y Central (55,4 %) 
muestran una alta participación joven en relación con las consultas totales, mientras que 
San Pedro (48,2 %) y Caaguazú (51,1 %) tienen valores más bajos. Asunción, con un 60,9 %, 
registra la mayor proporción de consultas de jóvenes, en parte debido a la concentración 
de servicios de salud en la capital. Cabe destacar que, aunque las mujeres representan 
más del 95 % de las consultas en todos los departamentos, esta feminización refleja roles 
de género que limitan la participación masculina, dejando a los hombres en una posición 
más vulnerable en temas de salud sexual y reproductiva.

La ratio de proporcionalidad nos permite observar los avances o retrocesos al determinar 
si las consultas de jóvenes crecieron al mismo ritmo que las consultas totales entre 2021 
y 2023. A nivel nacional, la ratio promedio del periodo es de 0,86, lo que indica que las 
consultas jóvenes crecieron más lentamente que las totales. Departamentos como Cen-
tral (0,88) y Canindeyú (0,89) están cerca del promedio nacional, mientras que San Pedro 
(0,86), aunque con una ratio similar, refleja un crecimiento idéntico al promedio nacional. 
Por debajo de la tendencia nacional, Caaguazú (0,61) y Alto Paraná (0,73) tienen ratios 
más bajas, evidenciando rezagos significativos en el crecimiento de las consultas jóvenes. 
Por otro lado, Presidente Hayes (0,96) y Asunción (1,05) son los únicos departamentos 
donde las consultas jóvenes crecieron al mismo ritmo o más rápido que las consultas 
totales, reflejando un enfoque más equilibrado.

La menor participación de los hombres jóvenes en las consultas de planificación familiar, 
reflejando roles de género que perpetúa estereotipos, deja a los hombres más vulnera-
bles a problemas de salud relacionados con la SSR (CDE, 2020). La percepción de que las 
mujeres son responsables exclusivas de la salud reproductiva condiciona la planificación 
familiar al ámbito del embarazo, ignorando las necesidades y riesgos masculinos (OPS, 
s.f.). Es fundamental incluir a los hombres no solo como acompañantes en la planifica-
ción familiar, sino como individuos con necesidades propias de salud reproductiva. Su 
participación equitativa es clave para reducir ITS, mejorar la autopercepción sobre la SSR 
y disminuir las violencias relacionadas con esta temática (Coalición VIH, s.f.).

En 2023, los diagnósticos de VIH en la población joven aumentaron un 25,3 % respecto a 
2021, con 748 casos registrados (tabla 23). Este crecimiento supera el promedio nacional. 
Los jóvenes representaron el 45,3% de los nuevos casos, con mayor participación en el 
grupo de 25 a 29 años (20,5 %), seguido por los de 20 a 24 años (19,7 %) y 15 a 19 años (5,1 
%). La incidencia es predominantemente masculina y entre mujeres jóvenes, el VIH está 
relacionado con la gestación: el 68% de las mujeres diagnosticadas estaba embarazada, 
y el 34,6% tenía entre 25 y 29 años, residiendo principalmente en Central (PRONASIDA, 
2023).

En los últimos diez años, se ha observado un aumento de los diagnósticos en jóvenes. En 
el grupo de 15 a 19 años, la tasa pasó de 11,2 por cada 100.000 habitantes en 2012 a 14,1 
en 2019, mientras que en el grupo de 20 a 24 años subió de 35,3 a 43,8. Aunque las tasas 
disminuyeron durante 2020, debido a las limitaciones de acceso a servicios de salud por 
la pandemia, volvieron a crecer en 2021 (MSPBS, 2022a).
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Tabla 23. Incidencia de nuevos casos de VIH de la población joven en relación con el total de nuevos 
casos, 2021 y 2023

  2023 2021 incremento %

  Mujeres Hombres Total % Total %

15 a 19 28 56 84 5,1% 61 4,6% 37,7%

20 a 24 57 269 326 19,7% 237 18,0% 37,6%

25 a 29 70 268 338 20,5% 265 20,1% 27,5%

Jóvenes total 155 593 748 45,3% 563 42,7% 32,9%

Total 414 1237 1651   1318   25,3%

Fuente: Elaboración propia con base en datos del PRONASIDA (2023 y 2021).

Las ITS se encuentran en aumento a nivel mundial, representando significativos desafíos 
para la salud pública17, en especial en lo que respecta al VIH, la hepatitis y la sífilis, siendo 
que esta última tuvo un aumento abrupto luego de la pandemia. 

17 Organización Mundial de la Salud. (2024, mayo 21). Nuevo informe señala un importante aumento en 
las infecciones de transmisión sexual en medio de desafíos en VIH y hepatitis. Organización Mundial de la 
Salud. https://www.who.int/es/news/item/21-05-2024-new-report-flags-major-increase-in-sexually-transmit-
ted-infections---amidst-challenges-in-hiv-and-hepatitis

https://www.who.int/es/news/item/21-05-2024-new-report-flags-major-increase-in-sexually-transmitted-infections---amidst-challenges-in-hiv-and-hepatitis
https://www.who.int/es/news/item/21-05-2024-new-report-flags-major-increase-in-sexually-transmitted-infections---amidst-challenges-in-hiv-and-hepatitis
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Figura 31. Participación relativa de personas jóvenes atendidas en consultorios por enfermedades de 
transmisión sexual, según grupo de edad con relación al total de consultas (2015-2023)

Fuente: Elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 85355. MSPBS/DIGIES/DES. 
Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de información en salud 
(HIS). 
Observaciones: Con base al 50% (2015), 90% (2018) de los datos registrados según información proveída por 
las Regiones Sanitarias. Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
Datos del 2023 provisorios. Fecha de actualización: 20/08/2024.

	 			 

La figura 31 muestra que, entre 2015 y 2023, los casos de jóvenes atendidos por enfer-
medades de transmisión sexual (ETS) en consultorios pasaron de 3.915 a 12.970, más que 
triplicándose en ocho años. Este aumento refleja tanto una posible mayor prevalencia 
como concienciación sobre la necesidad de atención médica para estas enfermedades.  
Por grupos de edad, se observa un cambio en la participación. El grupo de 15 a 19 años 
redujo su proporción del 19,8 % en 2015 al 12,9 % en 2023, mientras que el de 20 a 24 
años se mantuvo estable, subiendo ligeramente del 23,9% al 25,7 %. El grupo de 25 a 29 
años, en cambio, creció, pasando del 18,3 % al 22,8 %, lo que sugiere una mayor inciden-
cia o mejor acceso a los servicios de salud en este grupo.

Un acercamiento detallado (tabla 24) muestra cómo, a nivel nacional, los datos muestran 
que las consultas relacionadas con ITS en la población joven han crecido a un ritmo más 
lento que las consultas totales entre 2021 y 2023, reflejado en una ratio promedio de 0,9. 
Esto indica que las consultas jóvenes crecieron un 10% menos rápido que el promedio 
general. Sin embargo, la tendencia varía entre los departamentos, reflejando diferencias 
significativas en el acceso y uso de los servicios de salud.

Tabla 24. Distribución de consultas de la población joven por infecciones de transmisión sexual por 
departamento, según sexo y tipo de ITS en 2023. Ratio y discrepancia (2021-2023)

Por sexo (joven) En relación a la población joven 2021-2023

F M Bacterianas Otros Herpes VIH Embarazo Sífilis Peso de 
consultas 
(jóvenes)

TOTAL 

dptal.

Ratio Discre-
pancia

Alto Paraná 60,6% 39,4% 54,8% 20,7% 5,1% 15,1% 4,4% 36,4% 43,3% 1409 0,8 0,22

Caaguazú 65,0% 35,0% 53,1% 29,1% 7,6% 9,1% 1,1% 38,9% 46,8% 588 1,1 -0,18

Canindeyú 55,3% 44,7% 60,7% 27,4% 7,7% 0,6% 3,6% 44,6% 50,6% 332 1,0 -0,01

Asunción 33,3% 66,7% 46,2% 15,7% 6,2% 31,8% 0,2% 39,4% 42,3% 3575 0,8 0,19

Central 60,7% 39,3% 60,9% 23,8% 10,4% 3,5% 1,4% 45,0% 47,2% 2804 1,8 -3,66

Presidente Hayes 58,6% 41,4% 56,5% 26,0% 6,5% 7,2% 3,8% 39,7% 49,9% 585 1,0 -0,07

San Pedro 57,1% 42,9% 57,0% 30,7% 10,1% 1,3% 0,9% 26,3% 53,6% 425 0,9 0,06

Total general 53,1% 46,9% 53,4% 24,5% 8,3% 12,4% 1,4% 38,0% 44,5% 12970 0,9 0,05

Fuente: Elaboración propia MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área 
Ambulatoria (SAA). Sistema de información en salud (HIS). 
Observación: Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
Datos del 2023, provisorios. Fecha de actualización: 20/08/2024.

En departamentos como Central, la ratio de 1,8 indica que las consultas jóvenes crecie-
ron un 80 % más rápido que las consultas totales, lo que podría estar relacionado con 
un aumento en la incidencia de ITS, mayores esfuerzos de control o una recuperación en 
la demanda de servicios tras la pandemia. No obstante, el peso relativo de las consultas 
jóvenes en Central sigue siendo del 47,2 %, lo que señala que, aunque ha habido un au-
mento en el acceso, todavía queda margen para ampliar la cobertura.



85

En contraste, departamentos como Alto Paraná y la Capital presentan ratios de 0,8, lo que 
indica que el crecimiento de las consultas jóvenes fue más lento que el promedio general. 
En Alto Paraná, las consultas jóvenes representaron solo el 43,3 % del total, mientras que 
en la Capital el porcentaje fue del 42,3 %. Estos datos sugieren barreras en el acceso para 
los jóvenes, lo cual es preocupante, considerando la importancia de la detección y trata-
miento temprano de ITS en jóvenes.

Departamentos con ratios cercanas al promedio nacional, como Caaguazú (1,1), Canin-
deyú (1,0) y Presidente Hayes (1,0), muestran un crecimiento de consultas jóvenes que 
se mantiene proporcional al total de consultas, con pesos relativos de 50,6 % y 49,9 %, 
respectivamente. Esto sugiere un acceso relativamente equilibrado en estas regiones. Sin 
embargo, en departamentos como San Pedro, con una ratio de 0,9 y un peso relativo de 
53,6%, el crecimiento más lento de las consultas jóvenes podría indicar que, aunque la 
cobertura es moderada, no se están logrando aumentos significativos.

En términos de género, se observa un predominio de las consultas femeninas a nivel 
nacional, con mujeres representando el 53,1% de las consultas jóvenes. Sin embargo, la 
Capital presenta un patrón distinto, donde los hombres jóvenes representaron la mayo-
ría de las consultas (66,7 %). Esto refleja dinámicas específicas en la atención de ITS en la 
Capital, que podrían estar relacionadas con campañas o prácticas de detección dirigidas 
a la población masculina.

Aunque se han logrado avances en algunos departamentos, persisten disparidades signi-
ficativas en el acceso a los servicios de salud relacionados con ITS entre jóvenes. Las ratios 
y discrepancias proporcionan una herramienta valiosa para identificar territorios que re-
quieren mayor atención, especialmente en departamentos como Alto Paraná y Asunción, 
donde el crecimiento de las consultas jóvenes ha sido más lento. Asimismo, las cifras 
destacan la necesidad de un enfoque más inclusivo que garantice la equidad en el acceso 
para todos los jóvenes, independientemente de su género o ubicación geográfica.

Para reducir las tasas de ITS en la población joven, resulta clave garantizar una educación 
sexual integral y accesible, además de ampliar la disponibilidad de métodos preventivos 
y servicios de salud sexual enfocados en las necesidades específicas de esta población. 
Es fundamental eliminar las barreras que limitan el acceso a estos servicios, especial-
mente en departamentos como Central, Caaguazú y Canindeyú, donde se observa un 
aumento significativo en las consultas jóvenes relacionadas con ITS. Asimismo, es impor-
tante fomentar una cultura de chequeo regular y consultas médicas sobre salud sexual 
y reproductiva, promoviendo que estas prácticas se normalicen en todos los grupos de 
edad y sexos, para disminuir los prejuicios y garantizar una atención equitativa, además 
de garantizar la disponibilidad de estos servicios. Este enfoque no solo beneficiará a la 
población joven, sino que contribuirá a fortalecer la salud pública en su conjunto.

Embarazo adolescente
El embarazo en la adolescencia sigue siendo un tema de gran relevancia en el contexto de 
la salud pública, ya que está estrechamente vinculado a la mortalidad materna e infantil 
y perpetúa ciclos de pobreza y enfermedad. En muchos casos, el embarazo en la adoles-
cencia es el resultado de coacción, violencia sexual o uniones forzadas. Además, la edad 
mínima para contraer matrimonio se estableció en 18 años con la Ley 5419/15, lo que 
refuerza la protección de los derechos de las menores (MSPBS, DGEEC y UNICEF, 2017). 
Paraguay cuenta con la segunda tasa de fecundidad adolescente más alta del cono sur, 
donde de cada 100 nacimientos, 20 corresponde a adolescentes de entre 15 y 19 años y 
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donde una de las niñas tiene menos de 15 años18.

El embarazo infantil y adolescente representa una problemática significativa en el país, 
considerando el impacto sobre la vida de niñas y adolescentes, en sus familias y en las 
futuras generaciones, considerando que contribuye a sedimentar las inequidades socia-
les, de género, sanitarias y económicas (UNPFA, 2019). Este problema impacta de manera 
desproporcionada a las niñas y adolescentes de bajos recursos. El 5 % de las adolescentes 
de entre 15 y 19 años que viven en pobreza ha tenido al menos un hijo antes de los 15 
años, un porcentaje que se duplica entre las adolescentes indígenas y que es inexistente 
en las adolescentes del quintil más favorecido. Esto refleja claramente la fuerte conexión 
entre esta problemática y la desigualdad social, que compromete el futuro de miles de 
mujeres, así como del desarrollo humano del país (UNPFA, 2019).

Como se observa en la tabla 25, en 2023, los nacimientos de madres adolescentes de 15 a 
19 años representaron un 11,7 % del total de nacidos vivos en Paraguay, lo que equivale 
a 10.754 nacimientos en este grupo de edad. Esta cifra marca una disminución significa-
tiva en comparación con años anteriores, donde en 2012, los nacimientos en este grupo 
etario constituían el 18,1 % del total, con 19.656 nacidos vivos.

Tabla 25. Cantidad de nacidos vivos interanual por grupos de edad, total país (2012-2023)

18  Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. (2022, agosto 10). Paraguay, segundo país del Cono Sur 
con más embarazos adolescentes. Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. https://portal.mspbs.gov.
py/paraguay-segundo-pais-del-cono-sur-con-mas-embarazos-adolescentes/

https://portal.mspbs.gov.py/paraguay-segundo-pais-del-cono-sur-con-mas-embarazos-adolescentes/
https://portal.mspbs.gov.py/paraguay-segundo-pais-del-cono-sur-con-mas-embarazos-adolescentes/
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Fuente: Elaboración propia con base en datos proveídos en la solicitud 82392 MSPBS/DIGIES/DES. Subsistema 
de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV).	  
Observación: Los datos del año 2023 son provisorios al 17/05/2024.	

El grupo de mujeres de 25 a 29 años ha aumentado su participación en los nacimientos, 
subiendo de 23,4 % en 2012 a 25,8 % en 2023, consolidándose como el grupo con la 
mayor proporción de nacimientos. Esta tendencia refleja que muchas mujeres están eli-
giendo tener hijos a una edad más avanzada. Lo que subraya la necesidad de continuar 
fortaleciendo los servicios de planificación familiar y educación sexual para apoyar a las 
jóvenes en la planificación de sus familias.

Tabla 26.  Cantidad de nacidos vivos por departamentos, 2023

Fuente: Elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82392 MSPBS/DIGIES/DES. Subsistema de 
Información de Estadísticas Vitales (SSIEV).	  
Observación: Los datos del año 2023 son provisorios al 17/05/2024.	
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En 2023, la proporción de nacimientos en la población de 15 a 19 años varió significativa-
mente entre los departamentos, con algunos superando el promedio nacional del 11,7 %.  
Canindeyú, Presidente Hayes y San Pedro muestran las cifras más altas, con 17,0, 16,5 y 
14,6 %, respectivamente, de nacimientos de madres adolescentes, lo que indica un mayor 
riesgo de perpetuar ciclos de pobreza y menor acceso a educación y salud, y subraya la 
necesidad de una intervención urgente en estas áreas.

Un aspecto al que se debe prestar atención es el alto porcentaje de adolescentes con 
múltiples hijos. En San Pedro un 19,4 %, en Alto Paraná, un 18,1 %, en Presidente Hayes 
un 17,5 % y en Caaguazú y Canindeyú, 17,1 % en ambos departamentos, las adolescentes 
de 15 a 19 años tienen dos hijos, mientras que un pequeño pero significativo porcentaje 
ya tiene tres o más hijos. 

Mientras tanto, en Central y Asunción el embarazo adolescente es relativamente menos 
frecuente en comparación con el promedio nacional (11,7 %). En Central, solo el 8,6 % de 
los nacimientos corresponde a adolescentes de 15 a 19 años y en Asunción es del 7,5 %, 
observándose un mayor porcentaje de nacimientos en el grupo de 25 a 29 años. En Cen-
tral, el 27,2 % de los nacimientos son de mujeres de este grupo de edad y en Asunción el 
25,7 %. Esta tendencia refleja un patrón de maternidad a una edad más avanzada en el 
área metropolitana, donde el acceso a recursos y formación es mayor. 

El análisis del embarazo adolescente se puede realizar utilizando la ratio de proporciona-
lidad y la discrepancia porcentual. La ratio de proporcionalidad mide el crecimiento rela-
tivo de nacidos vivos en adolescentes de 15 a 19 años en comparación con el crecimiento 
general de nacidos vivos en toda la población, un valor mayor a 1 significa que los naci-
mientos en adolescentes crecieron más rápido que el promedio general, mientras que un 
valor menor a 1 implica una disminución. En tanto, la discrepancia porcentual cuantifica 
la reducción (o aumento) en la participación de los nacimientos en adolescentes entre dos 
años específicos, ofreciendo una evaluación más precisa del impacto de las políticas de 
salud pública en la reducción del embarazo adolescente.

Tabla 27. Ratio de proporcionalidad y discrepancia porcentual del embarazo adolescente por edad y 
departamento, 2012-2023
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Fuente: Elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 82392 MSPBS/DIGIES/DES. Sub-
sistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV).	  
Observación: Los datos del año 2023 son provisorios al 17/05/2024.	

Los datos sobre el embarazo de niñas de 10 a 14 años muestran una disminución en un 
41% entre 2012 y 2023, pasando de 683 NN reportados a 406 NN en 2023. Los datos del 
MSPBS (2024), no expuestos, muestran la prevalencia del segundo y tercer embarazo en am-
bos años para este grupo de edad. Con 12 NN nacidos como por el segundo embarazo en 
2012 a 14 NN en 2023, mientras que se reporta al menos 1NN como tercer hijo para cada 
año (MSPBS,2024). Ello expone la persistencia de un segmento de niñas altamente vulnera-
bles que no están logrando ser atendidas. El 71,4% de los casos de dos o más embarazos (14 
casos) se encuentran en Amambay (4), Alto Paraná (3) e Itapúa (3) (MSPBS, 2024). 

La tabla 27 evidencia una reducción significativa en el embarazo adolescente entre 2012 
y 2023. A nivel nacional, los nacimientos en adolescentes de 15 a 19 años disminuyeron 
un 45%, reflejando un progreso importante en la prevención de embarazos tempranos. 
Sin embargo, los patrones varían según el departamento, destacando áreas con logros 
consistentes y otras con desafíos persistentes.

Departamentos como Central y Caaguazú siguen de cerca la tendencia nacional, con re-
ducciones del 49 y 46 % en el primer hijo, acompañadas de disminuciones consistentes en 
embarazos múltiples. San Pedro y Alto Paraná muestran una menor reducción en casos 
de tres o más hijos (17 % y 8 %, respectivamente), lo que sugiere dificultades en la preven-
ción de embarazos repetidos. Canindeyú, con una reducción general del 35 % y una ratio 
de 0,7, presenta progresos más uniformes; mientras que, Presidente Hayes, a pesar de 
tener una disminución general más leve (17 %), logra reducciones mayores en embarazos 
múltiples (21 %). En Asunción, la disminución en los embarazos adolescentes es notable 
(62 %), pero los embarazos de más de tres hijos se redujeron solo en un 23 %, reflejando 
que las políticas de prevención inicial han sido más efectivas que aquellas destinadas a 
evitar embarazos subsecuentes.

En general, los datos reflejan un avance en la reducción del embarazo adolescente en todo 
el país, aunque persisten importantes brechas. Los embarazos múltiples siguen siendo 
un desafío crítico, especialmente en departamentos como Presidente Hayes, Canindeyú 
y San Pedro, donde se requiere un enfoque más robusto para atender a las adolescen-
tes más vulnerables y evitar interrupciones en sus trayectorias de vida. Esto refleja que 
muchas adolescentes que se convierten en madres a temprana edad no están recibiendo 
el apoyo necesario para evitar futuros embarazos, perpetuando la exposición a ciclos de 
pobreza y limitando sus oportunidades de desarrollo personal y socioeconómico. 

La salud sexual y reproductiva de los adolescentes sigue siendo un área crítica que re-
quiere estrategias inclusivas y efectivas, enfocadas tanto en las mujeres como en los va-
rones, quienes también tienen un rol clave en este ámbito. Es fundamental fortalecer la 
educación sexual integral y garantizar un acceso equitativo a servicios de salud sexual y 
reproductiva, especialmente en áreas rurales y entre los grupos más vulnerables. 

Los datos resaltan la importancia de implementar políticas que promuevan los derechos 
sexuales y reproductivos de los jóvenes, asegurando que puedan tomar decisiones in-
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formadas, ejercer su autonomía y construir un futuro libre de desigualdades y barreras 
sistémicas.

Salud mental
La salud mental en Paraguay ha sido históricamente relegada, tratada desde una res-
puesta paliativa antes que como una prioridad de salud pública. Esta situación ha dejado 
a muchas personas sin acceso adecuado a los servicios necesarios. Según un informe 
del The Lancet (2021), antes de 2020, los trastornos mentales, incluidos la depresión y la 
ansiedad, ya eran algunas de las principales causas de la carga global de enfermedades. 
Con la llegada de la pandemia de COVID-19, muchos de los factores que deterioran la sa-
lud mental se intensificaron, resultando en un aumento significativo de la prevalencia y la 
carga de estos trastornos, los que de por sí ya tienen una alta incidencia en la población 
adolescente y joven en el mundo19 (OMS, 2021). 

A nivel mundial, la depresión es considerada la principal causa de discapacidad (OMS, 
2023), y se proyecta que para el año 2050 se convierta en la enfermedad no transmi-
sible más prevalente, cuyas proyecciones la ubi-
can en primer lugar para la población de 15 a 49 
años en Paraguay en 202320 (The Lancet, 2024). 
Las barreras para una atención adecuada de la 
salud mental incluyen la falta de recursos, la es-
casez de proveedores capacitados y el estigma 
persistente. En muchos casos, los pacientes per-
manecen sin diagnóstico durante años o reciben 
tratamientos inadecuados, especialmente en 
áreas rurales donde predominan los curanderos 
religiosos y las terapias no basadas en evidencia 
(Reddy, 2010).

En Paraguay, los trastornos de salud mental, in-
cluyendo la depresión y el suicidio, han ganado 
atención mediática y social en los últimos años 
debido al aumento sostenido de muertes por sui-
cidio. A pesar de esto, las políticas públicas han 
sido insuficientes para enfrentar esta crisis. La 
Ley 7018 de Salud Mental, promulgada en 2022, 
busca garantizar la atención y hospitalización 
adecuadas, así como un presupuesto propio para 
los trastornos mentales. Sin embargo, su imple-
mentación ha sido lenta y la falta de avances con-

19 La OMS sostiene que uno de cada siete jóvenes de 10 a 19 años padece algún trastorno mental, un tipo 
de trastorno que supone el 13% de la carga mundial de morbilidad en ese grupo etario (OMS, 2021). 
20 Según el indicador de Años de Vida Saludables Perdidos, que evalúa la carga de enfermedad a nivel po-
blacional, las estimaciones de The Lancet (2024) sitúan a la salud mental como la principal causa de pérdida 
de años de vida en este grupo, con 2.762 casos por cada 100,000 personas, siendo más prevalente entre las 
mujeres (3.376 casos) que entre los hombres (2.206 casos).
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cretos sigue dejando a muchos sin el apoyo necesario, particularmente en áreas fuera de 
Asunción, donde la atención es precaria y la continuidad del tratamiento es irregular21.

Según la Encuesta Global de Salud Escolar realizada por la OMS (2017), casi uno de cada siete 
estudiantes jóvenes (13,8 %) consideró seriamente la posibilidad de suicidarse, con una pre-
valencia mayor entre mujeres (18,1 %) en comparación con varones (9,1 %). Además, un 11,1 
% de los jóvenes reportó sentimientos de soledad, siendo nuevamente las mujeres las más 
afectadas; lo cual fue exacerbado por la pandemia de COVID-19 (The Lancet, 2021).

Un acercamiento a los datos sobre consultas por salud psicológica, intentos de suicidio y fa-
llecimientos por suicidio, permite reflejar la magnitud del problema de la salud mental en la 
población joven, aunque no refleja por completo el alcance del fenómeno, considerando la 
escasa disponibilidad de servicios para la salud mental en el país, así como el hecho de que 
los intentos de suicidios y fallecimientos son solo la punta del iceberg de la problemática.

El panorama de la salud mental juvenil revela una realidad que exige respuestas más con-
tundentes y equitativas. Mientras la atención se ha centrado en los casos más extremos, 
como el suicidio, los datos de consultas muestran que las mujeres jóvenes son quienes 
más buscan ayuda, lo que pone de manifiesto un patrón de género en el acceso a la aten-
ción en salud mental.

Figura 32. Consultas por salud mental en el sistema de salud público por grupos de edad, 2015 a 2023, 
total país

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 85271 del MSPBS/DIGIES/DES. 
Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de información en salud 
(HIS). 
Observación: Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
Datos del 2023 provisorios al 23/05/2024.

Entre 2015 y 2023, el total de consultas de salud mental en el sistema de salud público 
aumentó significativamente, pasando de 57.742 a 286.500 consultas totales; la relación 
entre los sexos en el acceso muestra una tendencia creciente en la participación de mu-
jeres, que pasó de contar con 7.376 consultas, equivalente al 49,9 % de las de jóvenes 
en 2015 a 50.064, equivalente al 56,7 % de las consultas jóvenes en 2023Al desglosar los 
datos por grupos de edad (figura 32), con relación al total de consultas, se observa que 
el grupo de 15 a 19 años ha experimentado un crecimiento constante en su proporción 
21 ABC Color (2023, abril 12). Salud mental: Ley promulgada no avanza mientras aumentan los trastornos 
mentales. ABC. https://www.abc.com.py/nacionales/2023/04/12/salud-mental-ley-promulgada-no-avan-
za-mientras-aumentan-los-trastornos-mentales/

https://www.abc.com.py/nacionales/2023/04/12/salud-mental-ley-promulgada-no-avanza-mientras-aumentan-los-trastornos-mentales/
https://www.abc.com.py/nacionales/2023/04/12/salud-mental-ley-promulgada-no-avanza-mientras-aumentan-los-trastornos-mentales/
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de consultas, subiendo del 7,6 % en 2015 al 11,1 % en 2023, lo que indica una creciente 
necesidad de atención entre los adolescentes. Un reporte regional de UNICEF (2021) esti-
ma que en 2019 la prevalencia de desórdenes de la salud mental en adolescentes de 10 a 
19 años fue del 16,5%, con una tendencia mayor entre las mujeres (17,1 %) que entre los 
varones (15,6 %), la cual aumentó a causa de la pandemia. 

En cuanto a los grupos de 20 a 24 años y 25 a 29 años, estos también han mostrado 
aumentos en sus consultas a lo largo de los años, aunque con fluctuaciones recientes. 
Ambos grupos alcanzaron un pico en 2021 durante la pandemia, con un 11,2 y 11,3 % 
respectivamente, pero disminuyeron ligeramente en 2023.

Es importante señalar que estos datos reflejan únicamente las consultas realizadas en el sistema 
de salud público y no incluyen las consultas en el ámbito privado. Esto podría significar que la 
tendencia entre las generaciones más jóvenes a cuidar su salud mental esté siendo subestimada, 
ya que una parte podría estar optando por servicios de atención privados. Esta invisibilización en 
las estadísticas públicas sugiere que el peso real de la demanda de salud mental entre los jóvenes 
podría ser aún mayor de lo que muestran los datos disponibles, destacando la importancia de 
una visión más integral, que incluya tanto el sector público como el privado.

Un análisis comparativo entre las consultas totales y las consultas de jóvenes, permite de-
terminar si el incremento en la atención de la población joven supera proporcionalmente 
al crecimiento total de consultas en salud mental. Para ello, la ratio de proporcionalidad 
compara directamente el crecimiento de las consultas juveniles con el total, indicando, 
con un valor mayor que 1, que las consultas jóvenes están creciendo más rápido que las 
generales, o, con un valor menor, lo contrario. Por otro lado, la discrepancia porcentual 
mide la diferencia en el ritmo de crecimiento entre ambos grupos; una discrepancia ne-
gativa señala que las consultas juveniles han aumentado proporcionalmente más rápido, 
mientras que una positiva indica que lo hicieron a un ritmo más lento.

La figura 33 muestra que entre 2015 y 2023, las consultas juveniles en salud mental cre-
cieron significativamente en comparación con las consultas totales en casi todos los de-
partamentos. A nivel nacional, el crecimiento juvenil fue 6,2 veces mayor que el total, 
lo que resalta una creciente demanda de atención en salud mental en esta población. 
Departamentos como Central (20,6), Presidente Hayes (14,4) y Capital (12,5) destacan con 
los mayores incrementos, lo que podría reflejar un mayor acceso a servicios o prevalencia 
de problemas de salud mental en los jóvenes de estas zonas.

Figura 33.  Ratio de proporcionalidad y discrepancia porcentual de las consultas totales y de los jóvenes 
entre 2015 y 2023, con relación a la salud mental92
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Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 85271 del MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema 
de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de información en salud (HIS). 
Observación: Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. Datos del 2023 provi-
sorios al 23/05/2024.

Otros departamentos, como Caaguazú (4,3), Canindeyú (2,9) y Alto Paraná (2,6), también 
muestran un aumento, aunque menor que en las áreas antes mencionadas. San Pedro, 
con una ratio de 1,4, tiene un crecimiento más moderado, lo que indica que las consultas 
juveniles crecieron solo ligeramente más rápido que las totales.

La disparidad entre la ratio y la discrepancia en departamentos como Central (-1834 %) y 
Presidente Hayes (-1136 %) refleja un aumento significativo en la proporción de consul-
tas juveniles, lo que subraya la urgencia de priorizar recursos para la atención en salud 
mental de esta población, especialmente en las áreas con ratios más altos y discrepancias 
más marcadas.

La información sobre las consultas por departamentos en 2023 (tabla 28) permite ver 
que, Capital (39,4 %) y Alto Paraná (34,2 %) destacan con el mayor peso relativo de las 
consultas jóvenes, superando el promedio nacional del 29.4 %. Central también muestra 
una alta participación juvenil (26,3 %), seguido por San Pedro con el menor peso relativo 
de consultas jóvenes (22,9 %), indicando una menor representación juvenil en el acceso 
a estos servicios.

Tabla 28.  Consultas de salud mental de la población joven por departamento, 2023 

Por sexos Por grupos de edad (jóvenes)
Total de 

consultas

Peso de las 
consultas 
jóvenes

  Femeni-
no Masculino 15 a 19 

años
20 a 24 
años

25 a 29 
años TOTAL

San Pedro 57,7% 42,3% 30,9% 30,2% 38,9% 1.977 8.615 22,9%

Caaguazú 70,2% 29,8% 27,8% 36,7% 35,5% 6.126 19.582 31,3%

Alto Paraná 52,8% 47,2% 37,2% 30,5% 32,4% 7.125 20.848 34,2%

Central 58,6% 41,4% 41,3% 30,5% 28,2% 20.216 76.874 26,3%

Canindeyú 62,1% 37,9% 31,0% 32,9% 36,1% 1.061 4.191 25,3%

Pte. Hayes 66,5% 33,5% 43,4% 28,7% 27,9% 1.689 5.563 30,4%

Capital 47,5% 52,5% 36,1% 30,9% 33,1% 21.524 54.597 39,4%

Nacional 56,7% 43,3% 36,1% 31,5% 32,4% 87.947 299.054 29,4%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos en la solicitud 85271 del MSPBS/DIGIES/DES. 
Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de información en salud 
(HIS). 
Observación: Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS. 
Datos del 2023 provisorios al 23/05/2024.

La distribución por sexo en la mayoría de los departamentos muestra una predominancia 
femenina, con Caaguazú y Presidente Hayes destacando por su alta proporción de con-
sultas realizadas por mujeres (70 y 66,5 %, respectivamente). En cuanto a los grupos de 
edad, los adolescentes de 15 a 19 años representan una mayor proporción de consultas 
en Presidente Hayes, Central y Capital (43,4; 41,3 y 36,1 %, respectivamente), mientras 
que Caaguazú, Canindeyú y San Pedro muestran una menor representación en este gru-
po etario, con valores significativamente inferiores al promedio nacional (36,1 %).

En términos absolutos, Central reporta el mayor número de consultas totales (76.874), 
reflejando una alta demanda de servicios de salud mental en una región densamente 
poblada. A nivel nacional, se observa que el 29,4 % de las consultas provienen de jóvenes, 
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con una participación femenina del 56,7 %, lo que es consistente con la tendencia obser-
vada en la mayoría de los departamentos.

Suicidios e intento de suicidio
Según la OMS (2021), en 2019 el suicidio es la cuarta razón de defunción en el grupo de 
15 a 29 años en el mundo, su prevalencia va en alta y tuvo su estallido particular durante 
la pandemia en 2021 (FCMUNA, 2023). En cuanto a América Latina, el suicidio ha ido en 
aumento en Paraguay, Ecuador, México, Venezuela, Brasil y Uruguay (Cárdenas y Hachi, 

2024), datos de 2017 ya mostraban una tasa de suicidio de 
10,7 por cada 100.000 habitantes en el país, por encima de la 
media de suicidios a nivel mundial (9,49) (Cárdenas y Hachi, 
2024). 

El suicidio representa un desafío para la salud pública, donde 
la prevención implica no solo factores educativos mediante 
la desestigmatización sino el fortalecimiento de lazos socia-
les y una visión global sobre cómo la prevalencia de ciertas 
creencias culturales que no se vinculan exclusivamente con 
el suicidio inciden en este (Mueller et al, 2021). 

Entre los factores de riesgo en la decisión de autoeliminación 
se encuentran: el entorno social, las dificultades económicas, 
el ámbito laboral, el entorno familiar y las alteraciones men-
tales (Ávila, Moreno y Guacho, 2024); además de la ideación 
suicida (González, 2022). Cuando una persona llega al punto 
de intentar auto eliminarse, ya ha pasado por una serie de 
dificultades en ámbitos psicológicos22, sociales y emocionales 
que no han sido atendidos adecuadamente.

Como se observa en la figura 34, el número de personas 
atendidas en consultorios por intentos de suicidio ha mos-
trado un aumento progresivo en términos absolutos entre 
los años 2015 y 2023, llegando a 178 casos en 2023, con un 
promedio del 68% de 2015 a 2021, descendiendo al 55,6% 

en 2023, debido, principalmente, al aumento de casos para el 
grupo de 10 a 14 años, grupo que reportó 43 casos en dicho año (MSPBS, 2024) signo de 
cómo la problemática de la salud mental inicia a temprana edad. 

22 No todas las personas que deciden suicidarse tienen necesariamente un trastorno mental diagnosti-
cado, aunque es un factor de riesgo significativo, con una tasa del 90% de los casos para países de altos 
ingresos (OMS, sf) debe entenderse que la autoeliminación también es llevada a cabo por personas que 
“no ven una salida” y esto puede deberse a crisis de otras índoles como eventos traumáticos o dificultades 
financieras (Elbogen, y otros, 2020).  

“El número 
de personas 
atendidas en 
consultorios 
por intentos 
de suicidio 

ha mostrado 
un aumento 
progresivo”
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Figura 34. Distribución de casos de intentos de suicidio en jóvenes atendidos en consultorios con rela-
ción al total de casos, discriminados por grupos de edad (2015-2023), total país

CA
N

TI
D

AD
 D

E 
CA

SO
S

Año 15 a 19 años 20 a 24 años 25 a 29 años Casos jóvenes

2015 17 10 7 34

2018 30 9 8 47

2021 44 22 12 78

2023 55 31 13 99

Fuente: elaboración propia con base en datos del MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema de Información de Servi-
cios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de información en salud (HIS).	  
Observación: Elaborado con base en 54% (2015) y 90% (2018) de los datos registrados según información 
proveída por las Regiones Sanitarias. Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS.  
Datos de 2023 provisorios a junio de 2024.							    

En cuanto al peso de los intentos de suicidio por los grupos de edad de interés, se observa 
que el grupo de 15 a 19 años ha representado una de las mayores proporciones de los 
casos a lo largo del tiempo, aunque su participación ha disminuido del 40 % en 2018 al 
30,9 % en 2023, con 55 casos de los 99 casos registrados para la población joven. 

Mientras que los intentos de suicidio en el grupo de 20 a 24 años han disminuido, con un 
pico del 22,2 % en 2015, cayendo al 17,4 % en 2023. A pesar de ser el segundo grupo más 
representado, su participación ha mostrado variabilidad, con la cantidad de casos en au-
mento, 22 casos en 2021 y 31 casos en 2023. Por último, el grupo de 25 a 29 años mostró 
una reducción proporcional, pasando del 15,6 % en 2015 a solo el 7,3 % en 2023, con 12 
y 13 casos respectivamente. 

Los datos provistos por el MSPBS (2024) permite ver que la situación del grupo de 10 a 
14 años se ha agravado: en 2021 se registraron 15 intentos de suicidio, mientras que en 
2023 se registró 43 casos, representando un aumento del 65 % de casos en dicho grupo. 
Al observar la relación proporcional del aumento total de casos entre 2021 y 2023, la tabla 
29 permite ver, con una ratio de 0,53, que el crecimiento de las consultas de jóvenes fue 
más lento que el crecimiento total de consultas.  El crecimiento del fenómeno en adoles-
centes muestra una problemática que requiere respuestas comunitarias inmediatas y no 
solamente un enfoque institucional de salud. El crecimiento del fenómeno en adolescen-
tes no responde a patrones generales, sino a circunstancias específicas que afectan a los 
jóvenes de manera distinta.
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Tabla 29. Consultas por intento de suicidio en la población joven a nivel departamental, por sexo, grupo 
de edad y ratio de proporcionalidad y discrepancia (2021-2023)

  Por sexos (jo-
ven)

Por grupos de edad (jóvenes) Total % joven 2021-2023

  F M 15 a 19 
años

20 a 
24 

años

25 a 29 
años

TOTAL Ratio Disc.

San Pedro 100% 0% 50,0% 50,0% 0,0% 4 6 66,7% 0,00 50%

Caaguazú 83% 17% 66,7% 16,7% 16,7% 12 18 66,7% 0,80 25%

Alto Paraná 60% 40% 20,0% 80,0% 0,0% 5 7 71,4% N/A N/A

Central 57% 43% 52,4% 19,0% 28,6% 21 32 65,6% 0,95 2%

Canindeyú 100% 0% 50,0% 50,0% 0,0% 2 2 100,0% 0,00 -50%

Pte. Hayes 89% 11% 55,6% 33,3% 11,1% 9 16 56,3% 1,55 17%

Capital 80% 20% 60,0% 20,0% 20,0% 5 12 41,7% 0,35 46%

Nacional 74% 26% 55,6% 31,3% 13,1% 99 178 55,6% 0,53 24%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos a partir de la consulta (85271) 
MSPBS/DIGIES/DES. Sub-Sistema de Información de Servicios de Salud Área Ambulatoria (SAA). Sistema de 
información en salud (HIS). 
Obs.: Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS 
Datos de 2023 provisorios a junio 2024	

A nivel nacional, las consultas de jóvenes por intento de suicidio representan el 55,6 % del 
total de consultas. La mayoría de los casos son de mujeres (74 %), con una distribución 
de edad que tiende a concentrarse en el grupo de 15 a 19 años (55,6 %), seguido por el 
grupo de 20 a 24 años (31,3 %). 

Las consultas de jóvenes representan una proporción importante del total de casos en los 
departamentos de Alto Paraná (71,4 %) con 5 casos, San Pedro (66,7 %) con 4 casos, Caa-
guazú (66,7 %) con 12 casos y Central (65,6 %) con 21 casos, todos con una alta presencia 
femenina. En ninguno de estos departamentos el aumento de casos de personas jóvenes 
fue mayor al del total de casos del departamento. 

En Canindeyú los 2 casos registrados en 2023 corresponden exclusivamente a jóvenes, y 
en Presidente Hayes con 16 casos totales, los jóvenes representan el 56,3 %, aquí los ca-
sos de jóvenes crecieron más rápido que el total del departamento. Por último, en Asun-
ción se registró 12 casos, 41,7 % jóvenes, con un incremento menor a la tendencia total. 

Aunque el suicidio juvenil ha mostrado una reducción en 2023 en comparación con el 
pico de 2021, los jóvenes continúan representando una proporción considerable del total 
de casos de suicidio en el país, con una participación estable de aproximadamente el 50% 
en los últimos años.
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Figura 35. Evolución de suicidios y participación proporcional de la población joven por grupos de edad, 
2012-2023

15 a 19 años 20 a 24 años 25 a 29 años Total joven

2012 49 54 33 136

2015 66 79 44 189

2018 84 84 58 226

2021 104 112 77 293

2023 71 74 66 211

Fuente: Elaboración propia con base en datos del MSPBS/DIGIES/DES. Subsistema de Información de Esta-
dísticas Vitales (SSIEV).

La figura fue elaborada con base en 54% (2015) y 90% (2018) de los datos registrados según información 
proveída por las Regiones Sanitarias. Los datos corresponden solo a instituciones dependientes del MSPBS 
Observación: Datos de 2023 provisorios a agosto de 2024.

Los datos de la figura 35 muestran que los suicidios aumentaron significativamente des-
de 2012, cuando se registraron 278 casos, hasta 2021, alcanzando un máximo de 574. 
Este crecimiento refleja un incremento continuo en el número de incidentes durante casi 
una década. En 2023 se redujo considerablemente, con 412 casos registrados, un 28,2 % 
menos que el pico de 2021.

En cuanto a la participación relativa de la población joven, en general fue del 50  %en el 
periodo, iniciando 2012 con un 48,9 % (136 casos) y culminando con 51,2 % en 2023 (211 
casos). En 2023 se registraron 71 suicidios en el grupo de 15 a 19 años, seguido por 74 en 
el de 20 a 24 años y 66 en el de 25 a 29 años. 

El comportamiento interno en relación con el total de casos muestra que el grupo de 15 a 
19 años presentó una tendencia estable, con ligeras fluctuaciones en su participación del 
total de casos (17,6 % en 2012 y 17,2 % en 2023). El grupo de 20 a 24 años experimentó 
un pico en 2015, con el 20,7% de los suicidios, pero luego presentó una disminución pro-
gresiva hasta llegar al 18,0 % en 2023. El grupo de 25 a 29 años destacó por su aumento 
constante, particularmente entre 2021 y 2023, cuando pasó del 13,4 % al 16,0 %.
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Entre 2015 y 2023 (tabla 30) los suicidios en la población joven han crecido un 48 % más 
rápido que los suicidios totales. Sin embargo, la pequeña diferencia del -4 % sugiere que 
este aumento es marginal, aunque sigue siendo importante monitorear su evolución.

Tabla 30. Distribución de suicidios en la población joven por departamento, sexo y grupo etario en 
2023. Ratio de proporcionalidad y discrepancia (2015-2023)

  Por sexos 
(joven)

Por grupos de edad (jóvenes) Consultas % joven 2015-2023

  F M 15 a 19 
años

20 a 24 
años

25 a 29 
años

TOTAL Ratio Discrepancia

San Pedro 50% 50% 25,0% 33,3% 41,7% 12 23 52,2% 0,61 6%

Caaguazú 46% 54% 7,7% 53,8% 38,5% 13 18 72,2% 0,53 -17%

Alto Paraná 29% 71% 34,1% 36,6% 29,3% 41 66 62,1% 0,96 3%

Central 33% 67% 32,7% 44,9% 22,4% 49 96 51,0% 0,84 -4%

Canindeyú 30% 70% 50,0% 0,0% 50,0% 10 16 62,5% 0,86 11%

Pte. Hayes 40% 60% 20,0% 80,0% 0,0% 5 11 45,5% -0,75 39%

Capital 20% 80% 35,0% 20,0% 45,0% 20 45 44,4% 0,82 7%

Nacional 31% 69% 33,6% 35,1% 31,3% 211 412 51,2% 1,48 -4%

Fuente: Elaboración propia con base en MSPBS/DIGIES/DES. Subsistema de Información de Estadísticas Vitales (SSIEV).  
Observación: Datos de 2023 provisorios a agosto de 2024.

A nivel nacional, los jóvenes representan el 51,2 % de los suicidios, con una clara mayoría 
masculina del 69 %. Sin embargo, al analizar los datos por departamentos, emergen pa-
trones diversos tanto en términos de género como de distribución por edad.

En Caaguazú, destaca la mayor proporción de suicidios juveniles, con un 72,2 % del total 
atribuido a esta población. Aunque la mayoría es masculina (54 %), la brecha de género 
es menor que en otras regiones. La mayor concentración de casos se encuentra en el 
grupo de jóvenes de 20 a 24 años, que representan el 53,8 %. En Alto Paraná, los jóvenes 
representan el 62,1 % de los suicidios, con una marcada predominancia masculina (71 %). 
En este departamento, la distribución por edad es más equilibrada, aunque el grupo de 
20 a 24 años muestra una ligera mayor incidencia (36,6 %).

Por su parte, Canindeyú tiene un perfil similar al de Alto Paraná, con un 62,5 % de los suicidios 
siendo juveniles y una mayoría masculina (70 %). Sin embargo, en este caso predominan los 
grupos extremos de edad, de 15 a 19 años y de 25 a 29 años, en lugar de una sola concentra-
ción en un rango intermedio. En San Pedro, el 52,2 % de los suicidios corresponde a jóvenes, 
con una distribución equitativa entre hombres y mujeres, lo que difiere con otros departa-
mentos. El grupo de 25 a 29 años concentra la mayor proporción de casos (41,7 %).

En Central, el panorama es similar al de San Pedro: los jóvenes representan el 51 % de los sui-
cidios, con una mayoría masculina (67 %) y una mayor incidencia en el grupo de 20 a 24 años 
(44,9%). En contraste, Presidente Hayes y la Capital tienen la menor proporción de suicidios 
juveniles. En Presidente Hayes, los jóvenes representan el 45,5% del total, con una mayoría 
masculina (60 %) y un 80 % concentrado en el grupo de 20 a 24 años. Finalmente, en la Capi-
tal, los jóvenes constituyen el 44,4 % de los suicidios, con una predominancia masculina mu-
cho más marcada (80 %) y un mayor peso de los casos en los grupos de 15 a 19 y 25 a 29 años.

El creciente riesgo de suicidio juvenil, acentuado por el incremento en los intentos de 
suicidio, constituye una señal de alerta frente a una posible crisis de mayor magnitud. 
Sin políticas públicas integrales que combinen esfuerzos del sistema de salud y de las 
comunidades, una generación entera de jóvenes podría quedar atrapada en problemas 
no resueltos, con consecuencias graves no solo para su bienestar, sino también para el 
de sus familias y comunidades.
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Violencia basada en género
La violencia contra las mujeres ha alcanzado niveles críticos (Emancipa, 2024). Es fun-
damental comprender que esta problemática no es individual, sino que responde a un 
fenómeno social profundamente arraigado en las desigualdades de género. Esta forma 
de violencia ocurre específicamente “por el mero hecho de ser mujeres” y se agrava por 
factores como los roles y expectativas de género, la posición social subordinada de las 
mujeres y el estatus de quienes ejercen la violencia (Heyzer, 2000).

La violencia contra la mujer constituye además una grave amenaza para la salud pública a 
nivel mundial (OMS, 2013). En Paraguay, durante 2023 se reportaron 45 casos de feminici-
dio, con víctimas cuyas edades oscilan entre los 12 y los 70 años (Emancipa, 2024). A nivel 
global, la pandemia de COVID-19 intensificó la problemática, llevando a las organizacio-
nes internacionales a calificarla como una “pandemia en las sombras” debido al aumento 
de la violencia en contextos de confinamiento (Illie-Cardoza et al., 2023).

El incremento en las denuncias de violencia de género en Paraguay refleja una doble 
realidad. Por un lado, la mayor sensibilización sobre el problema ha empoderado a más 
mujeres y víctimas a romper el silencio y buscar justicia, lo que ha llevado a un aumento 
en el número de denuncias. Por otro, este crecimiento podría no solo evidenciar una ma-
yor disposición a denunciar, sino también un incremento real en los casos de violencia 
de género. Esta situación plantea un desafío para el sistema de justicia y las políticas de 
prevención, que deben fortalecerse rápidamente para responder tanto a la creciente de-
manda de atención como a la posible escalada de violencia en la sociedad.

A continuación, se presenta un análisis de los hechos punibles que afectan mayoritaria-
mente (más del 90 %) a mujeres, adolescentes y niñas. Este análisis se centra en la vio-
lencia sexual, abordando delitos como estupro, coacción sexual, violación y pornografía 
infantil. Además, se examinan hechos punibles relacionados con la violencia basada en 
género, como violencia familiar, trata de personas y feminicidio.

Es importante señalar que las denuncias de estos hechos punibles, especialmente aquellos 
vinculados con la violencia sexual y familiar, no reflejan plenamente la magnitud de la violen-
cia basada en género (Cardoza et al., 2023). Por ello, se complementa este análisis con datos 
de la Encuesta Nacional sobre la Situación de la Mujer en Paraguay (ENSIMUP), realizada en 
2021. Los resultados revelan cuán extendida está la violencia contra las mujeres en el país, 
incluyendo diversas formas de violencia física, psicológica, sexual y económica.

Figura 36.  Prevalencia de la violencia contra las mujeres, por periodo de referencia y tipo de violencia, según 
grupo de edad (%)

Fuente: extraído de ENSIMUP (2021).

https://www.ine.gov.py/ckfinder/userfiles/files/ENSIMUP%20resultados.pdf


100

Según la ENSIMUP, los datos sobre violencia hacia mujeres jóvenes de 18 a 29 años (fi-
gura 36) evidencian una alta prevalencia de agresiones a lo largo de la vida. Más del 85 
% de estas mujeres ha sufrido algún tipo de violencia, siendo la violencia sexual la más 
alarmante, con un 76,9 % de prevalencia. La violencia psicológica también es significativa, 
afectando al 63,7 % de las mujeres, mientras que un 26,2 % ha experimentado violencia 
física y un 20,0 % ha sufrido violencia económica o laboral.

En los últimos 12 meses (2021), el 60 % de las mujeres jóvenes había sido víctima de algún tipo de 
violencia, lo que demuestra que este problema persiste. La violencia sexual sigue siendo destaca-
da, afectando al 46,8 % de las jóvenes durante este periodo, mientras que la violencia psicológica 
tiene una prevalencia del 34,5%. Aunque la violencia física y económica son menos frecuentes en 
este tiempo, sus tasas, del 6,4 y 6,1 % respectivamente, no deben ser ignoradas.

En comparación con otros grupos de edad, las mujeres jóvenes de 18 a 29 años presen-
tan las tasas más altas de prevalencia en casi todas las formas de violencia. Esto resalta 
la urgencia de implementar políticas y acciones específicas para proteger a este grupo, 
con especial énfasis en la reducción de la violencia sexual y psicológica, que son las más 
predominantes en esta población.

Además, considerando el peso que los hechos punibles de violencia de género poseen 
con las mujeres adolescentes, es primordial reconocer que las niñas y adolescentes muje-
res son mucho más susceptibles a la violencia basada en género, iniciando muchas veces 
en el núcleo familiar y acompañándolas en su vida adulta, tanto por parte de sus parejas 
como parte de familiares y allegados; afectando más a las mujeres de escasos recursos y 
a las que pertenecen a grupos minoritarios (OMS, 2021).

En 2023, los datos sobre violencia sexual reflejan que la mayor cantidad de denuncias corres-
pondió a los hechos punibles de coacción y violación, con 932 casos, seguidos por estupro 
con 544 denuncias y pornografía infantil con 108 casos (tabla 31). En Asunción, aunque los 
delitos de estupro y coacción son menos frecuentes que en Central, la situación es especial-
mente alarmante en el caso de la pornografía infantil, que concentra el 57,4 % de los casos 
a nivel nacional. Este delito se convirtió en un foco prioritario en 2021, cuando se registraron 
2.745 hechos punibles en la Capital, lo que significó un aumento del 300 % debido al desman-
telamiento de una red de pornografía infantil con más de 400 usuarios23. 

Tabla 31. Hechos punibles referidos a la violencia sexual por porcentaje de los departamentos, 2023

DEPARTAMENTO Estupro Coacción y violación Pornografía infantil Total 

Asunción 12,9% 14,4% 57,4% 16,8%

San Pedro 6,1% 5,6% 3,7% 5,6%

Caaguazú 9,7% 8,0% 4,6% 8,4%

Alto Paraná 20,2% 13,2% 2,8% 14,9%

Central 44,9% 52,0% 18,5% 47,3%

Canindeyú 2,8% 3,8% 0,0% 3,2%

Presidente Hayes 3,5% 3,0% 0,0% 3,0%

Nacional 544 932 108

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos por el Ministerio Público. Dirección de Tecnolo-
gías de la Información y Comunicación. A 06/09/2024 (Solicitud 85331).  
Obs: los datos corresponden al momento de la denuncia y procesamiento de la información y fueron actua-
lizados conforme a las cantidades ingresadas al último día de cada mes. 

23 ABC Color. (2022, enero 16). Pornografía infantil: 2.796 investigaciones durante el 2021. ABC. https://
www.abc.com.py/nacionales/2022/01/16/pornografia-infantil-2796-investigaciones-durante-el-2021/

https://www.abc.com.py/nacionales/2022/01/16/pornografia-infantil-2796-investigaciones-durante-el-2021/
https://www.abc.com.py/nacionales/2022/01/16/pornografia-infantil-2796-investigaciones-durante-el-2021/
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En Alto Paraná, se registra una alta incidencia en delitos de estupro (20,2 %) y coacción y 
violación (13,2 %). Su baja participación en casos de pornografía infantil (2,8 %) indica que 
el problema en este departamento se concentra principalmente en agresiones físicas y 
sexuales directas, más que en la explotación a través de medios digitales.

Departamentos como San Pedro, Caaguazú, Canindeyú y Presidente Hayes presentan 
una menor incidencia en estos delitos, aunque su relevancia no debe subestimarse. San 
Pedro y Caaguazú concentran entre el 5 % y el 8 % de los casos de estupro, coacción y 
pornografía infantil, mientras que Canindeyú y Presidente Hayes tienen una incidencia 
más baja, pero igualmente significativa, considerando el impacto que estos delitos tienen 
en las comunidades locales.

Un aspecto frecuentemente invisibilizado es la violencia sexual hacia niñas y mujeres indíge-
nas. Presidente Hayes, que alberga el 21,5 % de la población indígena del país (INE, 2024a), 
es un ejemplo de cómo estas comunidades enfrentan una vulnerabilidad extrema frente a 
la explotación sexual y la trata con fines de explotación (CDIA, 2020; Ramírez, 2014). Un indi-
cador clave de esta situación es la cantidad de nacimientos vivos en niñas indígenas de entre 
10 y 19 años. Mientras las tasas nacionales de nacimientos en adolescentes han disminuido, 
en niñas indígenas se observa un aumento del 29 % entre 2017 y 2021 (UNPFA/BID, 2023), 
evidenciando las graves consecuencias de la violencia sexual en estas poblaciones.

En general, los hechos punibles de violencia sexual tienden a concentrarse en los depar-
tamentos más densamente poblados, lo que podría estar relacionado con factores como 
la urbanización, la accesibilidad a servicios de protección y la mayor vulnerabilidad en en-
tornos complejos. Al analizar los datos de 2015 a 2023, se observa el impacto diferenciado 
de estos delitos en distintos grupos de edad (tabla 32).

Tabla 32. Hechos punibles referidos a la violencia sexual por porcentaje de participación de la pobla-
ción joven, 2015-2023

  2015 2018 2021 2023

Estupro 

Total de casos 491 679 757 832

15 años 40,6% 40,5% 33,6% 38,5%

16 años 32,1% 33,7% 37,3% 38,1%

Coacción sexual y violación

Total de casos 1126 1200 1240 1275

14 a 17 años 42,8% 42,4% 43,6% 45,3%

18 a 29 años 31,1% 35,9% 35,2% 34,1%

Pornografía infantil 

Total de casos 733 73 2.796 108

14 a 17 años 75,0% 60,7% 65,0% 75,0%

Total de hechos punibles 

Total de casos 2.350 1.952 4.793 2.215

14 a 17 años 59,1% 54,1% 60,4% 58,5%

18 a 29 años 14,9% 22,1% 9,1% 19,7%

Fuente: elaboración propia con base en datos proveídos por el Ministerio Público. Dirección de Tecnologías 
de la Información y Comunicación. A 06/09/2024 (Solicitud 85331).  
Observación: los datos corresponden al momento de la denuncia y procesamiento de la información y fue-
ron actualizados conforme a las cantidades ingresadas al último día de cada mes. 
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El total de hechos punibles relacionados con la violencia sexual tuvo su pico durante la 
pandemia en 2021 con 4.793 casos, con una posterior reducción en 2023 con 2.215 casos. 
Los adolescentes de 14 a 17 años representan una parte considerable de las víctimas, con 
una participación que se ha mantenido por encima del 50 % en todos los años, alcanzan-
do el 58,5 % en 2023. Mientras tanto, la participación de jóvenes adultos de 18 a 29 años 
ha sido más variable, con un descenso notable del 22,1 % en 2018 al 9,1 % en 2021, antes 
de subir nuevamente al 19,7 % en 2023, ello se debe principalmente al tipo de hechos 
punibles analizados. 

El número total de casos de estupro ha aumentado de 491 en 2015 a 832 en 2023, lo que re-
presenta un incremento del 69,4 %. En el caso de coacción sexual y violación, el número total 
de casos ha crecido ligeramente de 1.126 en 2015 a 1.275 en 2023. En términos de participa-
ción por edades, los adolescentes de 14 a 17 años constituyen un grupo afectado de manera 
constante, con su participación creciendo ligeramente del 42,8% en 2015 al 45,3% en 2023. 
La participación de jóvenes de 18 a 29 años ha sido considerablemente alta a lo largo de los 
años, aunque ha mostrado un leve descenso, pasando del 35,9 % en 2018 al 34,1% en 2023.

Los casos de pornografía infantil presentan fluctuaciones significativas. En 2015, se regis-
traron 733 casos, que luego cayeron abruptamente a 73 en 2018, para después disparar-
se a 2.796 casos en 2021 y 108 casos en 2023. En cuanto a la participación de los jóvenes 
de 14 a 17 años, este grupo ha mantenido una participación extremadamente alta en 
estos delitos, alcanzando el 75,0% en 2023, lo que evidencia la alta vulnerabilidad de los 
adolescentes en este tipo de crímenes.

Los datos reflejan una tendencia al alza en la denuncia de hechos punibles de casos de 
violencia sexual en la última década, con una alta participación de adolescentes en la ma-
yoría de los delitos. El incremento en los casos de pornografía infantil es extremadamente 
alarmante, mientras que la coacción sexual y violación sigue siendo un problema que 
afecta a una proporción considerable de jóvenes y adolescentes. 

Otros datos sobre violencia basada en género referidos a violencia familiar y feminicidios 
han sido obtenidos de manera parcial mediante el Ministerio Público, la Policía Nacional 
y otras fuentes.

Tabla 33. Hechos punibles por violencia familiar por grupos de edad

2018 2019 2020

M F T M F T M F T

14 A 17 años 19,6% 80,4% 46 27,7% 72,3% 65 16,4% 83,6% 159

18 A 29 años 6,3% 93,7% 429 8,7% 91,3% 679 10,2% 89,8% 1.811

Total jóvenes 25,9% 174,1% 475 36,4% 163,6% 744 26,5% 173,5% 1.970

Nacional 9,3% 90,7% 1.458 12,4% 87,6% 2.383 13,7% 86,3% 5.852

Fuente: datos proveídos por el departamento de estadística de la Policía Nacional, solicitud 82.396. 
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Los datos de violencia familiar en jóvenes de 14 a 29 años muestran un claro predominio 
de víctimas femeninas. En el grupo de 14 a 17 años, las mujeres representan entre el 72,3 
y el 83,6% de las víctimas entre 2018 y 2020, con un aumento en los casos reportados de 
46 a 159 en ese período. En el grupo de 18 a 29 años, la tendencia es aún más marcada, 
con más del 89% de los casos afectando a mujeres y un notable incremento en el número 
total de incidentes, pasando de 429 casos en 2018 a 1.811 en 2020. En el total nacional, 
las mujeres constituyen más del 86 % de las víctimas, con una subida significativa en los 
casos reportados, de 1.458 en 2018 a 5.852 en 2020.

Los datos por hechos punibles provenientes del Ministerio Público sobre violencia familiar 
varían de aquellos recabados por la policía nacional (tabla 33). Según esta fuente, los casos 
tuvieron un aumento del 243,3 %, pasando de 10.164 a 34.890 casos. Asunción, que repre-
sentaba en 2015 el 14,4 % del total nacional, experimentó un crecimiento en los reportes, 
aunque su participación porcentual disminuyó ligeramente a 13,6 % en 2023. Otros depar-
tamentos como San Pedro y Caaguazú también vieron un aumento en el número de casos, 
pero su proporción sobre el total nacional se mantuvo relativamente estable o disminuyó 
levemente.

Tabla 34. Datos sobre hechos punibles violencia total 

2015 2018 2021 2023

Total % Total % Total % Total %

Asunción 1.463 14,4% 3.177 14,4% 4.439 14,9% 4.757 13,6%
San Pedro 367 3,6% 868 3,9% 1.126 3,8% 1.339 3,8%
Caaguazú 638 6,3% 1.196 5,4% 1.732 5,8% 1.744 5,0%
Alto Paraná 1.482 14,6% 2.829 12,8% 3.608 12,1% 3.546 10,2%
Central 2.831 27,9% 7.615 34,4% 11.556 38,7% 14.603 41,9%
Canindeyú 163 1,6% 562 2,5% 584 2,0% 656 1,9%
P r e s i d e n t e 
Hayes

264 2,6% 403 1,8% 616 2,1% 770 2,2%

Total 10.164 100,0% 22.134 100,0% 29.887 100,0% 34.890 100,0%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos por el Ministerio Público. Dirección de Tecnologías 
de la Información y Comunicación. A 06/09/2024 (Solicitud 85331).  
Observación: los datos corresponden al momento de la denuncia y procesamiento de la información y fueron 
actualizados conforme a las cantidades ingresadas al último día de cada mes. 
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El departamento de Alto Paraná, que en 2015 representaba el 14,6 % de los casos, mues-
tra una disminución en su peso relativo, bajando al 10,2 % en 2023, pese a registrar un 
aumento en el número absoluto de casos. La tendencia más notable se observa en el 
departamento Central, donde los casos se dispararon, alcanzando el 41,9 % del total en 
2023, un aumento considerable desde el 27,9% en 2015. Este incremento en Central ex-
plica en gran medida la concentración creciente de los reportes en una sola región.

Por otro lado, departamentos como Canindeyú y Presidente Hayes mantienen su partici-
pación porcentual cercana a los niveles originales. 

La tabla 35 muestra la evolución de los casos de feminicidio a nivel nacional, con fluctua-
ciones significativas en los últimos años. En 2021 se registró una disminución a 36 casos 
en comparación con los 59 reportados en 2018. Sin embargo, para 2023 hubo un incre-
mento a 45 casos. La mayoría de las víctimas pertenece al rango de 21 a 30 años, que se 
mantuvo estable en un 36% tanto en 2018 como en 2023, con un leve aumento al 39 % 
en 2021. El grupo de 18 a 20 años, por su parte, experimentó un aumento significativo, 
pasando del 7 % en 2018 al 18 % en 2023.

Tabla 35. Casos de feminicidio por grupos de edad, 2018-2023

2018 2021 2023

0 a 17 años 14% 6% 7%

18 a 20 años 7% 14% 18%

21 a 30 años 36% 39% 36%

Nacional 59 36 45

Tentativa 147 20 44

Departamento

Asunción 5 0 3

Central 14 7 10

Alto Paraná 6 9 8

Canindeyú 3 2 3

Caaguazú 3 3 2

Pdte. Hayes 0 0 1

San Pedro 2 3 2

Fuente: Observatorio de la Mujer, MinMujer (2024)

Por departamentos, Central continúa siendo la región con mayor cantidad de feminici-
dios, aunque sus cifras han variado: de 14 casos en 2018 bajó a 7 en 2021, seguido por 
un repunte a 10 en 2023. Alto Paraná también refleja un incremento, pasando de 6 casos 
en 2018 a 9 en 2021, y manteniéndose con 8 casos en 2023. En Asunción, los casos des-
cendieron de 5 en 2018 a ninguno en 2021, pero volvieron a aumentar a 3 en 2023. Otros 
departamentos, como Caaguazú y Canindeyú, han mostrado mayor estabilidad en sus 
cifras.

Las tentativas de feminicidio registraron una caída significativa de 147 casos en 2018 a 
solo 20 en 2021. Sin embargo, esta cifra volvió a aumentar a 44 casos en 2023, evidencian-
do que no se ha logrado una tendencia sostenida a la baja en los intentos de feminicidio.
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La violencia basada en género, especialmente contra mujeres jóvenes, niñas y adoles-
centes, sigue siendo un problema arraigado en la sociedad paraguaya. Los datos mues-
tran patrones, como el aumento sostenido en las denuncias por delitos sexuales y la 
alta prevalencia de violencia psicológica, física y económica. A pesar de los esfuerzos por 
visibilizar y atender esta problemática, persisten importantes desafíos en la respuesta 
institucional y en el diseño de políticas efectivas para proteger a las víctimas y prevenir 
nuevos actos de violencia.

El análisis también subraya que las niñas y adolescentes son especialmente vulnerables a 
la violencia sexual, lo que enfatiza la urgencia de implementar medidas específicas para 
proteger a este grupo etario. Los departamentos más densamente poblados, como Cen-
tral y Alto Paraná, concentran una mayor cantidad de casos, lo que pone en evidencia la 
necesidad de una distribución más equitativa de recursos de prevención y protección en 
todo el país.

Por lo tanto, es esencial fortalecer las iniciativas destinadas a fomentar la denuncia, pre-
venir la violencia y brindar apoyo a las víctimas. Al mismo tiempo, es crucial abordar las 
causas estructurales que perpetúan la violencia de género. Solo mediante un enfoque in-
tegral y sostenido será posible avanzar hacia una sociedad más segura, equitativa y justa 
para todas las mujeres y niñas.

Oportunidades para las juventudes en el 
contexto de la salud
La perspectiva de oportunidades se enfoca en la libertad real de las personas para 
hacer y ser lo que valoran. En el contexto de la salud, esto no solo implica el acceso a 
servicios médicos, sino que las personas tengan la libertad y capacidad para vivir una 
vida saludable y tomar decisiones informadas sobre su bienestar. La perspectiva de 
Amartya Sen subraya la importancia de que el sistema de salud y las políticas públicas 
generen las condiciones para que todos los ciudadanos puedan ejercer efectivamente 
sus derechos a la salud, sin que existan barreras estructurales que limiten esas 
oportunidades.

El Plan Nacional de Salud Adolescente 2023–2030, en proceso de actualización, establece 
que los adolescentes deben ser protagonistas activos en la construcción de sus vidas, 
ejerciendo sus derechos a una mejor calidad de vida. Sin embargo, la implementación de 
este enfoque enfrenta obstáculos que limitan las oportunidades reales de los jóvenes, 
especialmente en áreas clave como la salud mental, la salud sexual y reproductiva y el 
acceso a servicios de salud en regiones más vulnerables.

Uno de los problemas más evidentes es la falta de equidad en la distribución de los re-
cursos de salud (Amnistía, 2024). A pesar de los avances en infraestructura y consultas 
médicas, estas mejoras no han sido equitativas en todo el país. Las zonas rurales y re-
motas muestran una marcada falta de acceso a los servicios de salud, lo que genera des-
igualdades entre los jóvenes urbanos y rurales. Esto refleja un desafío para el desarrollo 
de capacidades, ya que la salud es un recurso fundamental, en tanto que, sin acceso a 
servicios de salud de calidad, los jóvenes ven restringidas sus oportunidades para crecer 
plenamente y ejercer sus derechos.

En términos de accesibilidad y consultas, el sistema de salud en Paraguay enfrenta dis-
paridades significativas, especialmente en las zonas rurales. A pesar del avance en la im-
plementación de las USF, muchas comunidades carecen de infraestructura suficiente, 
lo que obliga a los habitantes a trasladarse a centros urbanos, incrementando costos y 
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dificultades logísticas. Departamentos como Canindeyú y San Pedro tienen una cobertu-
ra insuficiente, mientras que Central y Asunción concentran la mayoría de los recursos 
especializados. Este desequilibrio afecta particularmente a los jóvenes en áreas rurales, 
quienes tienen un menor acceso a consultas médicas regulares, exacerbando las brechas 
de salud regionales y socioeconómicas.

En cuanto a la mortalidad, los datos muestran una disminución en el peso relativo de las 
muertes juveniles, del 6,4 % en 2012 al 4,4 % en 2023. Sin embargo, las causas externas 
como accidentes, suicidios y homicidios continúan siendo las principales responsables, 
afectando especialmente a los hombres jóvenes. Además, los patrones geográficos reve-
lan que departamentos rurales como Canindeyú y San Pedro presentan tasas de morta-
lidad juvenil relativamente más altas, mientras que, en áreas urbanas, como Asunción y 
Central, la incidencia es menor. La mortalidad materna, aunque en declive, sigue siendo 
preocupante entre mujeres jóvenes, particularmente en zonas con acceso limitado a ser-
vicios de salud.

En cuanto a la SSR, el Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva 2019-2023 ha busca-
do mejorar el acceso a estos servicios, pero persisten brechas importantes. El embarazo 
adolescente sigue siendo una preocupación, especialmente en zonas rurales donde el ac-
ceso a métodos anticonceptivos y la educación sexual es limitado. A pesar del incremento 
en las consultas de planificación familiar, la participación de jóvenes muestra tendencias 
fluctuantes, con una feminización del 97 %. 

Los casos de infecciones de transmisión sexual han aumentado considerablemente, tri-
plicándose desde 2015, y los diagnósticos de VIH en jóvenes crecieron un 32,9 % entre 
2021 y 2023, afectando principalmente al grupo de 25 a 29 años. 

El embarazo adolescente, aunque en descenso, sigue siendo un problema crítico en de-
partamentos rurales y comunidades indígenas, perpetuando desigualdades sociales y 
económicas. La falta de una educación sexual integral y sistemática, debido a resistencias 
sociales y la ausencia de una ley específica, agrava este problema. Desde el punto de vista 
de las oportunidades, esto restringe gravemente el derecho de los jóvenes, en particular 
de las mujeres, a tomar decisiones informadas sobre su salud sexual y reproductiva, limi-
tando así su capacidad para ejercer el control sobre sus propias vidas.

La situación es aún más crítica cuando se trata de la salud mental. El reciente Plan Nacio-
nal de Salud Mental 2024-2030 busca enfrentar este problema, priorizando la prevención 
y tratamiento de trastornos mentales. 

Los datos demuestran que las necesidades en salud mental entre los adolescentes están 
en aumento, con un incremento alarmante en los casos relacionados al suicidio, eviden-
ciado en el aumento de la demanda de servicios de salud mental en el sistema público, 
pasando de 57.742 consultas en 2015 a 286.500 en 2023; significando un desafío para 
cubrir las necesidades, particularmente en áreas rurales y entre los jóvenes, quienes han 
incrementado su participación en las consultas, pasando del 7,6 % en 2015 al 11,1 % en 
2023 en el grupo de 15 a 19 años. Las mujeres representan la mayoría de las consultas 
(56.7 % en 2023), mientras que la participación masculina ha disminuido, lo que podría 
reflejar los estigmas de género relacionados a la salud mental. 

El suicidio juvenil es la cuarta causa de muerte en jóvenes de 15 a 29 años. En 2023, más 
del 50 % de los suicidios correspondieron a jóvenes, con una predominancia masculina 
del 69 %. A pesar de una reducción en los casos totales desde el pico de 574 en 2021 a 
412 en 2023, los datos muestran patrones preocupantes. Los adolescentes de 10 a 14 
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años registraron un aumento en los intentos de suicidio, creciendo un 186 % entre 2021 
y 2023, lo que señala una problemática emergente que requiere atención urgente. De-
partamentos como Caaguazú y Alto Paraná tienen las tasas más altas de suicidio juvenil, 
mientras que Central concentra el mayor número absoluto de casos, lo que refleja dispa-
ridades geográficas significativas.

La crisis de la salud mental es visible muchas veces demasiado tarde y condiciona severa-
mente las posibilidades de los jóvenes, afectando su bienestar y su capacidad para parti-
cipar activamente en la sociedad. La respuesta debe ir más allá del tratamiento médico, 
enfocándose en políticas que promuevan la salud mental como un derecho humano fun-
damental desde un enfoque comunitario a fin de ofrecer a los jóvenes las herramientas 
necesarias para su bienestar emocional y social.

El aumento de la violencia basada en género, en especial contra niñas y adolescentes, es 
otro problema que requiere atención urgente. En 2023, se registraron 45 feminicidios, 
con un incremento en las tentativas de asesinato. Más del 85 % de las mujeres jóvenes ha 
experimentado algún tipo de violencia, siendo la sexual y psicológica las más prevalentes 
(ENSIMUP, 2021). Los delitos sexuales como coacción y violación afectan principalmente a 
adolescentes de 14 a 17 años, mientras que la pornografía infantil sigue siendo una ame-
naza creciente en entornos digitales. La violencia familiar también muestra un aumento 
sostenido, con una clara concentración en departamentos como Central y Alto Paraná. 
Estas cifras subrayan la necesidad de políticas integrales para proteger a las mujeres y 
niñas, abordar las causas estructurales de la violencia y mejorar la respuesta institucional.

Aunque existen planes para prevenir y atender la violencia desde el sistema de salud, 
como el Plan Nacional de Prevención y Atención a la Violencia Basada en Género 2020-
2025, los datos reflejan un aumento en los casos de violencia sexual y feminicidios. Este 
tipo de violencia no solo afecta la salud física y emocional de las jóvenes, sino que, tam-
bién limita su capacidad para participar en la vida pública, restringiendo sus libertades 
fundamentales y oportunidades de desarrollo. Es crucial que se refuercen las políticas 
de prevención y protección para garantizar que las mujeres jóvenes puedan vivir en un 
entorno seguro, libre de violencia y con las condiciones necesarias para realizar sus po-
tencialidades.

La descentralización del sistema de salud sigue siendo un reto. A pesar de estar prevista 
por ley, el proceso ha sido lento y las regiones más vulnerables son las que sufren más 
debido a la falta de recursos y de capacidad de gestión local (Giménez, Rodríguez, & Pe-
ralta, 2016). Esto perpetúa la desigualdad en el acceso a servicios de salud, lo que afecta 
directamente a los jóvenes que viven en estas áreas, reduciendo sus opciones y limitando 
su desarrollo. Para garantizar un acceso equitativo es fundamental avanzar en la descen-
tralización efectiva del sistema de salud, con mayor inversión en recursos y formación 
para las comunidades locales.

Los problemas de acceso desigual, los crecientes desafíos de salud mental, las brechas en 
la salud sexual y reproductiva, y la violencia basada en género son áreas que requieren in-
tervenciones urgentes. Las políticas públicas no solo deben asegurar el acceso a servicios 
de salud, sino que también promover las condiciones necesarias para que los jóvenes 
puedan desarrollar plenamente sus capacidades, ejercer sus libertades y ser verdaderos 
protagonistas de sus propias vidas.
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Acercamiento a la protección social 
Desde la perspectiva de Amartya Sen, la seguridad social juega un papel crucial en el desa-
rrollo humano, ya que no solo garantiza la protección contra riesgos y vulnerabilidades, sino 
que también permite a las personas sostener sus capacidades y continuar persiguiendo sus 
objetivos de vida.

En este sentido, la red de seguridad social, como lo sería el seguro por desempleo o las 
transferencias monetarias, no solo ofrece una mitigación frente a la pobreza extrema, sino 
que actúa como una herramienta que protege a las personas, permitiendo que sigan desa-
rrollándose, incluso frente a crisis económicas o desastres. Para Sen, estas protecciones son 
esenciales para que los individuos puedan ejercer su libertad de elección y continuar con 
sus aspiraciones, manteniendo una vida digna y minimizando las barreras que limitan sus 
oportunidades.

El sistema de protección social en Paraguay se sostiene sobre tres pilares clave (Rojas Viñales (2021):

•	 El sistema contributivo, que se financia con las aportaciones de los trabajadores, 
empleadores y el Estado. Está diseñado para ofrecer beneficios como pensiones y 
jubilaciones a quienes han contribuido a lo largo de su vida laboral. Sin embargo, su 
alcance es limitado, ya que solo una pequeña parte de la población trabajadora está 
empleada formalmente, lo que deja a muchos sin acceso a estos beneficios.

•	 El sistema no contributivo, que se financia a través de fondos públicos y está diri-
gido a quienes no pueden acceder al sistema contributivo. Incluye programas como 
Tekoporã y la Pensión Alimentaria para adultos mayores, cuyo objetivo es brindar 
apoyo a las personas en situación de vulnerabilidad. Su cobertura sigue siendo insu-
ficiente, ya que no llega a todas las personas que lo necesitan.

•	 Las políticas del mercado de trabajo, que están enfocadas en regular las condicio-
nes laborales y promover la creación de empleo. Sin embargo, la alta informalidad en 
el empleo dificulta que estas políticas logren su objetivo, ya que una gran cantidad de 
trabajadores no tienen acceso a los beneficios de seguridad social.

En este sentido, la población joven en Paraguay enfrenta múltiples desafíos en cuanto a la 
protección social (Rojas Viñales, 2021). Uno de los principales problemas es la alta informali-
dad en el empleo, lo que impide a muchos jóvenes acceder a beneficios de seguridad social. 
Esta situación se agrava por la falta de aportes regulares a sistemas de jubilación y salud, lo 
que deja a una gran parte de la juventud en condiciones de vulnerabilidad, sin una red de 
protección adecuada para enfrentar crisis laborales o de salud.

Otro desafío importante es la precariedad laboral, los jóvenes suelen enfrentarse a mayores 
tasas de desempleo y condiciones de trabajo inestables. La falta de experiencia y la intensa 
competencia en el mercado laboral contribuyen a esta situación, dificultando su inserción 
en empleos formales y seguros. Las condiciones de trabajo, especialmente en el sector infor-
mal, agravan esta vulnerabilidad al limitar su acceso a derechos laborales, como pensiones 
y atención médica.

A esto se suma una marcada desigualdad de género (Rojas Viñales, 2021). Aunque la parti-
cipación de las mujeres jóvenes en el mercado laboral ha aumentado en los últimos años, 
todavía enfrentan barreras importantes, como salarios más bajos y menos oportunidades 
en comparación con los hombres. Además, muchas mujeres jóvenes deben lidiar con una 
carga considerable de trabajo no remunerado, lo que reduce su capacidad para participar 
plenamente en el mercado laboral y acceder a protección social.

La combinación de alta informalidad, precariedad laboral y desigualdades de género crea una situación 
de vulnerabilidad que requiere políticas específicas y efectivas para promover la inclusión laboral de ma-
nera equitativa y garantizar el acceso a sistemas de protección social de las juventudes.
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Pilar contributivo
En cuanto al sistema contributivo, Paraguay tiene importantes desafíos en este ámbito, 
especialmente entre la juventud. Con un 80 % de los jóvenes ocupados fuera del sistema 
de seguridad social en 2021, el acceso a protección básica, como atención médica y pen-
siones es extremadamente limitado (UNPFA/BID, 2023). Esta falta de cobertura socava las 
capacidades de los jóvenes para mejorar sus condiciones de vida y alcanzar un nivel de 
desarrollo humano adecuado.

Particularmente preocupante es la situación de las mujeres jóvenes en áreas rurales, 
donde solo un 10 % aporta a alguna caja de jubilación (UNPFA/BID, 2023). Esta exclu-
sión perpetúa ciclos de pobreza y desigualdad, afectando de manera significativa su au-
tonomía económica y bienestar futuro. La pandemia de COVID-19 ha exacerbado estas 
vulnerabilidades, destacando la fragilidad del sistema de protección social y afectando 
gravemente a los jóvenes (UNPFA/BID, 2023). Las medidas de seguridad social adecuadas 
no solo deberían proteger a los individuos en tiempos de crisis, sino también facilitarles 
la recuperación y el desarrollo posterior.

Tabla 36. Población ocupada de 15 a 29 años que no aporta a una caja de jubilación según grupos de 
edad, por área de residencia y sexo (%), Paraguay, 2021

SEGÚN RESIDENCIA

Total Urbana Rural

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres

15 a 19 años 93,3% 92,9% 94,1% 89,4% 88,1% 91,2% 98,0% 97,5% 99,3%

20 a 24 años 75,6% 74,2% 77,6% 69,1% 67,2% 71,7% 88,3% 86,5% 91,2%

25 a 29 años 70,2% 69,1% 71,5% 65,2% 63,4% 67,5% 79,8% 79,0% 81,1%

Total jóve-
nes 76,7% 76,1% 77,7% 70,7% 69,1% 72,8% 87,3% 86,7% 88,4%

SEGÚN LENGUA

Guaraní Guaraní y Castellano Castellano

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres

5 a 19 años 97,7% 96,8% 100,0% 91,5% 89,9% 93,7% 89,4% 88,4% 90,7%

20 a 24 años 90,5% 89,4% 93,5% 73,6% 69,4% 79,3% 64,8% 60,8% 68,8%

25 a 29 años 82,8% 83,7% 81,0% 68,7% 65,2% 73,0% 60,9% 58,9% 63,1%

Total jóve-
nes 89,6% 89,5% 89,8% 74,2% 71,0% 78,4% 67,0% 64,8% 69,3%

Fuente: UNPFA/BID (2023).

Los datos para 2023 (tabla 36) muestran que el porcentaje de jóvenes que no aportan a una 
caja de jubilación es sumamente elevado tanto en áreas urbanas como rurales, con una mar-
cada disparidad de género entre las áreas. Entre los jóvenes de 15 a 19 años, el 93,3 % no 
aporta, y esta cifra aumenta significativamente en áreas rurales, donde el 98 % de los jóvenes 
no están cubiertos, alcanzando un 99,3 % entre las mujeres. Para el grupo de 20 a 24 años, el 
75,6 % no realiza aportes, con una mayor disparidad en áreas rurales (88,3 %). En el grupo de 
25 a 29 años, el 70,2% no está cubierto, con diferencias marcadas entre zonas urbanas (65,2 
%) y rurales (79,8 %). En general, el 76,7 % de los jóvenes en el país carecen de cobertura, 
siendo las mujeres y los residentes rurales los más vulnerables.
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En cuanto a la cobertura por lengua, el 89,6 % del total de los jóvenes que hablan guaraní 
no aporta a una caja de jubilación. Entre ellos, hay una diferencia muy leve entre hombres 
(89,5 %) y mujeres (89,8%), mostrando que ambos sexos enfrentan una exclusión similar. 
Entre los jóvenes que hablan tanto guaraní como castellano, el porcentaje es del 74,2 %, 
con los hombres menos afectados (71,0 %) que las mujeres (78,4 %). En los jóvenes que 
solo hablan castellano, el 67% no aporta, con una mayor proporción de mujeres (69,3 %) 
en esta situación frente al 64,8 % de los hombres.

Es decir, persiste la exclusión del sistema de jubilación hacia los jóvenes, con brechas 
significativas relacionadas con el lugar de residencia y el idioma. Las mujeres rurales y 
los hablantes guaraní son los grupos más vulnerables, lo que sugiere que las políticas 
públicas deben enfocarse en cerrar estas brechas y aumentar el acceso a los sistemas de 
jubilación para estos sectores. Si no se atienden estas disparidades, las consecuencias a 
largo plazo para la seguridad social y el bienestar de los jóvenes podrían ser graves, per-
petuando la inequidad socioeconómica en el país.

Figura 37. Población ocupada de 15 a 29 años que no aporta a una caja de jubilación por departamento, 2023

Fuente: elaboración propia con base en la EPH, 2023.

El análisis por departamentos visibiliza aún más la amplitud de la brecha a lo largo del territo-
rio. Los niveles más altos de no cobertura se encuentran en Caaguazú y San Pedro, donde 
aproximadamente el 91 % de la población joven no está aportando al sistema, seguidos 
de cerca por Canindeyú, con un 89,7 %. Otro departamento con porcentajes altos de no 
aporte es Alto Paraná (77,4 %).

Por otro lado, los departamentos de Presidente Hayes (64,7 %), Central (63,8 %) y Asun-
ción (58,4 %) presentan los niveles más bajos de no aporte, por debajo del promedio 
nacional (76,7 %). Es decir, que las zonas urbanas y cercanas a Asunción tienen una me-
jor cobertura jubilatoria. Además, si bien el tamaño muestral no permite realizar ciertos 
procesamientos es necesario siempre considerar que las disparidades analizadas en la 
figura 37, como el sexo, el área de residencia y la lengua declarada persisten a lo largo del 
territorio.

Para abordar los problemas relacionados con el acceso de los jóvenes al sistema con-
tributivo de protección social, UNPFA/BID (2023) propone diversas medidas. Entre ellas, 
destaca la necesidad de formalizar el empleo juvenil mediante políticas que incentiven la 
participación en el sistema de seguridad social y la creación de programas de capacita-
ción alineados con las demandas del mercado laboral. También se resalta la importancia 
de fomentar el emprendimiento juvenil a través de acceso a financiamiento y asistencia 
técnica, desarrollar políticas de inclusión de género que reduzcan las desigualdades en el 
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acceso al empleo y mejorar la fiscalización laboral en los sectores informales. Estas accio-
nes deben complementarse con un rediseño del sistema de seguridad social, haciéndolo 
más accesible y adaptable a las necesidades de los jóvenes.

El pilar contributivo enfrenta importantes desafíos en Paraguay, especialmente en un 
contexto caracterizado por alta informalidad laboral, precariedad y marcadas desigual-
dades de género. Más del 76 % de los jóvenes no contribuyen a un sistema de jubilación, 
con disparidades más pronunciadas en áreas rurales y entre mujeres jóvenes, lo que 
perpetúa ciclos de exclusión y vulnerabilidad. Esta falta de acceso expone a los jóvenes a 
riesgos económicos y sociales que afectan su capacidad para construir una vida digna y 
sostenible.

La débil participación en el pilar contributivo representa un riesgo para la sociedad pa-
raguaya en su conjunto. Si el sistema no logra ampliar su alcance y colapsa, la población 
envejecida dependerá de sus hijos para sostenerse, lo que podría intensificar el peso del 
trabajo de cuidado en las mujeres jóvenes, condicionando aún más sus oportunidades 
de desarrollo personal y profesional. Por lo tanto, es urgente implementar políticas que 
promuevan la formalización del empleo juvenil, mejoren las condiciones laborales y ase-
guren que los sistemas de seguridad social sean inclusivos y accesibles. Estas reformas 
son esenciales para fortalecer el impacto del pilar contributivo, garantizar que los jóvenes 
puedan ejercer plenamente sus derechos, reducir las desigualdades y contribuir de ma-
nera activa al desarrollo sostenible del país.

Pilar no contributivo
Actualmente, el gobierno Nacional de Paraguay se encuentra implementando el Siste-
ma de Protección Social ¡Vamos! con el objetivo de promover la inclusión social integral, 
la cohesión social a largo plazo y mejorar la eficacia de las políticas sociales (Gabinete 
Social, 2021). El mismo hace énfasis en priorizar a los sectores más desfavorecidos de la 
población a fin de asegurar su protección ante riesgos que afecten el acceso a derechos 
fundamentales, como la educación, la salud y el empleo.

¡Vamos! articula las estrategias del sector público a lo largo del ciclo de vida de las perso-
nas y se basa en tres pilares fundamentales: a) Integración Social, que incluye políticas 
universales y selectivas dirigidas a personas en situación de pobreza; b) Inserción Laboral 
y Productiva, centrada en políticas de inclusión y regulación del trabajo; c) Seguridad So-
cial, que abarca tanto políticas contributivas como no contributivas.

Si bien la población joven está contemplada como parte de los grupos de “logro”, las es-
trategias relacionadas con la juventud se presentan de manera transversal, integrándose 
en los pilares generales de ¡Vamos! Las iniciativas para jóvenes están implícitas en las ac-
ciones dirigidas a la inserción laboral, educación y prevención de vulnerabilidades, pero 
no se detallan estrategias específicas para este grupo, como si lo tienen para niños, niñas 
y adolescentes (NNA), personas con discapacidad, adultos mayores y población indígena. 

Según el Ministerio de Desarrollo Social (MDS), al cierre de 2022 ¡Vamos! mostró avances 
significativos. Se activaron espacios de coordinación interinstitucional y se fortalecieron 
las Mesas Técnicas, lo que facilitó la atención a poblaciones vulnerables, incluyendo la 
primera infancia, adultos mayores, mujeres y comunidades indígenas. Es necesario acla-
rar que la ejecución del programa ¡Vamos! aún no abarca la totalidad del territorio nacional. 

En cuanto a los programas actualmente vigentes dentro del sistema no contributivo, Paraguay 
cuenta con tres programas de transferencia monetaria emblemáticos: la Pensión para Adultos 
Mayores, Abrazo y Tekoporã. De estos, dos incluyen directamente a la población de interés. 
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Tekoporã es implementado por el MDS, está dirigido a la protección y promoción de fa-
milias en situación de pobreza y vulnerabilidad. Busca mejorar la calidad de vida de los 
participantes facilitando el acceso a derechos (MDS, s.f.) mediante el acompañamiento 
sociofamiliar y comunitario, además de proporcionar transferencias monetarias. Las 
transferencias se componen de un bono alimentario y un bono familiar, y se prioriza a las 
mujeres como titulares del subsidio. Cabe resaltar que el programa también promueve 
la participación ciudadana y busca cortar la transmisión intergeneracional de la pobreza.

Figura 38. Participantes del programa Tekoporã, según total de beneficiario y hogares, 2015-2023 

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos por el MDS (86055). 

Los datos del programa Tekoporã expuestos en la figura 38, revelan una tendencia de cre-
cimiento en la cantidad de hogares beneficiarios a lo largo de los años, aunque con una 
disminución en el número total de beneficiarios. En 2015, el programa incluía a 131.159 
hogares y tenía a 672.367 participantes, mientras que, en 2023, la cantidad de hogares 
aumentó a 180.111, pero el número de participantes disminuyó a 533.717.

En 2015, el 67 % de los hogares beneficiados incluían adolescentes, cifra que disminuyó 
de manera constante hasta llegar al 29% en 2023. Aunque el programa ha alcanzado a 
más hogares en términos absolutos, el porcentaje de hogares con adolescentes ha baja-
do de manera significativa.

En cuanto a los jóvenes, se ve que el porcentaje de hogares con jóvenes de 15 a 29 años 
ha disminuido de manera constante. En 2015, el 78 % de los hogares beneficiarios in-
cluían jóvenes, pero esta cifra ha bajado a 60,7 % en 2023. Esto sugiere que, aunque el 
programa sigue expandiéndose en términos de alcance, está perdiendo cobertura en lo 
que respecta a la población joven y adolescente. 
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Tabla 37. Participantes del programa de Tekoporã por departamentos según beneficiario y hogares, 2023 

Cantidad de hoga-
res

Total de beneficia-
rios

Hogares con jóvenes Hogares con adolescentes

Total. % Total % Total % Total %

Alto Paraná 13687 7,6% 42095 7,9% 8534 62,4% 4683 34,2%

Asunción 1131 0,6% 3539 0,7% 647 57,2% 334 29,5%

Caaguazú 28463 15,8% 79459 14,9% 15893 55,8% 7392 26,0%

Canindeyú 9848 5,5% 29812 5,6% 6671 67,7% 2742 27,8%

Central 10965 6,1% 35444 6,6% 6543 59,7% 3938 35,9%

Presidente Hayes 8823 4,9% 27851 5,2% 6180 70,0% 3302 37,4%

San Pedro 23073 12,8% 67189 12,6% 13727 59,5% 4744 20,6%

Nacional 180111 100,0% 533717 100,0% 109344 60,7% 51374 28,5%

Fuente: elaboración propia con base en datos proveídos por el MDS (86055). 

Como se observa en la tabla 37, los departamentos con mayor participación en el pro-
grama fueron Caaguazú, San Pedro y Alto Paraná, que juntos representan un poco más 
de un tercio de los hogares participantes a nivel nacional (36,2 %). Al observar los datos 
dentro de los departamentos, se ve que en términos de porcentaje de hogares con jóve-
nes, Presidente Hayes y Canindeyú destacan, con el 70 y el 67,7 % de los hogares respec-
tivamente, lo que sugiere una mayor dependencia del programa por parte de familias en 
estas áreas rurales. 

Los hogares con más adolescentes son Presidente Hayes (37,4 %) y Central (35,9 %). En 
cuanto a hogares con jóvenes, Caaguazú y Asunción presentan los menores porcentajes 
(55,8 y 57,2 %, respectivamente). Central, a pesar de su urbanización, sigue mostrando 
una participación importante de adolescentes (35,9 %), reflejando una mezcla de necesi-
dades tanto en áreas urbanas como rurales. 

En resumen, el programa Tekoporã tiene una mayor inserción y relevancia en áreas ru-
rales, donde la presencia de hogares con jóvenes y adolescentes es más pronunciada, lo 
que resalta las disparidades entre las zonas rurales y urbanas en términos de dependen-
cia del programa.

En cuanto al programa Abrazo24, muestra un incremento constante en el número de ho-
gares beneficiarios, pasando de 3.312 hogares en 2018 a 4.226 en 2023, lo que representa 
un aumento del 27,6 % en el periodo analizado. Este crecimiento refleja un mayor alcance 
del programa en términos de hogares apoyados. El número de personas totales benefi-
ciadas también ha aumentado, aunque de manera más moderada, con un incremento de 
1.016 personas entre 2018 y 2023.

24 No se pudo acceder a los datos específicos sobre población joven y adolescente.
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Figura 39. Participantes del Programa Abrazo, 2018-2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos por en MINNA (81224)

Respecto a la cantidad de NNA beneficiarios, se observa un crecimiento similar al de los 
hogares, con un incremento de 10 % en el mismo periodo, pasando de 10.389 en 2018 
a 11.405 en 2023. Este crecimiento refleja la efectividad del programa en llegar a un ma-
yor número de NNA en situación de vulnerabilidad, con un aumento progresivo en los 
últimos tres años, lo que sugiere que el programa ha logrado expandir su cobertura de 
manera sostenida.

Tabla 38. Participantes del programa Abrazo por departamento, 2023

Hogares Cantidad de beneficiarios NNA participantes

Total % Total % Total. % dptal

Asunción 466 11,0% 2.344 12,1% 1.466 62,5%

San Pedro 126 3,0% 527 2,7% 291 55,2%

Caaguazú 358 8,5% 477 2,5% 253 53,0%

Alto Paraná 305 7,2% 1.684 8,7% 1.010 60,0%

Central 700 16,6% 6.005 31,0% 3.570 59,5%

Canindeyú 48 1,1% 111 0,6% 58 52,3%

Resto 1.667 39,4% 8.199 42,4% 4.757 58,0%

Total 4.226 100,0% 19.350 100,0% 11.405 58,9%

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos por en MINNA (81224)
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El programa Abrazo muestra una concentración significativa de hogares beneficiarios en 
Central (16,6%) y Asunción (11%). En términos de beneficiarios totales, Central es res-
ponsable del 31% del total de beneficiarios, seguido por el resto de los departamentos 
que suman el 42,4 %. Esto indica una distribución equilibrada en varias regiones del país, 
aunque con una clara predominancia de áreas más urbanizadas. La participación de NNA 
es particularmente alta en Asunción (62,5 %) y Alto Paraná (60 %).

Por otro lado, departamentos como Canindeyú y San Pedro tienen menor presencia en 
términos de hogares beneficiarios y participantes del programa, con Canindeyú represen-
tando solo el 1,1 % de los hogares y el 0,6 % de los beneficiarios. A pesar de ello, ambos 
departamentos logran alcanzar a más de la mitad de los NNA de su población objetivo, lo 
que refleja un impacto considerable en términos proporcionales.

Existen otros programas y proyectos que involucran como beneficiarios a la población 
joven, a continuación, una breve descripción de los mismos. 

•	 Hambre Cero: busca universalizar el almuerzo escolar con equidad, erradicar el ham-
bre en la etapa escolar; destinado a la población que está cursando la educación es-
colar básica (EEB), que incluye a adolescentes de 15 a 18 años de edad. Cabe resaltar 
que a partir de 2025, la alimentación escolar será exclusivamente desde el nivel inicial 
hasta el noveno grado, por lo que los estudiantes secundarios serán excluidos, con 
excepción de algunos colegios públicos de 22 distritos priorizados según el nivel de 
pobreza determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE)25, distritos en los 
que la cobertura incluirá a la educación media26. A partir de febrero del 2025 serán 
incluidos aproximadamente 450.000 alumnos más proveniente de los 173 distritos. 
A esto se deben sumar los 16 colegios técnicos del departamento Central, lo cual su-
mará 1.300 jóvenes más. En promedio, el MDS estima que se estaría llegando a los 
950.000 niños y jóvenes de todo el país desde 202527. 

•	 Arancel Cero: implementado a través de la Ley 6628/2020, establece la gratuidad 
de los cursos de admisión, exámenes y grados en todas las universidades públicas 
del país. Esta ley también se aplica a los institutos de educación superior oficiales y a 
estudiantes provenientes de colegios públicos y subvencionados, así como a aquellos 
en situación de vulnerabilidad certificada. Destinado a estudiantes universitarios en 
universidades de gestión pública, incluye a todos los jóvenes que ingresan y cursan 
una carrera en instituciones de formación terciaria del sector público

•	 Tekoha: implementado por el MDS, busca mejorar la calidad de vida de familias 
en situación de pobreza y extrema pobreza en áreas urbanas y suburbanas. Se 
centra en la regularización de tierras y el acceso a servicios básicos, priorizando a 
grupos vulnerables como familias encabezadas por mujeres, familias numerosas, 
personas con discapacidades y adultos mayores responsables de niños. Incluye a 
los miembros de las familias participantes, por lo que alcanza de manera indirecta 
a la población adolescente y joven. 

25  ABC Color. (2024, 7 de octubre). Alumnos de nivel medio en Asunción ya no recibirán almuerzo escolar 
en 2025: Excluidos de Hambre Cero. ABC Color. https://www.abc.com.py/nacionales/2024/10/07/alum-
nos-de-nivel-medio-en-asuncion-ya-no-recibiran-almuerzo-escolar-en-2025-excluidos-de-hambre-cero/
26 La Nación. (2024, 20 de octubre). Hambre cero: Las claves del programa emblema del gobierno de Peña. 
La Nación. https://www.lanacion.com.py/politica/2024/10/20/hambre-cero-las-claves-del-programa-emble-
ma-del-gobierno-de-pena/
27 La Nación. (2024, 20 de octubre). Hambre cero: Las claves del programa emblema del gobierno de Peña. 
La Nación. https://www.lanacion.com.py/politica/2024/10/20/hambre-cero-las-claves-del-programa-emble-
ma-del-gobierno-de-pena/

https://www.abc.com.py/nacionales/2024/10/07/alumnos-de-nivel-medio-en-asuncion-ya-no-recibiran-almuerzo-escolar-en-2025-excluidos-de-hambre-cero/
https://www.abc.com.py/nacionales/2024/10/07/alumnos-de-nivel-medio-en-asuncion-ya-no-recibiran-almuerzo-escolar-en-2025-excluidos-de-hambre-cero/
https://www.lanacion.com.py/politica/2024/10/20/hambre-cero-las-claves-del-programa-emblema-del-gobierno-de-pena/
https://www.lanacion.com.py/politica/2024/10/20/hambre-cero-las-claves-del-programa-emblema-del-gobierno-de-pena/
https://www.lanacion.com.py/politica/2024/10/20/hambre-cero-las-claves-del-programa-emblema-del-gobierno-de-pena/
https://www.lanacion.com.py/politica/2024/10/20/hambre-cero-las-claves-del-programa-emblema-del-gobierno-de-pena/
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•	 Tenondera: programa de Apoyo a la Promoción e Inclusión Socioeconómica, tiene 
como objetivo principal promover la inclusión socioeconómica de las familias en 
situación de pobreza y vulnerabilidad participantes del programa Tekoporã, me-
diante el desarrollo de capacidades y el aumento de activos productivos y finan-
cieros. También busca fortalecer las habilidades socioemocionales de las familias, 
apoyar la creación de emprendimientos productivos con asistencia técnica y finan-
ciera, y fomentar la vinculación comercial de dichos emprendimientos. Incluye a 
los miembros de las familias participantes, por lo que alcanza de manera indirecta 
a la población adolescente y joven.

•	 Programa de Asistencia a Pescadores: implementado por el MDS, otorga un 
subsidio a pescadores afectados por la veda pesquera. En colaboración con el Mi-
nisterio del Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADES), que regula y registra a los 
pescadores comerciales, el MDS realiza transferencias monetarias a los pescado-
res en situación de pobreza o vulnerabilidad, tras un análisis de elegibilidad. El 
subsidio se otorga a un único miembro de cada familia registrada y está sujeto a 
criterios como la inscripción en el Registro General de Pescadores y la clasificación 
socioeconómica del hogar. Incluye a quienes se dedican a esta labor, que incluye 
a pescadores jóvenes. 

El pilar no contributivo de la protección social juega un rol clave al proporcionar un marco 
para que las personas más vulnerables puedan enfrentar riesgos y acceder a derechos 
fundamentales. Programas como Tekoporã y Abrazo han demostrado ser herramientas 
esenciales para garantizar condiciones mínimas de bienestar en la primera infancia y ado-
lescencia temprana, al ofrecer apoyo en áreas críticas como la salud, la alimentación y la 
educación. Sin embargo, su diseño y alcance presentan limitaciones significativas en rela-
ción con la población joven, especialmente adolescentes y jóvenes adultos, cuya inclusión 
es reducida y poco focalizada.

Exceptuando iniciativas como Arancel Cero, que busca democratizar el acceso a la edu-
cación superior, los programas no contributivos no consideran a los jóvenes como un 
grupo prioritario. Además, incluso Arancel Cero está diseñado para quienes acceden a la 
universidad, un porcentaje reducido de la población joven. 

Así, el pilar no contributivo deja fuera a aquellos jóvenes de familias en situación de po-
breza extrema, cuyas trayectorias educativas suelen ser truncadas por la falta de recursos 
o la necesidad de trabajar desde edades tempranas. Esta ausencia de programas especí-
ficos para jóvenes vulnerables limita gravemente sus opciones de desarrollo, vinculando 
sus posibilidades casi exclusivamente a su capacidad de acceder al mercado laboral. Sin 
embargo, esta transición hacia el trabajo formal y el desarrollo profesional resulta des-
alentadora, dado el contexto de alta informalidad, la precariedad de los empleos dispo-
nibles y las oportunidades educativas reales extremadamente limitadas para este grupo.

Esta realidad genera un vacío crítico en la protección social, dejando a los jóvenes en una 
posición vulnerable, sin los apoyos necesarios para desarrollar capacidades que les permitan 
construir trayectorias laborales sostenibles o alcanzar una autonomía plena. Este enfoque 
fragmentado y desequilibrado en las políticas de protección social subraya la necesidad de 
rediseñar programas que acompañen de manera integral a los jóvenes, abordando tanto sus 
necesidades educativas como su transición hacia el empleo digno y formal.
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Políticas del mercado de trabajo
Los jóvenes en Paraguay enfrentan serios desafíos en el ámbito laboral, siendo la alta 
tasa de informalidad uno de los más preocupantes. La mayoría trabaja en el sector infor-
mal, lo que les impide acceder a la seguridad social y a condiciones laborales dignas. Ade-
más, el desempleo juvenil sigue siendo elevado, agravado por la falta de oportunidades y 
el impacto de la pandemia, que ha dejado a muchos sin trabajo (UNPFA/BID, 2023). Estas 
dificultades se ven intensificadas por las desigualdades de género, ya que las mujeres 
jóvenes enfrentan mayores barreras para conseguir empleos formales y suelen asumir 
una carga significativa de trabajo no remunerado en sus hogares.

En cuanto a la legislación vigente, destaca la Ley N.º 4951/2013 “De inserción al empleo 
Juvenil”, cuyo objetivo es facilitar la incorporación de los jóvenes al mercado laboral formal mediante 
un sistema de subsidios para empresas que los contraten. Sin embargo, su implementación ha sido 
limitada debido a problemas como la falta de financiamiento y una ejecución ineficaz (UNPFA/
BID, 2023). Aunque esta ley es una herramienta relevante en un contexto de alto desem-
pleo juvenil, su impacto ha sido reducido. Para que cumpla su propósito, es imprescindi-
ble mejorar su aplicación y garantizar los recursos financieros necesarios.

Otro desafío es la falta de capacitación adecuada, que dificulta la inserción de los jóvenes 
en el mercado laboral. Incluso aquellos que logran conseguir un empleo a menudo se 
encuentran en condiciones precarias, sin estabilidad ni protección social, lo que afecta su 
bienestar y sus posibilidades de desarrollo a largo plazo.

En Paraguay, el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social (MTESS) cuenta con dos instituciones clave para la ca-
pacitación laboral. Por un lado, el Servicio Nacional de Pro-
moción Profesional (SNPP), que ofrece formación técnica y 
profesional directamente a la población, con cursos prácticos 
en áreas como electricidad, mecánica e informática para me-
jorar la empleabilidad. Por otro, el Sistema Nacional de For-
mación y Capacitación Laboral (SINAFOCAL), que coordina y 
supervisa las políticas de capacitación, asegurando que los 
programas ofrecidos por distintas instituciones cumplan con 
los estándares nacionales. Mientras el SNPP se centra en la 
enseñanza directa, SINAFOCAL se ocupa de la planificación y 
regulación de la formación laboral a nivel nacional.

En la tabla 39, se puede ver que entre 2018 y 2023 en los cur-
sos implementados por SINAFOCAL destacan las habilidades 
blandas y tecnología, por su alta participación, representando 
el 12,9 y el 17,2 % del total. Esto refleja una orientación hacia el 
desarrollo de competencias transversales y tecnológicas, nece-
sarias para enfrentar los desafíos del mercado laboral actual. 
Sin embargo, dado que el mercado laboral paraguayo depende 
en gran medida del sector primario y está marcado por una alta 
informalidad, esta predominancia en habilidades blandas pue-
de no estar alineada con las necesidades más críticas del país, 
como el fortalecimiento del sector productivo.

“La mayoría 
trabaja en el 

sector informal, 
lo que les impide 

acceder a la 
seguridad social 
y a condiciones 

laborales 
dignas”
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Tabla 39. Cantidad de certificados proveídos por SINAFOCAL a la población joven, según familia pro-
ductiva (2018-2023)

2018 2021 2023 TOTAL 
PERIODO % PERIODO

RELACIONADO A OFICIOS 
Y SIMILARES

ACTIVIDADES TIPO SERVICIOS 204 522 189 915 5,6%

AUTOMOTORES 408 134 129 671 4,1%

CONSTRUCCIÓN 67 398 34 499 3,0%

ELECTRICIDAD Y ELECTRÓNICA 300 148 88 536 3,3%

MECÁNICA Y METALES 9 158 33 200 1,2%

SEGURIDAD 33 0 0 33 0,2%

ARTE Y ARTESANÍAS 34 19 0 53 0,3%

TOTAL 1055 1379 473 2907 17,6%

NO INCLUIDOS

EMPLEABILIDAD (n) 243 570 72 885 5,4%

EMPRENDEDURISMO (n) 45 341 60 446 2,7%

HABILIDADES BLANDAS (n) 465 794 874 2133 12,9%

IDIOMA (n) 17 220 43 280 1,7%

TOTAL 770 1925 1049 3744 22,7%

TURISMO, ESTETICA Y CIA.

BELLEZA Y ESTÉTICA 618 181 167 966 5,9%

HOSPITALIDAD 656 698 27 1381 8,4%

SALUD Y DEPORTE 0 176 2 178 1,1%

INDUSTRIAS ALIMENTARIAS 511 1119 423 2053 12,5%

TOTAL 1785 2174 619 4578 27,8%

TECNOLOGÍA Y TELECO-
MUNICACIONES

IMAGEN, SONIDO Y COMUNI-
CACIÓN

0 111 56 167 1,0%

TECNOLOGÍAS DE INFORMA-
CIÓN Y COMUNICACIÓN

741 1825 273 2839 17,2%

TOTAL 741 1936 329 3006 18,2%

EDUCATIVO Y SOCIAL 

SERVICIOS EDUCATIVOS 54 27 157 238 1,4%

SERVICIOS SOCIOCULTURALES Y 
A LA COMUNIDAD

0 0 8 8 0,0%

TOTAL 54 27 165 246 1,5%

AGRO Y MEDIOAMBIENTE

AGROPECUARIO 567 447 36 1050 6,4%

MEDIO AMBIENTE 70 68 0 138 0,8%

TOTAL 637 515 36 1188 7,2%

ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN 546 140 117 803 4,9%

Total general 5588 8096 2788 16472

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos por SINAFOCAL (85363)

En segundo lugar, destacan los cursos relacionados con oficios técnicos, como automo-
tores, electricidad y electrónica, y construcción, que muestran una participación más mo-
desta, sumando entre ellos el 10,4 % del total. Estos sectores son clave para la creación 
de empleos formales y estables, pero su baja participación podría indicar una falta de 
enfoque estratégico en áreas que son fundamentales para la infraestructura y el desarro-
llo del país.

Otro aspecto para destacar es el enfoque en el sector de hospitalidad y las industrias 



120

alimentarias, que juntos representan más del 20% del total de cursos. Esta presencia es 
positiva, ya que puede ayudar al fortalecimiento de las economías locales, especialmente 
en regiones turísticas, y a mejorar la empleabilidad en áreas que tienen un potencial de 
crecimiento. No obstante, el énfasis en categorías como belleza y estética, si bien contri-
buye a la inclusión laboral de ciertos grupos, sigue estando marcado por desigualdades 
de género y la lógica del emprendedurismo, que en muchos casos perpetúa la precarie-
dad laboral.

Finalmente, la categoría de emprendedurismo representa un 2,7% del total, aunque su 
efectividad para resolver los problemas estructurales respecto no solo de la falta de em-
pleo, sino a la calidad de este son cuestionable (Pisani, Borda, Ovando y García, 2020). El 
enfoque excesivo en el emprendimiento puede desviar recursos de sectores que podrían 
generar empleos formales y sostenibles, dejando la responsabilidad de la empleabilidad 
en el individuo sin políticas claras de creación de empleo estructurado.

Al analizar el alcance de los cursos de SINAFOCAL en la población joven por departamen-
tos de interés (tabla 40), se observa que, a lo largo de los tres años, existe una predomi-
nancia femenina en la mayoría de los departamentos, con porcentajes notables en 2021 
y 2023, sobre todo en departamentos como Caaguazú (98,2% en 2023) y Asunción (61,5% 
en 2023).

Tabla 40. Certificado a dados a jóvenes en cursos realizados por el SINAFOCAL, por departamentos, 
2018-2025

. 2018 2021 2023 Participación relativa

Departamento F (%) M (%) Total F (%) M (%) Total F (%) M (%) Total 2018 
(%)

2021

(%)

2023

(%)

Asunción 53,7 46,3 1960 59,7 40,3 4076 61,5 38,5 1425 29,6 37,5 34,6

San Pedro 56,9 43,1 188 57,1 42,9 210 44,8 55,2 116 2,8 1,9 2,8

Caaguazú 53,2 46,8 980 62,6 37,4 521 98,2 1,8 221 14,8 4,8 5,4

Alto Paraná 46,5 53,5 430 66,5 33,5 776 58,3 41,7 463 6,5 7,1 11,2

Central 57,4 42,6 777 66,9 33,1 1704 60,6 39,4 482 11,7 15,7 11,7

Canindeyú 22,2 77,8 54 62,2 37,8 312 59,3 40,7 135 0,8 2,9 3,3

Presidente Hayes 42,5 57,5 207 72,2 27,8 54 41,9 58,1 117 3,1 0,5 2,8

Nacional 3.481 3.143 6.624 6.673 4.184 10.857 2.544 1.580 4.124 6.624 10.857 4.124 

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos por SINAFOCAL (solicitud 85363)

En cuanto a la participación relativa, Asunción destaca consistentemente con el mayor 
porcentaje de certificados emitidos en todos los años, alcanzando el 37,5% en 2021 y el 
34,6% en 2023. Central también muestra una presencia significativa, especialmente en 
2021 con un 15,7% del total. Por otro lado, departamentos como San Pedro y Canindeyú 
tienen una participación relativa mucho menor, aunque en Canindeyú se observa un in-
cremento en 2021 y 2023, lo que podría indicar un esfuerzo por expandir las oportunida-
des de capacitación en áreas menos representadas.
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Otro punto es el cambio en la composición de género en algunos departamentos. Por 
ejemplo, en Presidente Hayes, aunque en 2021 el 72,2 % de los certificados fueron emiti-
dos a mujeres, en 2023 la participación femenina bajó al 41,9 %, lo que refleja un cambio 
en la participación de género en el departamento.

A pesar de avances significativos en áreas como habilidades blandas y tecnología, el pre-
dominio de la informalidad laboral y la limitada atención a sectores productivos tradicio-
nales sugieren que aún se requieren ajustes para atender mejor las necesidades estruc-
turales del país. Además, la desigualdad de género y la concentración de certificaciones 
en áreas urbanas, como Asunción, resaltan la importancia de una mayor equidad en la 
distribución de oportunidades de formación, especialmente en regiones menos repre-
sentadas como San Pedro y Canindeyú.

El SNPP tiene por objetivo principal apoyar la política ocupacional del gobierno mediante 
la capacitación de personas en todo el país, respondiendo a las demandas del mercado 
laboral. Ofrece cursos en distintos sectores económicos, a través de una red de sedes 
y unidades móviles. Sus objetivos incluyen mejorar la movilidad social, desarrollar pro-
gramas de educación dual, incrementar la oferta de certificaciones y asegurar una alta 
empleabilidad para sus egresados (SNPP, sf).

En la tabla 41, se puede ver que la participación juvenil en los programas del SNPP mues-
tra un crecimiento significativo, especialmente en los grupos de edades más jóvenes. En 
el grupo de 15 a 17 años, la participación casi se duplicó entre 2015 y 2023, pasando de 
16.578 a 30.521, lo que refleja un interés creciente por la formación a temprana edad. 
Este incremento sugiere una mayor accesibilidad y relevancia de los programas del SNPP 
para los adolescentes.

Tabla 41. Cantidad de personas jóvenes que recibieron certificado por año según cursos realizados por 
el SNPP, 2015-2023

2015 2018 2021 2023

15 a 17 años 16.578 16.157 26.891 30.521 

18 a 19 años 23.396 25.532 42.781 36.210 

20 a 24 años 33.729 41.124 34.784 31.411 

25 a 29 años 21.589 30.634 26.196 23.639 

% joven 65,9% 63,4% 72,0% 73,3%

Total alcanzado 144.593 178.986 181.585 166.033 

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos (85364) por el SNPP

El grupo de 18 a 19 años también muestra un aumento, alcanzando su pico en 2021 con 
42.781 participantes, aunque en 2023 descendió a 36.210. Este aumento en 2021 podría 
estar relacionado con la pandemia y la necesidad de adquirir nuevas habilidades para el 
mercado laboral. Por otro lado, el grupo de 20 a 24 años experimentó una tendencia más 
irregular, con un crecimiento hasta 2018 y una caída posterior a 31.411 participantes en 
2023. 
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El grupo de 25 a 29 años ha fluctuado, alcanzando su máximo en 2018 con 30.634 parti-
cipantes, descendiendo gradualmente, llegando a 23.639 en 2023. Esto podría estar rela-
cionado con la inserción laboral o la transición a programas más especializados. En gene-
ral, la proporción de jóvenes en los programas del SNPP ha aumentado, representando el 
73,3 % del total de participantes en 2023, lo que resalta el papel del SNPP en la formación 
de la juventud.

A pesar del aumento general en la participación juvenil, las fluctuaciones en los grupos de 
mayor edad indican la necesidad de adaptar los cursos para mantener el interés de los 
jóvenes en las edades de inserción laboral. A largo plazo, es fundamental que los progra-
mas del SNPP continúen alineándose con las demandas del mercado laboral, garantizan-
do que la formación ofrecida mejore la empleabilidad y las oportunidades profesionales 
de los jóvenes.

Al analizar los datos por departamentos, según el alcance de los cursos a la población 
total, no sólo de la población joven (Tabla 42) se observa Asunción destaca como el depar-
tamento con mayor participación, alcanzando su pico en 2021 con 68.169 participantes, 
aunque experimentó una caída en 2023. Esta tendencia podría estar vinculada a ajustes 
en la oferta de cursos o a factores externos como la pandemia.
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Tabla 42. Total de actividades realizadas por en SNPP, 2015-2023, por departamentos

2015 2018 2021 2023

Departa-
mento

Acciones 
Formativas

Participan-
tes

Acciones 
Formativas

Participantes Acciones For-
mativas

Participan-
tes

Acciones 
Formativas

Participantes

Asunción 1.657 38.687 1.963 53.896 2.236 68.169 2.011 50.743 

San Pedro 304 5.131 314 5.570 293 4.964 257 5.475 

Caaguazú 184 2.754 254 4.838 381 3.776 341 6.429 

Alto Paraná 314 4.898 449 8.096 467 5.578 457 6.863 

Central 3.348 52.507 3.524 57.900 3.369 51.987 2.833 47.845 

Canindeyú 145 3.085 177 2.258 95 1.660 68 1.174 

Pdte. Hayes 145 2.895 225 3.671 243 3.721 126 2.760 

Total 7.993 144.593 9.338 178.986 9.533 787.585 8.213 166.033 

Fuente: elaboración propia con base en los datos proveídos (85364) por el SNPP.

En otros departamentos como San Pedro y Caaguazú, los datos son más variables. San 
Pedro mantuvo cifras estables, mientras que Caaguazú experimentó un notable incre-
mento en 2023, lo que sugiere una creciente demanda de capacitación en la región. Alto 
Paraná también mostró un crecimiento en la participación, aunque con una desacelera-
ción en las acciones formativas en 2023, lo que refleja posibles cambios en la oferta o en 
las necesidades del mercado laboral.

En contraste, departamentos como Canindeyú y Presidente Hayes registraron una baja 
participación y una disminución en las acciones formativas en 2023. Estos resultados re-
saltan la importancia de mejorar la cobertura en zonas con menor infraestructura, mien-
tras que el SNPP sigue siendo fundamental para la capacitación laboral en áreas clave 
como Capital y Central. 

En síntesis, Asunción y Central han liderado en participación, con un pico en 2021, aunque 
experimentaron una baja en 2023, posiblemente por factores externos como la pande-
mia. Al mismo tiempo, regiones como Caaguazú y Alto Paraná vieron un crecimiento en 
2023, lo que sugiere una creciente demanda de formación en estas áreas. No obstante, 
departamentos como Canindeyú y Presidente Hayes siguen registrando una baja parti-
cipación, subrayando la necesidad de mejorar la cobertura en zonas más alejadas y con 
menos infraestructura.

Las condiciones y la política laborales vigente demuestran la capacidad limitada de los 
jóvenes en Paraguay para ejercer elecciones significativas en el ámbito laboral y proyec-
tar trayectorias sostenibles de desarrollo personal y profesional. La alta informalidad y la 
precariedad en el empleo restringen su posibilidad de acceder a condiciones laborales 
dignas, protección social y estabilidad económica, factores que son esenciales para am-
pliar su libertad de acción y bienestar.

Las desigualdades de género evidenciadas en el acceso al empleo formal y la carga de 
trabajo no remunerado no se encuentran abordadas desde la propuesta laboral ni po-
líticas vigentes. Los datos sobre formación también muestran desigualdades regionales 
que limitan el acceso de quienes viven en zonas rurales o alejadas a oportunidades de 
capacitación, restringiendo sus posibilidades de mejorar sus habilidades y empleabilidad 
en sectores clave. 
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Oportunidades para las juventudes en contexto de 
seguridad social 
Siguiendo la visión de Sen, la protección social no debe concebirse únicamente como un 
mecanismo para aliviar la pobreza, sino como una herramienta esencial que permita a 
las personas desarrollar sus capacidades y vivir la vida que valoran. El análisis evidencia 
la necesidad de fortalecer tanto los sistemas contributivos como no contributivos para 
garantizar una cobertura más amplia y efectiva, especialmente entre la población joven.

Aunque programas como Tekoporã y Abrazo han logrado cierto impacto en mejorar las 
condiciones de vida de las familias más vulnerables, los datos muestran que una gran 
parte de los jóvenes, en particular mujeres y residentes rurales, sigue excluida de los 
beneficios de seguridad social. Esta exclusión perpetúa ciclos de vulnerabilidad y des-
igualdad, restringiendo su capacidad de enfrentar riesgos y aprovechar oportunidades 
que les permitan mejorar su calidad de vida. Además, la red protectora actual está dise-
ñada principalmente para quienes permanecen en la educación escolar básica o aspiran 
a acceder a la educación universitaria, dejando a muchos jóvenes a merced del mercado 
laboral como único camino para su desarrollo.
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La alta informalidad y las desigualdades en el acceso a empleos formales y capacitación 
profesional resaltan la necesidad de implementar políticas específicas que incluyan a los 
jóvenes en un sistema de protección integral. Iniciativas como ¡Vamos! buscan articular 
respuestas a lo largo del ciclo de vida, pero es imprescindible priorizar estrategias que 
respondan directamente a las necesidades de esta población, garantizando su inserción 
en el empleo formal, el acceso a beneficios sociales y la igualdad de oportunidades.

En el ámbito laboral, programas liderados por el SNPP y SINAFOCAL, junto con el lanza-
miento del Catálogo Nacional de Perfiles Profesionales, representan avances importantes 
en la capacitación de los jóvenes. Sin embargo, la Ley de Inserción Laboral Juvenil sigue 
siendo una deuda pendiente en términos de ejecución y financiamiento, limitando su 
potencial para incidir en la empleabilidad formal de esta población.

Es evidente que, pese a los esfuerzos realizados, las brechas en el acceso a la protección 
social y las oportunidades laborales persisten. Las políticas futuras deberán enfocarse en 
cerrar estas brechas, fortalecer los sistemas de seguridad social para las juventudes y fo-
mentar la formalización del empleo juvenil. Estas acciones no solo permitirán que los jó-
venes desarrollen plenamente sus capacidades y aspiraciones de vida, sino que también 
contribuirán al desarrollo de un sistema de protección social más inclusivo, equitativo y 
sostenible para las juventudes y la sociedad paraguaya en su conjunto.
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Derechos políticos y garantías de transparencia
La relación entre los derechos políticos y el estado de derecho es fundamental para el 
funcionamiento de cualquier democracia. En Paraguay, aunque los derechos políticos es-
tán garantizados por la Constitución, su ejercicio pleno enfrenta múltiples desafíos, es-
pecialmente para los jóvenes. La confianza en las instituciones políticas y judiciales se ha 
visto erosionada por la corrupción, la impunidad y la falta de transparencia, lo que limita 
la participación activa de la ciudadanía en la toma de decisiones que afectan sus vidas. 
Este escepticismo es particularmente agudo entre la juventud, que, aunque valora la im-
portancia de la democracia, se muestra cada vez más desconectada de los mecanismos 
tradicionales del sistema político.

A lo largo de esta sección, se examinará cómo la desconfianza en las instituciones, exa-
cerbada por la corrupción y la influencia del crimen organizado, afecta la percepción y el 
ejercicio de los derechos políticos en Paraguay.

Garantías de transparencia
Paraguay es uno de los países con mayores niveles de corrupción en Sudamérica, según 
el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) 2023 de Transparencia Internacional. Con 
una calificación de 28 sobre 100, el país ocupa el puesto 136 entre 180 naciones, sin mos-
trar mejoras significativas en años recientes. Este índice, basado en múltiples fuentes de 
datos, refleja un panorama preocupante respecto a las garantías de transparencia.

Otros indicadores internacionales también colocan a Paraguay en posiciones desfavo-
rables. El Índice de Capacidad para Combatir la Corrupción lo sitúa en el octavo puesto 
entre diez países sudamericanos, y el Índice Global de Corrupción lo ubica en el puesto 
140 entre 196 países. Además, el Índice Global de Crimen Organizado 2023 posiciona a 
Paraguay como el cuarto país con mayor criminalidad organizada a nivel mundial. Estos 
resultados subrayan la persistencia de la corrupción y la criminalidad en el país, afectan-
do gravemente la transparencia y el desarrollo institucional.

En cuanto a las garantías de transparencia y cómo abordarlas desde la perspectiva de 
Amartya Sen, este se concentra en la expansión de las capacidades y libertades funda-
mentales para las personas. Según su propuesta, el acceso a la información y la trans-
parencia en la gestión pública son esenciales para fortalecer las capacidades de los in-
dividuos y garantizar su participación efectiva en la toma de decisiones. Por lo que para 
Paraguay es necesario alinear a las instituciones con este enfoque, promoviendo la inde-
pendencia del Poder Judicial, fortaleciendo los mecanismos de control y transparencia, y 
asegurando que los ciudadanos tengan acceso efectivo a la justicia. 

La corrupción en Paraguay no solo afecta la gobernabilidad, sino que también limita el 
desarrollo de las capacidades ciudadanas, fundamentales para mejorar el bienestar so-
cial. Según Freedom House (2024), la corrupción y la impunidad son problemas graves, 
con leyes anticorrupción implementadas de manera deficiente, escasos procesamientos 
y casos que se extienden durante años. Además, figuras de alto perfil suelen beneficiarse 
de libertad bajo fianza o arresto domiciliario (Congressional Research Service, 2024).

Aunque se han logrado avances en transparencia y acceso a la información pública, per-
sisten barreras significativas. La resistencia institucional para proveer información y la ne-
cesidad de recurrir a procesos judiciales ante la falta de respuestas limitan la efectividad 
de estas mejoras, exacerbando desigualdades y desmotivando la participación ciudadana 
(Semillas, 2021).
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Aun contando con una legislación robusta contra la corrupción, el país enfrenta desafíos, 
como la falta de independencia judicial y la prevalencia de prácticas corruptas, que obs-
taculizan la implementación efectiva de políticas anticorrupción28. Tal como lo describe 
Global Initiative (2023), el sistema judicial paraguayo, particularmente en los tribunales 
inferiores, sufre de corrupción y politización, lo que refuerza la impunidad para altos fun-
cionarios. A pesar de los esfuerzos para mejorar el sistema judicial en delitos económicos 
y crimen organizado, las lagunas legales permiten a los políticos evitar el castigo mediante 
apelaciones29. 

El sistema penitenciario enfrenta problemas de corrupción y hacinamiento, lo que facilita 
el desarrollo de grupos criminales30. Además, las agencias de seguridad han sido acu-
sadas de corrupción y complicidad en actividades criminales31. Aunque la cooperación 
internacional ha mejorado el combate contra el crimen, persisten desafíos en el control 
de fronteras y en la lucha contra el narcotráfico y el contrabando (Global Initiative, 2023).

Vigencia del crimen organizado y sistemas de 
corrupción
La corrupción y el narcotráfico representan barreras estructurales que restringen las ca-
pacidades de las personas para vivir vidas plenas y realizar su potencial. En Paraguay, es-
tos fenómenos están profundamente enraizados en las estructuras de poder, debilitan-
do las garantías de transparencia que son fundamentales para el fortalecimiento de las 
instituciones democráticas y la construcción de un desarrollo inclusivo (Semillas, 2021).

El narcotráfico, consolidado como una de las principales amenazas para la democracia 
paraguaya, ha permeado las instituciones clave del Estado, debilitando la capacidad de 
estas para garantizar justicia, transparencia y el bienestar de sus ciudadanos (Global Ini-
tiative, 2023). La corrupción, profundamente arraigada al ejercicio del poder en el Estado 
paraguayo, permite que el narcotráfico opere con impunidad, lo que obstaculiza la rendi-
ción de cuentas y erosiona la confianza pública (Semillas, 2021).

Como señala Martens (2022), la transformación de las estructuras del Estado en una “nar-
co-mafia” no solo refuerza la violencia y la inseguridad, sino que también condiciona el ac-
ceso a oportunidades y recursos, afectando desproporcionadamente a los sectores más 
vulnerables. Esto limita la capacidad de las personas para ejercer sus derechos básicos 
y participar plenamente en la vida pública, en línea con la concepción de Sen sobre las 
libertades instrumentales como elementos clave del desarrollo humano.

28 OCC. (2021). Informe Paraguay. https://occ-america.com/wp-content/uploads/2021/10/Informe-Para-
guay_ESP.pdf
29  ABC Color. (2021, 16 de octubre). Corrupción: Paraguay avanzó en leyes, pero sigue aplazado por 
incumplimiento e impunidad. ABC Color. https://www.abc.com.py/nacionales/2021/10/16/corrupcion-para-
guay-avanzo-en-leyes-pero-sigue-aplazado-por-incumplimiento-e-impunidad/
30 La Nación. (2023, 11 de octubre). Conflicto en Tacumbú es reflejo del hacinamiento y la corrupción sisté-
mica, afirman. La Nación. https://www.lanacion.com.py/politica/2023/10/11/conflicto-en-tacumbu-es-refle-
jo-del-hacinamiento-y-la-corrupcion-sistemica-afirman/
31 ABC Color. (2023, 30 de agosto). Día del policía: Estos son algunos escándalos de corrupción que salpi-
can a uniformados. ABC Color. https://www.abc.com.py/policiales/2023/08/30/dia-del-policia-estos-son-al-
gunos-escandalos-de-corrupcion-que-salpican-a-uniformados/

https://occ-america.com/wp-content/uploads/2021/10/Informe-Paraguay_ESP.pdf
https://occ-america.com/wp-content/uploads/2021/10/Informe-Paraguay_ESP.pdf
https://www.abc.com.py/nacionales/2021/10/16/corrupcion-paraguay-avanzo-en-leyes-pero-sigue-aplazado-por-incumplimiento-e-impunidad/
https://www.abc.com.py/nacionales/2021/10/16/corrupcion-paraguay-avanzo-en-leyes-pero-sigue-aplazado-por-incumplimiento-e-impunidad/
https://www.lanacion.com.py/politica/2023/10/11/conflicto-en-tacumbu-es-reflejo-del-hacinamiento-y-la-corrupcion-sistemica-afirman/
https://www.lanacion.com.py/politica/2023/10/11/conflicto-en-tacumbu-es-reflejo-del-hacinamiento-y-la-corrupcion-sistemica-afirman/
https://www.abc.com.py/policiales/2023/08/30/dia-del-policia-estos-son-algunos-escandalos-de-corrupcion-que-salpican-a-uniformados/
https://www.abc.com.py/policiales/2023/08/30/dia-del-policia-estos-son-algunos-escandalos-de-corrupcion-que-salpican-a-uniformados/
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La exposición de casos emblemáticos de corrupción entre 2014 y 2023 demuestra que 
los delitos financieros y de corrupción afectan desproporcionadamente a los niveles más 
altos de las instituciones públicas, especialmente en el Gobierno Central y los gobiernos 
locales (figura 40). La distribución de estos casos evidencia un patrón sistemático donde 
los recursos del Estado son desviados para beneficio privado, mientras se socava la con-
fianza en las instituciones públicas.

Figura 40. Distribución de hechos punibles por nivel de cargo y tipo de institución y pertenencia parti-
daria (2014 a 2023)

Fuente: elaboración propia, con base en datos proveídos por el Ministerio Público y recolección en medios 
de comunicación. 

La vinculación de los principales partidos políticos, como la Asociación Nacional Republi-
cana (ANR), partido colorado y el Partido Liberal Radical Auténtico (PLRA), en más del 80 % 
de los casos procesados por corrupción, refuerza la percepción de impunidad y la falta de 
voluntad política para implementar reformas estructurales. Este panorama afecta direc-
tamente a las garantías de transparencia, esenciales no solo para la rendición de cuentas, 
sino también para el desarrollo humano al limitar el acceso equitativo a oportunidades y 
recursos.

El nexo entre narcotráfico y corrupción crea un ciclo vicioso que perpetúa la desigualdad 
y la exclusión social. Las investigaciones demuestran que la corrupción en instituciones 
claves, como el Poder Judicial y las fuerzas de seguridad, facilita la operación de redes cri-
minales y reduce la capacidad del Estado para proteger los derechos y libertades de sus 
ciudadanos. Esto se traduce en un debilitamiento de las libertades fundamentales, como 
el acceso a la justicia y la seguridad, que son esenciales para el desarrollo humano.

En los últimos años los casos de sicariato, comunes en territorios ya cooptados por la ruta 
del tráfico de drogas y armas como la Triple Frontera, alcanzaron a la capital del país (Ro-
lón Luna, 2023). Análisis recientes de casos de homicidios doloso por sicariato (principal 
indicador de la vigencia del crimen organizado) permiten ver cómo este fenómeno se está 
expandiendo por fuera de los territorios usuales (Amambay y Canindeyú) y se van expan-
diendo hacia Alto Paraná, y la capital del país, significando la expansión del territorio de 
acción del crimen organizado (Rolon Luna, 2024). 
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Este panorama de creciente expansión del narcotráfico, sumado a las alertas sobre su 
integración en las estructuras de poder en Paraguay, no solo profundiza la violencia, sino 
que también debilita gravemente las garantías de transparencia. Entendiendo a las ga-
rantías de transparencia como esenciales para el desarrollo humano al permitir a los 
ciudadanos participar plenamente en la toma de decisiones que afectan sus vidas. El for-
talecimiento del crimen organizado corrompe estas garantías al infiltrar el poder estatal y 
restringir el acceso a la verdad y a la justicia, así como en elevar el terror a la participación 
por represalias al enfrentarse a los intereses del crimen organizado (Martens, 2019). Esta 
realidad no solo compromete la capacidad de la población para ejercer sus derechos, sino 
que también pone en riesgo la integridad de la democracia, bloqueando las vías para un 
verdadero desarrollo social y político.

La presencia de organizaciones delictivas en los territorios no solo perpetúa la exclusión 
social existente, sino que profundiza las vulnerabilidades estructurales de las comunida-
des afectadas (Concha, 2002). El control territorial ejercido por estas estructuras limita la 
participación cívica y comunitaria, mientras que la expansión del microtráfico y la victimi-
zación de líderes sociales debilitan las redes de apoyo locales y desincentivan la cohesión 
social (Berragán y Villacís, 2023). Además, la normalización de un modelo criminal como 
vía de éxito distorsiona las aspiraciones de las generaciones más jóvenes, quienes, ante 
la falta de oportunidades laborales y educativas legítimas, perciben al crimen organizado 
como una única vía viable de movilidad social (UNICEF, 2023).

A todo ello se suma el aumento de la violencia dentro de las comunidades, donde las prin-
cipales víctimas continúan siendo niñas, niños, adolescentes y mujeres, quienes enfren-
tan la normalización de diferentes formas de violencia (Concha, 2002). Este fenómeno no 
solo perpetúa ciclos de abuso y exclusión, sino que también contribuye al fortalecimiento 
de redes de explotación, como el comercio sexual, que vulnera profundamente los dere-
chos humanos de estas poblaciones. La población infantil y juvenil, particularmente las 
mujeres jóvenes, se ve expuesta a un riesgo alarmante de explotación sexual y trata de 
personas, fenómenos que prosperan en un entorno de impunidad y desprotección insti-
tucional (Ramos, Saucedo y Saltijeral, 2016).

Esta dinámica no solo representa un riesgo inmediato para quienes conviven con estas 
estructuras, sino que compromete las posibilidades de desarrollo sostenible de estas co-
munidades a largo plazo. Al consolidar un sistema de valores que privilegia la violencia 
y la ilegalidad, estas organizaciones condicionan las visiones de crecimiento individual y 
colectivo, perpetuando ciclos intergeneracionales de pobreza, exclusión y dependencia 
de actividades ilícitas.
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Percepción y experiencias respecto a la 
corrupción
Los datos relevados por Latinobarómetro (Moreno, 2024b), muestran que la corrupción 
y la debilidad del control gubernamental han fomentado un contexto donde una parte 
significativa de la población justifica que los políticos actúen al margen de la ley para cum-
plir con sus promesas. Un dato relevante es que los jóvenes, especialmente aquellos de 
entre 18 y 25 años, son el grupo con mayor tendencia a aceptar prácticas corruptas por 
parte de los políticos, el 56 % de los jóvenes paraguayos justifica que los políticos rompan 
las reglas “para alcanzar sus promesas políticas”, en comparación con un 46 % entre los 
mayores de 25 años.

Esta predisposición entre la población joven, sostiene Moreno (2024b), se relaciona con 
la incertidumbre que enfrentan en el acceso al empleo, el bienestar y las oportunidades 
futuras. En un entorno donde las irregularidades son percibidas como comunes en todas 
las instituciones, los jóvenes tienden a ver la corrupción como una posible vía para ob-
tener beneficios personales, como empleos públicos o acceso a recursos. Esta postura 
refleja una creciente desesperanza ante un sistema que, desde su perspectiva, no ofrece 
igualdad de oportunidades a través de medios legales y transparentes.

Mientras que, al ser consultados sobre la cantidad de políticos involucrados en la corrup-
ción, el 30,9 % de los jóvenes considera que todos los políticos son corruptos, seguido 
por un 43,3 % que considera que más de la mitad de ellos lo son y 19,9 % que dice que la 
mitad lo son (Latinobarómetro, 2023), lo que significa que 7 de cada 10 jóvenes (94,1%) 
considera que hay altísimos niveles de involucramiento de los políticos en la corrupción 
(figura 41). 

Figura 41. Percepción de corrupción entre jóvenes y el resto de la población en 2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos de Latinobarómetro, 2023. 
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En cuanto a la corrupción de los funcionarios públicos, el 41,9 % de los jóvenes cree que 
la corrupción está muy generalizada, en comparación con el 49,8 % del resto de la pobla-
ción. Un 26,3 % de los jóvenes piensa que la corrupción está algo generalizada, un por-
centaje significativamente mayor que el 14,9% del resto. En cuanto a aquellos que creen 
que la corrupción es poco generalizada, los jóvenes representan el 20,0 %, casi igual que 
el 20,6 % del resto de la población. Por último, el 11,7 % de los jóvenes cree que la corrup-
ción no está generalizada, una percepción ligeramente menor al 14,6 % del resto.

La percepción de corrupción entre los jóvenes en Paraguay refleja una realidad preocu-
pante para el futuro del sistema democrático y la gobernanza. Con más de la mitad de los 
jóvenes justificando que los políticos actúen al margen de la ley para cumplir promesas 
(figura 42), y una gran parte percibiendo que la corrupción es una constante en las insti-
tuciones, queda claro que esta generación se encuentra desilusionada con los mecanis-
mos tradicionales de transparencia y legalidad. Este escepticismo hacia el sistema parece 
estar alimentando una mayor tolerancia hacia las irregularidades, lo que, a largo plazo, 
refuerza un ciclo donde la corrupción se normaliza como parte de la dinámica política.

Figura 42. Porcentaje de aprobación de prácticas corruptas entre jóvenes y resto de la población en 2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos de Latinobarómetro, 2023. 

Se observa que un alto porcentaje de jóvenes aprueba o justifica prácticas corruptas en 
comparación con el resto de la población (figura 42). Uno de cada dos jóvenes considera 
válido actuar fuera de la ley para cumplir promesas (54,3 %) frente al 38,7 % del resto de 
la población. De manera similar, el pago de sobornos es justificado por el 39,9 % de los 
jóvenes, mientras que solo el 18,5 % del resto de la población lo justifica. 

Esta actitud más permisiva de los jóvenes hacia las prácticas corruptas no es un fenóme-
no aislado, sino el reflejo de un entorno donde las reglas parecen no aplicarse de manera 
equitativa. Esta percepción ha llevado a una justificación más amplia de prácticas como 
el soborno y el incumplimiento de la ley, especialmente entre la juventud, y cómo esto 
impacta las garantías de transparencia en Paraguay.
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Figura 43.  Confianza en la fiscalía y participación en acusaciones de corrupción entre jóvenes y resto 
de la población en 2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos de Latinobarómetro, 2023. 

El análisis de las denuncias de corrupción en Paraguay muestra un patrón: aunque los 
jóvenes expresan una mayor confianza en la fiscalía para investigar casos de corrupción, 
su participación activa en denunciar estos delitos sigue siendo limitada. Un 7 % de los 
jóvenes reportó haber hecho o apoyado una acusación de corrupción. Al explorar las ra-
zones detrás de esta baja participación, se destacan varios obstáculos que impiden una 
acción más decisiva (figura 43).

En este sentido, cabe resaltar la observación realizada por el Informe de Semillas (2021) el 
cual recomienda establecer mecanismos adecuados para proteger a quienes denuncian y 
a los testigos de actos de corrupción pública. Ya que se ha observado un uso generalizado 
del sistema penal para hostigar y amedrentar a periodistas y activistas que investigan o 
denuncian la corrupción, utilizando tipos penales como calumnia, difamación e injuria 
(artículos 150 a 156 del Código Penal). 

Figura 44.  Razones para no hacer una acusación de corrupción entre jóvenes y el resto de la población 
en 2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos de Latinobarómetro, 2023. 
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El 36,4 % de los jóvenes señaló que no presentó denuncias porque “no hubo ningún caso 
que denunciar”, un porcentaje mayor al 31,9 % del resto de la población. Además, el 20,4 
% de los jóvenes considera que “no sirve de nada” hacer una denuncia, lo que refleja una 
sensación de inutilidad frente al sistema, en comparación con el 15,8 % del resto de la po-
blación que comparte esta visión. Entre otros motivos, un 13,6 % de los jóvenes menciona 
la falta de tiempo, pruebas o la poca gravedad del hecho, mientras que un 6,4 % citó el 
miedo a represalias, cifras similares al resto de la población.

Estos datos evidencian una desconexión entre la percepción 
de la corrupción y la disposición de los jóvenes a combatirla. 
Argumentos como la ineficacia del sistema, el miedo y la indi-
ferencia alimentan esta pasividad, destacando la urgencia de 
fortalecer las garantías de transparencia y crear un entorno 
donde las denuncias de corrupción sean efectivas.

La corrupción, vista como inherente al sistema político, limita 
la gobernabilidad y el desarrollo de capacidades ciudadanas, 
particularmente en los jóvenes. Aunque valoran la democra-
cia, enfrentan un entorno de desigualdad en la aplicación de 
las reglas, lo que genera una contradicción: expresan cier-
ta confianza en instituciones como la fiscalía, pero justifican 
prácticas corruptas y muestran baja disposición a denunciar 
irregularidades. La criminalización de denunciantes y la fal-
ta de protección agravan este círculo vicioso de impunidad y 
desconfianza.

Romper este ciclo exige reformas que fortalezcan la indepen-
dencia judicial, protejan a los denunciantes y aseguren acce-
so efectivo a la información. Solo así se podrá empoderar a 
las juventudes, fomentando su participación activa y cons-
truyendo un sistema político más justo, donde las libertades 
políticas y las oportunidades de desarrollo no sean compro-
metidas por la corrupción.

Derechos políticos
Los derechos políticos son esenciales para el desarrollo de cualquier democracia, ya que 
permiten que los ciudadanos participen activamente en la toma de decisiones que afec-
tan sus vidas. En Paraguay, a pesar de que estos derechos están protegidos por ley, la 
realidad muestra una creciente desconfianza hacia las instituciones políticas y un dete-
rioro en la percepción de la legitimidad del sistema democrático. Esto es particularmente 
evidente entre la población joven, que, aunque sigue reconociendo la importancia de las 
instituciones democráticas, manifiesta niveles bajos de apoyo y confianza en su funcio-
namiento.

Este panorama se ve agravado por factores como la corrupción, la impunidad y la falta de 
transparencia, lo que debilita aún más la capacidad de los ciudadanos para influir en las 
decisiones políticas. El resultado es un entorno donde las barreras para el ejercicio pleno 
de los derechos políticos son cada vez mayores, lo que limita la participación cívica y pone 
en riesgo la legitimidad del sistema democrático. 

“El resultado 
es un entorno 

donde las 
barreras para el 
ejercicio pleno 
de los derechos 

políticos son 
cada vez 

mayores”
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Percepción del Estado de derecho
El estado de derecho es un principio fundamental para el buen funcionamiento de las 
democracias modernas, ya que garantiza que las leyes se apliquen de manera universal y 
justa a toda la población, sin arbitrariedades. Como lo expone LAPOP (2024), la confianza 
de los paraguayos en la capacidad del Estado para proteger los derechos ciudadanos es 
baja, con solo el 24 % de la población creyendo que sus derechos están bien protegidos. 

Esta cifra ha mostrado una estabilidad en el tiempo, con pocas variaciones significativas 
desde 2014. La confianza en el sistema judicial es aún más alarmante, ya que solo un 21 
% cree que los culpables de delitos son castigados, lo que sitúa a Paraguay en el nivel más 
bajo de América Latina en este aspecto.

Figura 45.  Percepción de los jóvenes y el resto de la población sobre el estado de derecho en 2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos de Latinobarómetro, 2023. 

La figura 45 evidencia diferencias entre las percepciones de la población joven y el resto 
respecto a la protección de derechos y la confianza en las instituciones. Un 48,6 % de los 
jóvenes considera que los derechos básicos están poco protegidos, frente al 64,1 % del 
resto de la población. En tanto que, un 28 % de los jóvenes cree que sus derechos están 
bien protegidos, superando al 21,2 % del resto. Esto sugiere una percepción algo más 
positiva entre los jóvenes.

Sin embargo, la confianza en el sistema judicial es alarmantemente baja en ambos grupos. 
Entre los jóvenes, el 29,1 % tiene poca confianza, mientras que ninguno expresa alta con-
fianza; el resto (70,9 %) se sitúa en un nivel moderado. En el resto de la población, un 19,3 % 
muestra baja confianza y un 80,7 % confianza moderada, sin registros de alta confianza. Estas 
cifras reflejan un problema estructural en el sistema judicial32, que, pese a su independencia 
nominal, está cooptado por intereses vinculados a corrupción, lavado de dinero y narcotrá-
fico (WJP, 2023). La corrupción permea el sistema y los grupos de interés suelen obtener un 
trato favorable o utilizan el aparato legal para castigar a sus rivales políticos, socavando las 
garantías constitucionales y alimentando un clima de desconfianza generalizada.

32  ABC Color. (2021, octubre 16). Corrupción: Paraguay avanzó en leyes, pero sigue aplazado por incum-
plimiento e impunidad. ABC. https://www.abc.com.py/nacionales/2021/10/16/corrupcion-paraguay-avan-
zo-en-leyes-pero-sigue-aplazado-por-incumplimiento-e-impunidad/

https://www.abc.com.py/nacionales/2021/10/16/corrupcion-paraguay-avanzo-en-leyes-pero-sigue-aplazado-por-incumplimiento-e-impunidad/
https://www.abc.com.py/nacionales/2021/10/16/corrupcion-paraguay-avanzo-en-leyes-pero-sigue-aplazado-por-incumplimiento-e-impunidad/


136

En cuanto a la legislatura, el 46,6 % de los jóvenes tiene poca confianza, frente al 63,1% 
del resto, mientras que un 30,8 % expresa confianza alta, superior al 22,7 % del resto. 
Respecto a la policía, un 48,8 % de los jóvenes tiene baja confianza, pero el 34,5 % tiene 
confianza alta, comparado con el 26,4 % de los adultos. Esto refleja un optimismo mode-
rado de los jóvenes hacia algunas instituciones en comparación con los adultos.

Aunque la percepción de corrupción generalizada ha disminuido, el 15 % de los paragua-
yos considera la corrupción el principal problema del país. La victimización por sobornos 
sigue estable, con la policía y la municipalidad como las instituciones más implicadas. 
Además, la percepción de impunidad y la justificación del pago de coimas han aumenta-
do, con más de una cuarta parte de los ciudadanos aceptando su uso en ciertas circuns-
tancias (Laboratorio del Proyecto de Opinión Pública de América Latina - LAPOP, 2024).

Si bien los jóvenes muestran mayor optimismo en la protección de derechos y algunas 
instituciones como la policía y la legislatura, la confianza en el sistema judicial sigue sien-
do críticamente baja, reflejando un panorama de corrupción e impunidad que limita sus 
libertades políticas y su capacidad de participar plenamente en la sociedad democrática. 
Este escepticismo, alimentado por arbitrariedades y barreras estructurales, subraya la 
necesidad de reconfigurar las instituciones para que sean legítimas, confiables y justas. 
Solo así los jóvenes podrán desarrollar sus capacidades como ciudadanos activos, forta-
leciendo el sistema democrático y contribuyendo al bienestar colectivo.

Apoyo al sistema político y a la democracia
El Informe de Latinobarómetro 2023 señala que la mayoría de los paraguayos (6 de cada 
10) consideran que el gobierno es democrático, aunque con un leve descenso respecto a 
2019 y por debajo del promedio regional. Moreno (2024) identifica tres factores principa-
les detrás de estos resultados: la aprobación de la gestión presidencial, la percepción de 
protección de los derechos políticos y el impacto negativo de la impunidad generalizada 
en la percepción democrática.

En cuanto al apoyo al sistema democrático, el 51 % de la población lo respalda, pero solo 
el 34 % está satisfecho con su funcionamiento, una cifra inferior al promedio regional y 
lejos del pico registrado en 2012. Esto refleja una persistente insatisfacción con el modelo 
democrático en el país.

Respecto a las instituciones políticas y la población joven (figura 46), los datos muestran 
una marcada desconfianza. Entre los jóvenes, solo tres de cada diez expresan un alto res-
peto por las instituciones políticas, mientras que casi cinco tienen un nivel medio (44,6 %) 
y dos muestran un bajo respeto (21,6 %). Estos números evidencian una débil confianza 
en las estructuras que sostienen el sistema democrático, lo que podría estar influyendo 
en su percepción de la eficacia y legitimidad del gobierno.
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Figura 46. Percepción sobre la institucionalidad política y su compromiso con el sistema democrático 
por parte de la población joven, 2023

Fuente: elaboración propia con base en los datos de Latinobarómetro, 2023. 

Datos del LAPOP (2024) muestran que la percepción de la corrupción influye notablemen-
te en el apoyo a la democracia, pero de una manera contraria a lo que podría esperarse. 
De acuerdo con estudios, las personas que perciben altos niveles de corrupción tienden a 
apoyar más la democracia. La diferencia entre quienes consideran que la corrupción está 
muy extendida (57 %) y aquellos que creen que no lo está (39 %) es de alrededor de 20 pp 
(LAPOP, 2024). 

La democracia como mejor forma de gobierno es percibida por casi tres de cada diez jó-
venes (29, 3%), el grueso de los jóvenes, 49,9 % o casi cinco de cada diez, se encuentra en 
un nivel medio de coincidencia con dicha afirmación, con los dos restantes (20,8 %) con 
un bajo nivel de coincidencia con dicha afirmación. Estos niveles medianamente favora-
bles hacia la democracia se contraponen al orgullo por el sistema político, que aparece 
muy bajo, con cinco de cada diez expresando un bajo orgullo por el sistema político. Se-
guido por casi cuatro (34,3 %) medianamente de acuerdo con dicha afirmación y sólo uno 
o 13,2 % expresando orgullo por el sistema político. 

Finalmente, la disposición a apoyar el sistema político también muestra una tendencia a 
la baja. Casi cuatro de cada diez jóvenes (35,0%) no concuerdan con la idea de apoyar al 
sistema político, seguido por una cantidad similar (36 %) medianamente de acuerdo con 
ello y culminando con casi tres (29.0 %) con un alto grado de apoyo. 

Este último indicador sugiere cierta falta de compromiso con el sistema político, con nú-
meros similares al apoyo a la democracia. En general, la figura 46 permite ver que existe 
cierto reconocimiento por parte de la juventud sobre la importancia de las instituciones 
que componen a un sistema democrático pero este apoyo se contrapone al funciona-
miento actual del sistema político en el país, el cual no genera orgullo y no defiende sus 
derechos básicos. 

Como lo describe LAPOP (2024), la satisfacción con la democracia está fuertemente in-
fluenciada por la aprobación del presidente. Aquellos que aprueban su gestión tienden 
a estar más satisfechos con la democracia. Otro factor relevante es la percepción de la 
protección de los derechos y la existencia de impunidad: a mayor percepción de derechos 
cumplidos, mayor satisfacción, mientras que, a mayor percepción de impunidad, la satis-
facción disminuye. Asimismo, la calidad percibida de los servicios locales también afecta 
positivamente la satisfacción con la democracia.
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En términos sociodemográficos y de Latinobarómetro en general, el género es una varia-
ble clave: las mujeres, en comparación con los hombres, expresan menores niveles de 
satisfacción con la democracia, con una diferencia de alrededor de 10 pp (LAPOP, 2024). 
Esto sugiere que la democracia paraguaya no cumple con las expectativas de hombres y 
mujeres de la misma manera, probablemente reflejando desigualdades de género en el 
acceso a oportunidades de participación y diferencias en la percepción de lo que la demo-
cracia debería ofrecer a los ciudadanos (LAPOP, 2024).

Frente a un panorama desalentador, los datos de los jóvenes muestran una mejor per-
cepción que sus contrapartes de 30 años y más. En términos generales, se observa una 
crisis de confianza entre la juventud respecto a las instituciones políticas y el sistema de-
mocrático paraguayo, cuya confiabilidad ha estado en descenso en las últimas décadas 
(LAPOP, 2024).

La desconexión entre los jóvenes y el sistema democrático tiene implicancias en sus li-
bertades políticas. La crisis de confianza hacia las instituciones y el limitado orgullo por 
el sistema político restringen su capacidad de participar activamente en la toma de deci-
siones al afectar su percepción de agencia para influir en los procesos democráticos. La 
democracia, entendida como un medio para ampliar libertades reales, debe garantizar 
a los jóvenes no solo derechos formales, sino también las condiciones necesarias para 
ejercerlos plenamente. 

La desconexión entre los jóvenes y el sistema democrático debe entenderse en el contex-
to de una percepción generalizada de corrupción que domina la opinión pública. Cuanto 
más distantes se sientan los jóvenes del sistema político, mayor será el riesgo para la es-
tabilidad democrática y más fuerte el círculo vicioso de desconfianza e inacción. 

El empoderamiento de las juventudes y el desarrollo de sus capacidades, esenciales para 
“asegurar su participación en la gobernanza y la toma de decisiones en leyes y políticas 
que afectan su vida”, están en peligro. Esto exige respuestas que trasciendan la formación 
cívica tradicional, implicando una reconfiguración profunda de cómo se concibe el lugar 
de cada ciudadano en el sistema democrático paraguayo.

Confianza en autoridades electas
La confianza en las instituciones políticas y electorales en Paraguay refleja una tendencia re-
gional de disminución en la confianza en procesos democráticos. En América Latina, la con-
fianza en los sistemas electorales cayó de 47 % en 2006 a 31 % en 2020, impulsada por el 
escepticismo sobre la integridad de las elecciones y la influencia política en las autoridades 
electorales (LAPOP, 2023). En Paraguay, aunque el Tribunal Superior de Justicia Electoral (TSJE) 
mantiene estándares profesionales en la organización de elecciones, persisten preocupacio-
nes sobre parcialidad y transparencia (IDEA International, 2023; Unión Europea, 2023).

La desconfianza en partidos políticos y otras instituciones tradicionales, común en Amé-
rica Latina, también es notable en Paraguay (Bertelsmann Stiftung, 2024). Solo tres de 
cada diez paraguayos confían en las elecciones, una cifra que resalta la debilidad de la 
democracia electoral en el país (LAPOP, 2024).

Según Moreno (2024a), esta desconfianza está influida por factores como la aprobación 
de la gestión ejecutiva, la percepción de protección de derechos y la creencia en una im-
punidad generalizada. Además, las diferencias sociodemográficas son notables: las muje-
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res y los habitantes de áreas urbanas expresan menos confianza en comparación con los 
hombres y quienes viven en zonas rurales.

Los datos sobre la población joven (figura 47) muestran que el 46,3 % expresa baja con-
fianza en las elecciones, menos que el 54,1% del resto de la población. Un 40,5 % tiene 
una confianza moderada, superando al 31,8 % del resto, mientras que los niveles altos 
de confianza son similares en ambos grupos (13,2 y 14,1 %, respectivamente). Aunque 
los jóvenes muestran un leve optimismo respecto a la integridad del sistema electoral, el 
escepticismo hacia las elecciones y los partidos políticos es generalizado. Un 62,4% de los 
jóvenes expresa baja confianza en los partidos, ligeramente inferior al 72,1 % del resto 
de la población, mientras que los niveles altos de confianza son bajos en ambos grupos 
(7,8% y 7,1%).

Figura 47. Niveles de confianza en instituciones políticas y electorales (escala bajo/medio/alto)

Fuente: elaboración propia con base en los datos de Latinobarómetro, 2023. 

La desconfianza en las elecciones y los partidos políticos está profundamente ligada a 
prácticas clientelares, dependencia política y prácticas como compra de votos y extorsión, 
que erosionan la calidad democrática (Bertelsmann Stiftung, 2024). Esto genera un ciclo 
donde la falta de confianza en las elecciones se extiende a las autoridades electas, debi-
litando la representación política y desmotivando la participación ciudadana. Además, la 
corrupción y el crimen organizado agravan la percepción negativa, afectando no solo a las 
elecciones y partidos, sino también a la figura presidencial y las administraciones locales.

Si bien los jóvenes comparten el escepticismo generalizado hacia las elecciones y los par-
tidos políticos, muestran un optimismo relativo en comparación con el resto de la pobla-
ción, lo que representa una oportunidad para impulsar demandas de cambio y una ma-
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yor participación política. Sin embargo, el escepticismo limita gravemente su capacidad 
para ejercer plenamente sus derechos políticos, al tiempo que prácticas clientelares y la 
corrupción sistémica erosionan la representación política y restringen su influencia en las 
decisiones que afectan sus vidas. 

La confianza en las elecciones y los partidos políticos, pilares esenciales de las libertades 
políticas, debe fortalecerse mediante una mayor transparencia electoral, el desmantela-
miento de redes clientelares y la promoción de un sistema político que no solo invite a 
la participación, sino que garantice su impacto. Solo así se podrá empoderar a las juven-
tudes y transformar la democracia en un vehículo legítimo para el desarrollo y el cambio 
social.

Derecho a la libertad de manifestación, 
organización y defensa de los derechos
A pesar de que la legislación paraguaya garantiza los derechos humanos y el derecho a 
la manifestación, en la práctica persisten barreras significativas para su ejercicio. La cri-
minalización de defensores de derechos humanos y la represión violenta de protestas, 
especialmente las relacionadas con demandas sociales y campesinas, han aumentado en 
los últimos años (CODEHUPY, 2023). Este contexto se agrava con un discurso que desa-
credita a defensores y organizaciones de la sociedad civil, restringiendo cada vez más la 
acción política y social. En 2024, estas restricciones se profundizaron con leyes como la 
que regula a las ONG, justificadas bajo criterios de transparencia, pero que en la práctica 
limitan su autonomía.

Adicionalmente, normativas como la Ley del Marchódromo (N.º 1.066/1997) restringen 
las manifestaciones públicas, mientras que abusos de fuerzas de seguridad, incluyendo el 
uso desproporcionado de la fuerza en protestas pacíficas, generan un clima de temor que 
desincentiva la participación ciudadana. Este debilitamiento progresivo de las libertades 
políticas y civiles afecta la capacidad de los individuos para influir en decisiones que im-
pactan sus vidas, limitando el desarrollo de las capacidades necesarias para construir una 
sociedad equitativa. La persecución de defensores de derechos humanos y periodistas no 
solo silencia voces críticas, sino que erosiona las bases democráticas indispensables para 
la participación ciudadana y la construcción de un futuro más justo.

El panorama de garantías corroídas en materia del derecho a la manifestación, organiza-
ción y defensa de los derechos disminuye aún más el horizonte de posibilidades y sirven 
como estrategias de reducción de la acción colectiva de nuevas generaciones. La reduc-
ción del campo de acción, con la amenaza de procesamientos y control represivo repre-
sentan mecanismos que cercenan la capacidad de la ciudadanía de actuar frente a la 
vulneración y violación a sus derechos humanos. 

El activismo político joven frente al contexto 
en materia de derechos políticos y garantías de 
transparencia
El fortalecimiento del activismo político joven en Paraguay enfrenta barreras estructura-
les significativas en un entorno marcado por la corrupción, la impunidad y la infiltración 
del crimen organizado en las instituciones públicas. Estas dinámicas limitan la capacidad 
de las juventudes para ejercer sus derechos políticos y participar en la construcción de un 
sistema democrático inclusivo y transparente. A pesar de estos desafíos, las juventudes 
tienen el potencial de transformar el panorama político si se les garantiza un entorno 
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propicio para la acción colectiva, el acceso a la información y la seguridad para denunciar 
abusos e irregularidades.

A pesar del marco legal que respalda las libertades políticas en Paraguay, la percepción 
de instituciones cooptadas por intereses corruptos y la limitada independencia judicial 
refuerzan el escepticismo entre las juventudes. La corrupción estructural, el crimen orga-
nizado y los frecuentes abusos de poder han erosionado las garantías de transparencia 
y debilitado la confianza en los mecanismos destinados a proteger derechos fundamen-
tales y fomentar la participación cívica activa. Estos factores crean un entorno donde las 
barreras estructurales restringen la capacidad de los ciudadanos, especialmente los jóve-
nes, para actuar con autonomía y seguridad.

La coexistencia del crimen organizado con la corrupción agrava estas limitaciones al con-
solidar un sistema de inseguridad, control territorial y normalización de la ilegalidad que 
afecta desproporcionadamente a las comunidades más vulnerables. Este contexto con-
diciona las aspiraciones de los jóvenes, reduciendo su capacidad para participar plena-
mente en la vida pública y económica. Para revertir esta situación, es crucial fortalecer 
las garantías de transparencia, desmantelar las redes delictivas y garantizar un acceso 
equitativo a la justicia, elementos esenciales para empoderar a las juventudes y construir 
un sistema democrático más inclusivo y confiable.

Desde el enfoque de capacidades, garantizar la transparencia y la rendición de cuentas 
no solo empodera a los ciudadanos para tomar decisiones informadas, sino que también 
fomenta la confianza en el sistema socioeconómico, reduce la vulnerabilidad y amplía 
las oportunidades de participación significativa. Romper este ciclo demanda no solo re-
formas estructurales que fortalezcan la independencia judicial, desmantelen las redes 
de poder ilegítimo y protejan a los defensores de derechos humanos, sino también un 
cambio cultural que conecte a las juventudes con un sistema democrático renovado. Este 
cambio debe reconocer las experiencias y percepciones locales para evitar soluciones 
prescriptivas inadecuadas, apostando por un empoderamiento “culturalmente apropia-
do” que fomente la participación activa y la construcción de trayectorias de vida dignas.

La reconstrucción de un sistema político basado en las libertades políticas y las garan-
tías de transparencia no solo permitirá a las juventudes participar plenamente en la go-
bernanza, sino que también fortalecerá el tejido social y abrirá vías hacia un desarrollo 
humano sostenible. Al priorizar la inclusión y la justicia, Paraguay puede transformar las 
barreras actuales en oportunidades, asegurando que las juventudes sean agentes clave 
de cambio en la revitalización democrática y el bienestar colectivo.

La capacidad de las juventudes para participar en procesos políticos está gravemente 
afectada por un entorno institucional que, en lugar de empoderar, obstaculiza su pleno 
desarrollo. Para avanzar sería esencial implementar reformas estructurales que fortalez-
can las garantías de transparencia, promuevan la rendición de cuentas y protejan las li-
bertades políticas de todos los ciudadanos, especialmente de los jóvenes, quienes tienen 
el potencial de revitalizar el sistema democrático.

Es crucial que las juventudes continúen expandiendo su capacidad de acción a través de re-
des comunitarias, plataformas digitales y otras formas de organización social. Al fortalecer 
estas capacidades, no solo están desafiando las barreras impuestas por las estructuras co-
rruptas, sino que también están construyendo un camino hacia una participación más inclu-
siva y significativa en los procesos de toma de decisiones. Las acciones comunitarias jóvenes, 
basadas en el compromiso y la solidaridad, tienen el poder de revitalizar la democracia desde 
abajo, reclamando un espacio para ejercer sus derechos y construir un futuro más transpa-
rente y justo.
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Conclusión
El diagnóstico muestra que las juventudes enfrentan obstáculos para el ejercicio de sus liber-
tades instrumentales, afectando su capacidad de participación política y social. Estas liber-
tades no operan de manera aislada sino de manera interdependiente. Por ejemplo, la falta 
de empleos formales y el acceso desigual a la educación no solo impactan las capacidades 
económicas de los jóvenes, sino que también restringen su libertad para tomar decisiones 
informadas y participar activamente en procesos políticos. De manera similar, la corrupción 
estructural y la falta de transparencia socavan la confianza en las instituciones, afectando el 
acceso equitativo a servicios esenciales como salud y protección social, y debilitando las redes 
de apoyo comunitario que podrían fortalecer la acción colectiva juvenil.

Este estudio revela profundas desigualdades internas, que afectan desproporcionada a 
ciertos grupos, amplificando las barreras estructurales según el género, el lugar de residen-
cia, la lengua hablada y el nivel socioeconómico. Las jóvenes mujeres enfrentan mayores de-
safíos debido a la brecha de género en el acceso a empleos formales, los salarios más bajos, 
la doble carga laboral —incluyendo trabajo no remunerado— y la mayor vulnerabilidad ante 
la violencia de género y la explotación sexual. En el sector rural, los jóvenes lidian con la falta 
de acceso a servicios básicos, oportunidades educativas limitadas y una alta incidencia de 
empleo informal y precario, perpetuando ciclos de pobreza y exclusión.

Los hablantes en lengua guaraní enfrentan barreras adicionales debido a la falta de adap-
taciones culturales y lingüísticas en el sistema educativo y laboral, lo que refuerza su 
marginalización. Además, los jóvenes de hogares de escasos recursos enfrentan priva-
ciones múltiples, desde la inseguridad alimentaria hasta la falta de acceso a tecnologías 
y servicios que podrían ampliar sus horizontes educativos y laborales. Estas disparidades 
evidencian que no todos los jóvenes enfrentan las mismas condiciones y subrayan la ur-
gencia de diseñar políticas diferenciadas y contextualmente adecuadas que reduzcan es-
tas brechas y promuevan la inclusión, el acceso equitativo a oportunidades y el desarrollo 
de capacidades esenciales para todos.

El acceso limitado a empleos formales, la precariedad laboral y la desigualdad en las opor-
tunidades educativas marcan las experiencias económicas de las juventudes paraguayas. 
La alta incidencia de empleo informal, que afecta a la mayoría de los jóvenes, y la falta 
de seguridad social representan barreras significativas para el desarrollo de sus capacidades 
económicas. Estas condiciones no solo restringen sus posibilidades de autosuficiencia, sino 
que también perpetúan la exclusión económica y limitan su capacidad para planificar a largo 
plazo. Además, la concentración de oportunidades en áreas urbanas y la baja diversificación 
de la estructura productiva del país exacerban las disparidades regionales y sociales, dejando 
a muchos jóvenes atrapados en un ciclo de pobreza y desigualdad que afecta no solo su pre-
sente, sino también su futuro como adultos y miembros activos de la sociedad.

El acceso desigual a servicios de salud y educación afecta las oportunidades de las juven-
tudes para desarrollar plenamente sus capacidades. Las brechas estructurales en el acce-
so a servicios básicos de salud y educación limitan de manera significativa las libertades 
reales de los jóvenes, afectando tanto su desarrollo personal como su participación plena 
en la sociedad. Estas carencias son particularmente evidentes entre los jóvenes rurales, 
guaraní hablantes y de escasos recursos, quienes enfrentan barreras adicionales que per-
petúan su exclusión social.

En educación, las disparidades territoriales y socioeconómicas reflejan un sistema que no 
logra garantizar la equidad. Departamentos como San Pedro y Presidente Hayes mues-
tran tasas de abandono escolar alarmantes, mientras que en áreas urbanas como Asun-
ción las tasas de retención son más altas. El acceso desigual a las TIC amplía aún más estas 
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brechas, restringiendo el desarrollo de competencias digitales esenciales en un mundo 
globalizado. Sin acceso a educación de calidad, los jóvenes no solo enfrentan barreras 
para ingresar al mercado laboral formal, sino que también ven restringida su capacidad 
de elección y su potencial para ser agentes de cambio en sus comunidades.

En salud, los desafíos abarcan desde una distribución desigual de recursos hasta brechas crí-
ticas en áreas clave como la salud mental, la salud sexual y reproductiva y la atención médica 
general. Mientras que los jóvenes urbanos cuentan con mejor acceso a servicios, aquellos 
en áreas rurales enfrentan carencias que limitan su capacidad para tomar decisiones infor-
madas sobre su bienestar. El embarazo adolescente y la violencia basada en género son fe-
nómenos particularmente alarmantes, que no solo afectan la salud física y emocional de las 
mujeres jóvenes, sino que también restringen sus oportunidades de desarrollo y autonomía. 
La falta de acceso a servicios adecuados en estas áreas refuerza las desigualdades de género 
y limita las posibilidades de las juventudes para construir trayectorias de vida dignas.

Las brechas en la salud mental, la salud sexual y reproductiva, y la atención médica gene-
ral limitan la libertad de los jóvenes para vivir vidas saludables y tomar decisiones infor-
madas sobre su bienestar. La falta de infraestructura en zonas rurales y la concentración 
de recursos en áreas urbanas perpetúan estas desigualdades, mientras que problemas 
como el embarazo adolescente y la violencia de género refuerzan las vulnerabilidades 
estructurales de las mujeres jóvenes. Sin un acceso equitativo y efectivo a estos servicios, 
las juventudes ven restringidas no solo sus opciones de desarrollo personal, sino también 
su capacidad de participar activamente en la vida comunitaria y política.

La protección social en Paraguay no logra cubrir de manera equitativa a las juventudes, 
perpetuando ciclos de vulnerabilidad y exclusión. Si bien programas no contributivos 
como Tekoporã y Abrazo han mejorado las condiciones de vida de algunos sectores, la 
mayoría de los jóvenes permanecen fuera del alcance de los sistemas de protección so-
cial. La alta informalidad laboral y la falta de políticas de capacitación y empleabilidad 
específica para jóvenes limitan sus opciones de desarrollo y aumentan su dependencia de 
empleos precarios. Además, la ausencia de una red protectora amplia deja a los jóvenes 
expuestos a crisis económicas y sociales, restringiendo sus capacidades para enfrentar 
riesgos y construir trayectorias de vida dignas.



145

La corrupción, la impunidad y la infiltración del crimen organizado en las instituciones 
públicas debilitan las garantías de transparencia y erosionan las libertades políticas de las 
juventudes paraguayas. Aunque existe un marco legal que respalda derechos fundamen-
tales como la participación cívica y la libertad de expresión, la percepción generalizada 
de ineficacia y corrupción institucional desalienta el involucramiento político y social. Este 
entorno, agravado por la criminalización de la protesta y el control territorial de redes 
delictivas, limita la capacidad de los jóvenes para actuar con autonomía y seguridad. Sin 
garantías de transparencia que permitan tomar decisiones informadas y reducir la vulne-
rabilidad, las juventudes enfrentan serias restricciones para participar activamente en la 
construcción de una sociedad más democrática e inclusiva.

Estas dimensiones, lejos de ser independientes, se refuerzan mutuamente para posibilitar o 
limitar el desarrollo de las juventudes. Sin empleos formales, acceso equitativo a servicios de 
salud y educación, sistemas de protección inclusivos y un entorno transparente que garan-
tice la participación política, los jóvenes enfrentan barreras estructurales que restringen sus 
capacidades para vivir una vida plena y digna. El fortalecimiento de estas libertades no solo 
implica abordar las desigualdades y la exclusión desde una perspectiva integral, sino también 
reconocer a las juventudes como agentes clave de cambio. Solo a través de reformas que 
combinen la inclusión económica, la equidad en las oportunidades, una protección social 
efectiva y un sistema político transparente, Paraguay podrá garantizar que los jóvenes contri-
buyan al desarrollo sostenible y al fortalecimiento democrático, transformando los desafíos 
actuales en oportunidades para un futuro más justo y equitativo.
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